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INTRODUCCION 

El fenómeno organizativo, tan 
antiguo como la misma socie­
dad humana, no ha sido, hasta 
épocas recientes, objeto de es­
tudio sistemático. La atención 
se ha centrado en torno a los 
aspectos distintos en vez de los 
unitivos. Se han analizado cada 

(1) Tal realidad ha sido puesta de 
relieve, entre otros, por MOSHER· 
CIMMINO, Ciencia de la administra· 
ción, Madrid 1961, pp. 147-150; MAR· 

una de las diversas especies 
de organizaciones, sin elaborar 
y desarrollar una teoría de dicho 
fenómeno organizativo (1). Tal 
observación válida con respecto 
a las organizaciones administra­
tivas seculares, lo es, con ma­
yor razón, en relación con la 
organización eclesiástica. 

TINEZ USEROS, Cuestiones de organi· 
zación, en -Estudios en homenaje a 
Jordana de Pozas-, t. 111, v. 1.0, Madrid 
1961, pp. 259·260. 

En efecto, aun cuando "la 
Iglesia católica nos ofrece uno 
de los más notables ejemplos 
de actuación de todos los prin­
cipios de organización» (2), no 
se puede, en modo alguno, afir­
mar la existencia de una teoría 
general de la organización ecle­
siástica. La doctrina canónica ha 

(2) MOONEY, Principios de organi· 
zación, Madrid 1958, p. 177. 
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prestado atención preferente al 
estudio de las distintas piezas 
orgánicas, pero desde una pers­
pectiva eminentemente exegéti­
ca. La bibliografía al respecto 
es abundantísima. Por el contra­
rio, el camino hacia una teoría 
de la organización no sólo no 
se ha empezado a recorrer, sino 
que ni siquiera se ha intui­
do (3). 

La celebración del Concilio 
Vaticano 11 ha impulsado, en 
unos casos, toda' una reforma 
de muchas de las estructuras 
orgánicas existentes en la Igle­
sia y, en otros, la creación, esta­
blecimiento y puesta en marcha 
de nuevos órganos. El fenóme­
no, en principio, ha de calificar­
se como beneficioso, dado que 
obedece a un deseo, a una vo­
luntad decidida de un servicio 
más eficiente a las funciones 
que está llamada a desempeñar 

(3) Tal apreciación nos parece per­
fectamente coherente con la situación 
actual de los estudios en torno a las 
cuestiones organizativas, Resulta di­
fícil encontrar, en la doctrina canónica, 
alusiones a los principios de organiza­
ción, llegando, en muchas ocasiones, 

la Iglesia. Ahora bien, tal ejerci­
cio de la llamada potestad or­
ganizativa debe realizarse de 
acuerdo con una técnica concre­
ta y determinada, con unos 
criterios o principios, a fin de 
evitar el riesgo -siempre posi­
ble- de crear una estructura 
orgánica tan ineficaz como la 
anteriormente existente, contra 
la que tantas críticas se han 
proferido. 

Es decir, la respuesta organi­
zativa a los problemas pastora­
les que tiene hoy planteados la 
Iglesia, ha de darse, en mi opi­
nión, partiendo del conocimien­
to de las técnicas y principios 
específiCOS del fenómeno orga­
nizativo. Su desconocimiento y, 
por tanto, su no reflejo en mu­
chas de las reformas orgánicas 
recientes está dando lugar, a su 
vez, a un doble efecto. Por una 
parte, a una situación de insatis-

a utilizar conceptos con un significado 
que no corresponde al que la ciencia 
jurídica atribuye a los mismos. En una 
palabra, la falta de una teoría de la 
organización eclesiástica es patente. 
Sin embargo, actualmente, se aprecia 
un evidente cambio al respecto. Cfr. 
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facción en amplios sectores al 
considerar que la organización 
existente no sirve de cauce o 
no da acogida a planteamientos 
y exigencias justas. Por otra, a 
una situación de euforia orga­
nizativa, más o menos incontro­
lada, de escasa eficacia prác­
tica. 

Dentro de este contexto de­
seamos situar las páginas si­
guientes. Es decir, intentamos 
la identificación y correlación 
de los principios fundamentales 
de la organización eclesiástica, 
en muchos casos aplicados in­
conscientemente, a fin de con­
tribuir a la elaboración de algu­
no de los aspectos que se inte­
gran en una teoría de la orga­
nizaclOn eclesiástica. El cono­
cimiento progresivo de estas 
técnicas del «arte» de organi­
zar redundaría, sin duda alguna, 
en una mayor eficiencia en el 
servicio a los fines pastorales. 

SOUTO, La noción canónica de oficio, 
Pamplona 1971; LO PEZ ALARCON, Je­
rarquia y control administrativo, en 
IUS CANONICUM, XI, 22 (1971). pp. 
245-285. 
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l. PRINCIPIO DE DESCENTRALlZACION 

1 . Puntualizaciones previas 

En mi opinión, cualquier in­
tento de sistematización técni­
ca de lo que se ha dado en 
llamar «centralización - descen­
tralización» en la Iglesia ha de 
tener presente unos datos pre­
vios, condicionantes necesarios 
de la postura que se adopte. 
Tales datos, como indicamos a 
continuación, han de ser valora­
dos de modo diferente en el 
momento de optar por unas 
determinadas soluciones técni­
cas de carácter orgánico. Vea­
mos, pues, cuáles son dichos 
datos o presupuestos. 

Las relaciones entre la Iglesia 
universal y las Iglesias locales 
no siempre han adoptado o han 
discurrido por los mismos cau­
ces. En efecto, como puso de 
relieve Cangar (4) (hace ya bas­
tante tiempo), supuesta la uni­
dad de fe en un mismo misterio 

(4) Cfr. 1054-1954. L'Eglise et les 
Eglises. Neuf sil~c1es de douloureuse 
séparation entre /'Orient et /'Occident, 
col. Irénikon, Chevetogne 1954-55, 2 
vols. 

(5) NEUNHEUSER, Iglesia universal 
e Iglesia local, en «La Iglesia del Vati­
cano 11», 1, Barcelona 1966, p. 634. 

de la Iglesia, «en el Oriente y 
en el Occidente, respectivamen­
te, se han desarrollado dos 
modos distintos de valorar la 
unidad y la dirección eclesiás­
tica. El · punto decisivo está, 
sobre todo, en que, en el Orien­
te, se reconoce cierta autono­
mía a las iglesias locales; en 
cambio, el Occidente ve el fun­
damento inmediato de toda la 
Iglesia en la sede de Pedro» (5). 
Tal apreciación, referida a los 
problemas de fondo que condu­
jeron al gran cisma de Oriente 
y Occidente, sigue siendo, en 
mi opinión, válida también en 
los momentos actuales (6). 

Es más, en la misma Iglesia 
latina tampoco se han configu­
rado de un modo uniforme y 
constante las relaciones Iglesia 
universal-Iglesia local (7). Ello 
nos hace pensar en la existen­
cia de elementos puramente 

(6) Cfr. GISMONDI, Iglesias y co­
munidades eclesiales acatólicas en los 
recientes decretos conciliares, en .Ius 
Canonicum» V (1965), pp. 385-400. 

(7) Cfr., entre otros, MARTIN, Pape, 
en «Dictionnaire de Théologie Catholi­
que», XI, Paris 1931, colls. 1877-1944; 
TORQUEBIAU, Curie Romaine, en «Dic-
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históricos y circunstanciales, 
susceptibles de diferentes for­
mulaciones en épocas históricas 
distintas. Concretamente la ac­
tual manera de entender y orde­
nar dichas relaciones tiene múl­
tiples aspectos reconducibles a 
una pura forma histórica, sus­
ceptible de ser cambiada o mo­
dificada por otra, igualmente 
histórica, pero que se considere 
más coherente con los presu­
puestos doctrinales del Concilio 
Vaticano 11 y con la realidad 
eclesial del momento. 

Con independencia de la po­
sible ejemplaridad que en tales 
situaciones organizativas se 
puede apreciar -un régimen 
de autonomía o descentralizado 
no es ajeno a la Iglesia ni con­
lleva necesariamente el germen 
de ruptura de la unidad-, un 
determinado sector doctrinal ha 
contribuido decisivamente a po-

tionnaire de Droit Canonique», IV, Pa-. 
ris 1949, colls. 975-986; JIMENEZ 
URRESTI, El binomio ",primado-episco­
pado», Bilbao 1962; HORTAL SANCHEZ, 
De initio potestatis primatialis Romani 
Pontiticis, Roma 1968; GAUDEMET, As­
pects de la primauté Romaine du Ve 
au XVé siécle, en -Ius Canonicum», XI, 
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ner de relieve determinados 
aspectos de las Iglesias particu­
lares o locales (8), en su rela­
ción con la Iglesia universal, 
obligando a replantear toda la 
problemática desde una pers­
pectiva distinta a la que venía 
habitualmente utilizándose. 

En efecto, según esta apor­
tación doctrinal (9), la Iglesia 
local no puede ser considerada 
como «una nueva agencia -en 
cierto modo fundada posterior­
mente- de la Iglesia universal 
una, que también hubiera podido 
omitir tal fundación, sino que 
es el acontecimiento o realiza-

22 (1971). pp. 92-134. Sobre todo, en 
este último, puede encontrarse una se­
lecta información bibliográfica en torno 
al tema. 

(8) Sobre el término «Iglesia parti­
cular o local», cfr. CHOUINARD, Les 
expressions «Eglise locale» et «Eglise 
particuliere» dans Vatican 11, en .Studia 
Canonica», VI, I (1972), pp. 115-161; 
MORSDORF, L'autonomia della Chiesa 
locale, en «Ephemerides luris Canoni­
ci», 26 (1970). pp. 325-328. 

(9) La obra que la inició, como es 
sabido, fue la de RAHNER-RATZINGER, 
Episcopado y Primado, Barcelona 1965. 

(10) Ibidem, p. 32. No es preciso 
detenerse en exponer la argumenta­
ción de RAHNER, conocida ampliamen­
te. Interesa destacar simplemente la 
importancia de su estudio y las nue­
vas pe'rspectivas que aportó en el 

clon de esta misma Iglesia uni­
versal» (10). Tal concepción, en 
muchos aspectos, se ha visto 
reflejada en el Vaticano " (11). 

Para nuestro propósito, pres­
cindiendo de la exposición y 
fundamentación detallada de la 
problemática (12), interesa de­
jar constancia de una de las 
conclusiones a que se llega, a 
saber: «Hay que tener en cuen­
ta que la organización eclesiás­
tica, dependiendo de esa enti­
dad unitaria que es la Iglesia, 
presenta dos esferas distintas 
en las que si bien se da una 
relación jerárquica entre ellas, 

tratamiento del tema primado-episcopa­
do como expresión de la relación Igle­
sia universal-Iglesia local. 

(11) Cfr. Constitución Sacrosan­
ctum Concilium y Lumen Gentium. Un 
estudio de ambas constituciones, des­
de la perspectiva a que nos venimos 
refiriendo, así como los datos neotes­
tamentarios y de la patrística, puede 
verse en NEUNHEUSER, Iglesia univer­
sal ... cit., pp. 635-656. Cfr. la bibliogra­
fía citada a pie de página por este 
autor. 

«Sul problema dell'autonomia della 
Chiesa locale iI Concilio, pur senza 
parlare esplicitamente di autonomia, ha 
fatto, in base alla propria comprensio­
ne teologica sulla natura della Chiesa, 
affermazioni di fondo. Si debe prendere 
nota che i testi in questione parlano 
ora di chiesa locale, ora di ohiesa par-

GREGORIO DELGADO 

existe, sin embargo, una notable 
autonomía entre ambas; nos re­
ferimos a la organización uni­
versal y a la organización local. 
La autonomía de las iglesias 
particulares, que se observa ya 
en el dato de que la potestad 
del oficio principal -función 
jerárquica- no es concedida o 
derivada de la organización uni­
versal, sino que aparece atri­
buida directamente por el mis­
mo derecho divino, permite re­
conocer a dichas instituciones 
una propia entidad jurídica (13). 

Esto supuesto, el problema se 
concreta en buscar las fórmulas 

ticolare», M6RSDORF, L'autonomia ... 
cit., p. 325. 

(12) Cfr. SOUTO, Estructura jurídica 
de la Iglesia particular: presupuestos, 
en «Ius Canonicum-, VIII, 1 (1008), pp. 
121 -202 Y la bibliografía citada a pie 
de página; PHILlPS, Utrum Ecc/esiae 
particulares sint iuris divini an non, en 
uPeriodica», 58 (1969), pp. 143-154; 
M6RSDORF, L'autonomia... cit., pp. 
328-338; LANNE, L'Eglise locale et 
f'Eglíse universelle, en «Irénikon-, 43 
(1970), pp. 481-511. 

(13) SOUTO, Consideración unitaría 
de la organización eclesiástica, en 
"Ius Canonicum», IX, 1 (1969), pp. 
172-173. Cfr. Autonomia e liberta nel­
f'ambito istituzionale. La Collegialíta do­
po iI Vaticano 11, en .Studi Cattolici», 
ns. 100-101 (1969), pp. 518-520. 
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técnico-organizativas que canali­
cen y hagan efectivos tales 
principios constitucionales. Es 
decir, se trata de aplicar un 
sistema o un modo de entender 
y llevar a la práctica la unidad 
y dirección eclesiástica, cohe­
rente con los principios consti­
tucionales. Sistema técnico, de 
carácter puramente histórico, 
capaz de buscar el punto de 
equilibrio entre la necesaria e 
irrenunciable unidad y las exi­
gencias de autonomía de las 
Iglesias particulares. Como prin­
cipio, ninguno de tales polos de 
atracción debe prevalecer sobre 
el otro, originando una estruc­
tura orgánica inspirada en el 
mismo. Cualquier predominio, 
y su consiguiente reflejo orga­
nizativo, de una de las posibles 
formas de entender el problema 
provocará necesariamente un 
dese~uilibrio funcional y una 

(14) Cfr., a título de ejemplo, RO­
DRIGUEZ CIFUENTES, Centralización y 
descentralización del poder eclesiásti­
co en la adaptación canónica del Conci­
lio Vaticano 11, en «Religión y cultura» 
IX, 35 (1964), pp. 339·348; DE PAOLlS, 
De Vicario Episcopali secundum decre­
tum Concilii Oecumenici Vaticani 11, . 
«Christus Dominus», en aPeriodica», 56 
(1967), pp. 325-326; SANTOS, Jerarquía 
y carisma en el gobierno de la Iglesia, 
en -Ius Canonicum», VII, 2 (1967), pp. 

ineficacia del aparato organiza­
tivo. 

2. Necesaria fijación del con­
cepto 

El tema de la centralización 
o descentralización como aglu­
tinador de una serie de cues­
tiones que afectan directamente 
a la estructura de la sociedad 
eclesiástica se ha convertido 
en una cuestión que no duda­
mos en calificar de candente y 
hasta polémica. Partiendo de la 
obra de Rahner-Ratzinger y de 
las posteriores aportaciones del 
Concilio Vaticano 11, con formu­
laciones, puntos de vista, con­
tenidos, etc., diferentes, el tema 
se viene planteando y tratando 
por la doctrina científica, por la 
prensa de carácter religioso, 
vinculada a diferentes grupos 
de interés, y por ciertas mani-

321-332; SANCHEZ y SANCHEZ, Cen­
tralización y descentralización en aDi­
námica jurídica postconciliar», Sala­
manca 1969, pp. 156·159 Y 170-199; 
GORDON, De Curia romana renovata, 
renovatio .desiderata» et renovatio 
«facta» conferuntur, en «Pe'riodica», 
58 (1969), pp. 78-80. 

(15) Creemos que, con respecto al 
término descentralización aplicado a la 
Iglesia, es válida la observación de 
ARIÑO ORTIZ, en relación con la cien-
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festaciones, declaraciones, pos­
turas, etc., de algunos miembros 
de la jerarquía católica. 

Ello ha motivado un uso del 
término con una pluralidad de 
significados. Esto es, con 01 
mismo concepto (centralización­
descentralización) se viene a~u­
diendo a realidades o fenóme­
nos distintos y variados difícil­
mente unificables. Incluso se 
han calificado o interpretado 
como manifestaciones concre­
tas de descentralización, hechos 
(14) que poco o nada tienen que 
ver con lo que unánimemente 
se entiende por tal fenómeno 
en el estado actual de la cien­
cia jurídica. Por este motivo 
parece necesario intentar una 
delimitación del contenido con­
creto que se desea expresar 
cuando se habla de descentra­
lización (15). 

cia jurídico·administrativa secular: aSe­
ría, por tanto, ridículo -y vano- pre­
tender obtener un monopolio del térmi­
no, para la ciencia jurídico-administra­
tiva. 

Ahora bien, es necesario, al mismo 
tiempo, que cuando en derecho admi­
nistrativo se habla de descentralización 
administrativa (sea en la Ley, sea en 
la doctrina científica), se establezca 
un contenido determinado, se sepa 
claramente lo que con ello se quiere 
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Al intentar fijar el concepto 
de descentralización es preciso 
saber o tener muy en claro el 
objetivo que se persigue, a sa­
ber: ¿Cuáles son las técnicas 
y artificios organizativos que 
hay que poner en juego para 
conseguir que la descentral iza­
ción sea una realidad? A este 
respecto, desde una perspectiva 
estrictamente jurídica, se ha 
puesto de manifiesto la necesi­
dad de realizar determinadas 
precisiones metodológicas que, 
dado su interés, vamos a inten­
tar transcribir. 

Para un jurista, hablar de des-

significar», Realidad y dogmática de la 
descentralización, en "Estudios en ho­
menaje al Profesor López Rodó», 1, Ma­
drid 1972, p. 180. 

(16) -La descentralización, para un 
jurista, es, antes que nada, un fenó­
meno de técnica jurídica, y como tal 
debe ser estudiado en Derecho admi­
nistrativo. Por supuesto que, en su 
origen y en sus etapas históricas de 
realización más o menos intensa, ha 
venido determinada por un conjunto de 
factores históricos, políticos, económi­
cos, sociales, e incluso técnicos, que 
pueden exigirla o desaconsejarla. 

Ahora bien, conviene no mezclar los 
campos: al jurista le interesa mucho, 
ciertamente, no operar en el vacío, pe­
ro su campo específico no es la socio­
logía, ni la ciencia política, ni la eco­
nomía, ni la historia, ni siquiera la po-

centralización supone, sobre 
todo, referirse a unas técnicas 
jurídicas que le permitan alcan­
zar el resultado que desea (16). 
Es claro que, en torno al tema, 
existen factores de muy dife­
rente índole, pero, sin descono­
cerlos, al jurista le interesa 
el modo de organizar la acción 
administrativa del complejo or­
ganizativo, integrado por una 
diversidad de centros de poder_ 
Se trata de un problema de 
estructura organizativa y de 
atribución independiente de 
competencias a los distintos 
centros o entes que componen 

lítica administrativa de un momento 
dado, sino el Derecho y la serie de téc­
nicas que permiten alcanzar el resulta­
do que se buscaD, ARliilO ORTIZ, Rea­
lidad y dogmática ... , cit., p. 183. 

Cfr., entre otros, COLMEIRO, Dere­
cho administrativo español, Madrid 
1876, pp. 18 Y ss.; HAURIOU, Précis 
de Droit administratif, Paris 1919; GA­
RRIDO FALLA, Administración indirecta 
del Estado y descentralización funcio­
nal, Madrid 1950; La descentralización 
administrativa, Costa Rica 1967; RIVE­
RO, Droit administratif, Paris 1970, pp. 
283-284. 

(17) « ... Ia centralización o descen-
tralización ... hace referencia al modo 
de organizarse la acción administrativa 
del Estado, entendido éste como com­
plejO organizativo, integrado por una 
diversidad de centros de poder. La cen-
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la administración pública (17). 
Esto supuesto, las preguntas 
que ha de hacerse el jurista po­
drían expresarse del modo si­
guiente: ¿Cuáles han de ser las 
condiciones de esa estructura 
organizativa y de la consiguiente 
partición de competencias entre 
los diversos centros de actua­
ción para que pueda hablarse 
de descentralización? ¿Qué con­
diciones legales han de reunir 
esos centros, cómo ha de ope­
rarse la transferencia de atribu­
ciones, cuál ha de ser el tipo 
de competencia atribuida? (18). 

Una vez realizado el plantea-

tralización hace referencia a un pro­
blema de estructura organizativa y de 
atribución independiente de competen­
cias a los distintos centros o entes 
que componen la Administración Pú­
blica (como concepto genérico). Y nada 
más», ARliilO ORTIZ, Realidad y dog­
mática ... cit., p. 201. 

A este respecto, GARCIA TREVIJA­
NO, opina que «los principios de cen­
tralización y descentralización son rela­
tivos y admiten multitud de variantes 
o/ gradaciones, resumiéndose en la si­
guiente pregunta: si las funciones y 
servicios públicos deben ser satisfe­

. chos por el Estado o a través de otros 
entes públicos», Tratado de Derecho 
administrativo. 11, Madrid 1967, pp. 
429-430. 

(18) Cfr. ARliilO ORTIZ, Realidad y 
dogmática ... cit., p. 201. 
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miento anterior, podemos inten­
tar la exposición de los elemen­
tos integrantes del concepto. 
Hay descentralización cuando 
se dan las siguientes condicio­
nes o supuestos: 

a) Transferencia de poderes 
de decisión. No basta con que 
se transmitan o concedan pode­
res o facultades de propuesta 
o de informe, sino que se trans­
fieran facultades resolutorias. 
Por tanto, la atribución de po­
testad es de tal naturaleza que 
el ente en favor del que se ha 
realizado puede decidir irrevo­
cablemente sobre los asuntos 
objeto de la misma (19). 

b) Que dicha transferencia 
de poderes decisarios se realice 
entre entes jurídicos. Es decir, 
como afirma García Trevijano, 
sigue siendo nota fundamental 
de la descentralización la crea-

(19) GARCIA TREVIJANO, Tratado 
de Derecho ... cit., p. 437; Cfr., entre 
otros, GARRIDO FALLA, Administración 
indirecta del Estado ... cit.; HAURIOU, 
Etude sur la décentralisation: principes 
d'une théorie juridique, en «Revue de 
Droit Public», 63 (1947). pp. 31 ss.; GA­
RRIDO FALLA. La descentralización ... 
cit.; MARTIN MATEO, El horizonte de 
la descentralización, Madrid 1969; ARI­
ÑO ORTIZ, Realidad y dogmática ... cit. 
Más información bibliográfica sobre 

ción de una persona jurídica dis­
tinta del Estado. Con ella, la 
doctrina establece la diferencia 
entre la descentralización y la 
desconcentración que se da, no 
entre entes jurídicos, sino entre 
órganos (20). 

c) Que estas personas jurí­
dicas sean de derecho público, 
es decir, que estén encuadradas 
en la organización general del 
Estado (21). 

d) La existencia de un con­
trol de tutela sobre los entes 
descentralizados, en garantía de 
la legalidad de las actuaciones 
y de una ordenada y diligente 
gestión (22). 

Una vez fijado el campo de 
aplicación del concepto de la 
descentralización, hemos de 
preguntarnos: ¿cuáles son las 
técnicas jurídico-administrativas 

el particular puede verse citada en -los 
excelentes trabajos de GARRIDO FA­
LLA, MARTIN MATEO Y ARIÑO ORTIZ. 

(20) Ibidem. Cfr., particularmente, 
AUCOC, Les controverses sur la dé­
centralisation administrative, Paris 
1895, pp. 10 Y 135; GARRIDO FALLA, 
Administración indirecta ... cit., pp. 98-
108; La descentralización ... cit., pp. 7 
Y 19; DE LA VALLlNA VELARDE, Trans­
ferencia de funciones administrativas, 
Madrid 1964, pp. 24-27; ARIÑO ORTIZ, 
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que hacen posible este resul­
tado? El estudio histórico de los 
procesos de centralización y 
descentralización nos revela con 
claridad que los puntos crucia­
les han sido siempre los mis­
mos, a saber: «la elección de 
los órganos deliberantes y eje­
cutivos (estos últimos especial­
mente) de los entes locales, la 
amplitud y alcance de sus atri­
buciones y competencias, la ex­
tensión e intensidad de la tutela 
(aprobaciones, protección de su 
legalidad, control de oportuni­
dad en algunos casos, etc.), el 
régimen financiero de presu­
puesto y gastos, la existencia 
de alzadas» (23). 

Sobre tales cuestiones ha de 
centrarse el estudio del fenó­
meno de la descentralización, 
dando por supuesto que no es­
tamos ante situaciones absolu-

Realidad y dogmática... cit., pp. 207-
224, 228-229. 

(21) Cfr. GARCIA TREVIJANO, Tra­
tado de Derecho ... cit., p. 437. 

(22) Cfr. GARCIA TREVIJANO, Tra­
tado de Derecho ... cit., p. 437; ARIÑO 
ORTlZ, Realidad y dogmática ... cit., p. 
214. 

(23) ARIÑO ORTIZ, Realidad y dog­
mática ... cit., p. 215. 
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tas, sino que admiten una cierta 
gradación. Por ello, los puntos 
enumerados no son determinan­
tes del fenómeno aisladamente, 
sino que, valorados conjunta­
mente, pueden aportar los pun­
tos de referencia en orden a 
formular la resultante en un 
sentido u otro (24). 

Fijado el concepto técnico­
jurídico y sus diferentes impli­
caciones, vamos a intentar su 
aplicación a la organización 
eclesiástica. Es decir, intentare­
mos poner de . relieve los pro­
blemas estructurales que con­
lleva el establecimiento o la 
puesta en marcha de un régimen 
de descentralización, como cau­
ce o técnica jurídica que poten-

(24) En esta línea, referido al pro­
blema a la Iglesia, MÓRSDORF, entien­
de que .in senso giuridico autonomia 
non designa una situazione di totale 
svincolo, ma piuttosto lo spazio di li­
berta lasciato ad una comunitá; piu 
precisamente designa una situazione 
di rapporto tra i singoli e la comunitá 
totale, dove essi abbiano il diritto di 
regolare da soli i propri interessi. Au­
tonomia e di conseguenza un concetto 
rel ativo perche designa la misura ·ris­
pettiva di autodeterminazione e con 
esso la misura dell'independenza godu­
ta all'interno di un tutto sociale-, L'au­
tonomia ... cit., p. 328. 

Cfr. SOUTO, Autonormazione, autar-

cie y haga realidad la autonomía 
de las Iglesias particulares. 

3. Descentralización y organi­
zación eclesiástica 

La implantación de un régimen 
de descentralización, como téc­
nica jurídica que haga realidad 
la autonomía de las Iglesias lo­
cales, exige el estudio de múlti­
ples cuestiones, alguna de las 
cuales vamos a analizar a con­
tinuación. 

a) La designación de los obis­
pos diocesanos 

El autogobierno como capaci­
dad de los entes jurídicos de 
elegir o designar los titulares de 

chia, autogoverno. Chiese particolari e 
Chiesa universale, en . Stud i Cattolici., 
ns . 113-114 (1970) , pp. 550-554. 

(25) La exigencia de este requisito 
se encuentra ya en la doctrina clásica. 
Cfr., a este respecto, OLlVAN, De la 
administración pública con relación a 
España, Madrid 1843, p. 67; HOURIOU, 
Etude sur la décentralisation, Paris 
1892, pp. 9-11; FERNANDEZ DE VELAS­
CO, Resumen de Derecho administrati­
vo y de ciencia de la administración, 
Murcia 1920, p. 282. 

En la doctrina moderna también se 
insiste en este requisito como elemen­
to decisivo. Cfr., entre otros, WALlNE, 
Les crises de la notion d'établissement 
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sus propios órganos, viene sien­
do señalado por la doctrina secu­
lar como factor determinante de 
la descentralización (25). Evi­
dentemente caben múltiples sis­
temas de designación. Por esta 
razón, del hecho de que no se 
dé una elección pura de los titu­
lares de los órganos de decisión 
no se puede concluir la ausen­
cia de descentralización, siem­
pre y cuando se den los otros 
factores determinantes de la 
misma. Pero, en cualquier caso, 
quedará recortada o disminuida. 

La aplicación del principio de 
autogobierno a la organización 
eclesiástica suscita, en princi­
pio, ciertas dificultades. Sin em­
bargo, en el régimen jurídico 

public, Paris 1950; GARCIA TREVIJA­
NO, Tratado de Derecho ... cit., pp. 437 
Y 443; GARRIDO FALLA, La descentra­
Iización ... cit., pp. 42-43; VEDEL, Droit 
administratif, Paris 1968, p. 561; JOR­
DANA DE POZAS, Consideraciones ac­
tuales sobre la reforma de la ley de 
Régimen local, en .Problemas polítiCOS 
de la vida local», IX, Madrid 1969, 
pp. 34-35; MARTIN MATEO, El horizon­
te ... cit., pp. 95-96; RIVERO, Droit .. . 
cit.; ARIÑO ORTIZ, Realidad y dogmá­
tica ... cit., pp. 216-219; en todos ellos 
puede encontrarse información biblio­
gráfica sobre el particular. 
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vigente, pueden encontrarse da­
tos que apoyan la existencia y 
vigencia del principio. En efecto, 
la mayor parte de los titulares 
de los órganos de la Iglesia par­
ticular son designados por el 
obispo diocesano, sin ingeren­
cia alguna de la organización 
central de la Iglesia (26). 

Ahora bien, no hay una total 
descentralización en este punto, 
dado que el nombramiento de 
los obispos diocesanos, en el 
régimen jurídico vigente, está 
reservado al Romano Pontífice 
(27). ¿Con ello se lesiona el 
principio de autogobierno y se 
renuncia definitivamente a la 
implantación, en cuanto técnica 
jurídica, de un régimen descen­
tralizado? Como principio, la 
respuesta ha de ser negativa, 
ya que nos movemos en situa-

(26) Al obispo diocesano corres· 
ponde el nombramiento del Vicario Ge­
neral (c. 366), dél Vicario Episcopal (de­
creto Christus Dominus, n. 27; M. P., 
Ecc/esiae Sanctae, 1, arto 14, § 1). de 
los Vicarios foráneos (Ibidem, n. 30, y 1, 
arto 19, § 1 respectivamente). de los 
Párrocos (Ibidem n. 31 y 1, arto 20 res­
pectivamente), de otros Oficios y Be­
neficios (Ibidem, n. 28 y 1, arto 18 res­
pectivamente), etc. 

(27) ACTA GONSILlI PRO PUBLlCIS 
ECCLESIAE NEGOTIIS, De promovendis 

ciones de carácter relativo, 
siendo, por tanto, necesario va­
lorar el resto de los factores 
determinantes. Pero, sin duda 
alguna, este régimen jurídico 
limita la autonomía de las Igle­
sias particulares (28). 

El Concilio Vaticano 11, al res­
pecto, contiene unos criterios 
(29) en base a los cuales puede 
esperarse en el futuro, si las 
circunstancias son favorables, 
una nueva configuración del pro­
cedimiento de designación de 
los obispos diocesanos. En efec­
to, «la misión canónica de los 
obispos puede hacerse por las 
legítimas costumbres que no 
hayan sido revocadas por la po­
testad suprema y universal de 
la Iglesia, o por las leyes dicta­
das o reconocidas por la misma 
autoridad, o directamente por el 

ad Episcopatum in Ecc/esia latina, 25.3. 
1972 (AAS, 64 [1972]. pp. 386-391). 

(28) «In linea di principio la rispos­
ta non pub essere che negativa, giac­
ché I'autonomia della chiesa particola­
re El -come si El visto- relativa, Jimi­
tata. e qUindi non tutti i suoi aspetti si 
ritrovano nella loro pienezza. 11 fatto 
che i vescovi dioecesani vengano nomi­
nati dall'organizzazione central e della 
Chiesa non distrugge perb la nota dell' 
autogoverno che spetta alle chiese par­
ticolari, ma semplicemente la limita-, 
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mismo sucesor de Pedro; y nin­
gún obispo puede ser elevado 
a tal oficio contra la voluntad 
de éste, o sea cuando él niega 
la comunión apostólica» (30). A 
la luz de estos criterios «non 
esiste nulla che impedisca di 
pensare che tali norme o con­
suetudine possamo riconoscere 
alla stessa chiesa particolare la 
facolta di designare iI titolare 
del suo organo principale» (31). 
salvo en los casos en que esté 
en peligro la unidad de la Iglesia. 

Antes de referirnos a la nor­
mativa jurídica vigente, que des­
arrolla los criterios expuestos 
por el texto conciliar, hemos de 
aludir y dejar constancia de la 
gran diversidad de formas que 
han estado vigentes, a lo largo 
de la historia de la Iglesia, en 
la designación de los obispos 

SOUTO, Autonormazione ... cit., pp. 552-
553. 

(29) Sobre las sugerencias de los 
padres conciliares, en torno al tema, 
cfr. TUCGI, La scelta dei candidati, al/' 
Episcopato nella Chiesa latina, en «La 
Civilta Cattolica-, 123 (1972), n. 2.927, 
pp. 427-428. Cfr. el aparato documental 
citado a pie de página. 

(30) Constitución Lumen Gentium, 
n.24 . 

(31) SOUTO, Autonormazione ... cit., 
p.553. 
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(32). Su constatación y conoci­
miento es, sin duda alguna, de 
un alto valor ejemplificativo, 
dada la influencia que el contor­
no social, cultural y religioso del 
momento tuvo en la implanta­
ción de un procedimiento u 
otro. 

El M. P. Ecc/esiae Sanctae 
por el que se fijaban normas de 
aplicación de algunos decretos 
conciliares, anunciaba lo que 
más tarde habría de traducirse 
en una normativa uniforme para 
toda la Iglesia latina. En efecto, 
«firme el derecho del Romano 
Pontífice de nombrar y consti­
tuir libremente a los obispos, y 
quedando a salvo la disciplina 
de las Iglesias orientales, las 

(32) Cfr., entre otros, CARBONI, 
Vox populi, vox Dei. Provvidenzialismo 
ed elezioni episeopali, en «Jus», 1960, 
pp. 93-104, 223-245; TUCCI, La seelta ... 
cit., pp. 423-427. En ambos trabajos 
puede hallarse abundante bibliografía 
sobre el tema, citada a pie de página. 

(33) 1, arto 10. 

(34) ACTA CONSILlI PRO PUBLlCIS 
ECCLESIAE NEGOTIIS, De promovendis 
ad Episeopatum in Eec/esia latina, 25.3. 
1972 (AAS 64 [1972], pp. 386-391). So­
bre los diferentes momentos del pro­
ceso de elaboración de las recientes 
normas, sugerencias y puntos de vista 
sobre el tema, así como el eco de 
su promulgación en los medios de di-

Conferencias episcopales, de 
acuerdo con las normas estable­
cidas o por establecer por la 
Sede Apostólica, traten bajo se­
creto y con prudencia cada año 
de los sacerdotes que pueden 
ser promovidos al oficio episco­
pal y propongan a la Sede Apos­
tól ica los nombres de los can­
didatos» (33). A partir de este 
momento se inicia la elabora­
ción de una nueva normativa 
sobre el particular, recientemen­
te promulgada (34). 

¿La vigente regulación del 
procedimiento de designación 
de los obispos se mueve en el 
contexto del principio de auto­
gobierno? Es decir, en línea de 
principios, ¿tal regulaCión se 

fusión, cfr. TUCCI, La seelta ... cit., pp. 
429-431 Y notas nn. 20-27. 

(35) «Quibus absolutis, Su mmu s 
Pontifex normas quae hie adnectuntur 
approbavit, quae de promovendis ad 
Episcopatum ecclesiasticis viris latini 
ritus agunt, non tangunt vera proprias 
Ecclesiarum Orientalium leges ... » Car­
ta del Cardo Villot aneja a la presen­
tación del texto normativo (A,AS 64 
[1972], p. 386). Cfr., entre otros, WOJ­
NAR, Participation of the Clergy and 
laíty in the Eleetion of Bishops aeeor­
ding to the discipline 01 the Oriental 
Catholie Churehes, en «The Choosing 
of Bishops. Historical and Theological 
Studies», Hartford, Connecticut, 1971, 
pp. 61-73. 
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funda en el principio de descen­
tralización, o sea de la autono­
mía de las IgleSias particulares 
en lo que atañe al punto con­
creto que estamos exponiendo? 

Tal regulaCión respeta la dis­
ciplina vigente en las Iglesias 
orientales (35). Deroga, sin em­
bargo, las normas particulares 
mediante las cuales la Sede 
Apostólica había regulado esta 
materia, referida a distintos paí­
ses (36), y mantiene los «legiti­
ma privilegia concessa vel iure 
quaesita specialesque proceden­
di modos ab Apostolica Sede 
inita pactione vel aliter appro­
batos ... » (37). 

Supuestas las anteriores ma-

(36) Cfr. Carta del Cardo Villot, ane­
ja a la presentación del vigente texto 
legal (AAS 64 [1972], p. 386). Alguno 
de los llamados decretos Quae de pro­
ponendis ad episeopatum pueden verse 
consignados en TUCCI, La seelta ... cit., 
p. 426, nota 11. Cfr., asimismo, TRIS­
CO, The variety of proeedures in Mo­
dern History, en «The' Choosing of Bis· 
hops ... cit.», pp. 33-60; BERUTTI, De 
Episeoporum nominatione in iure vigen­
te, en «Monitor Ecclesiasticus», 89 
(1964), pp. 601-612. 

(37) ACTA CONSILlI PRO PUBLlCIS 
ECCLESIAE NEGOTIIS, De promovendis 
ad Episeopatum in Eeelesia latina, arto 
15 (AAS 64 [1972], p. 391). Cfr. CO­
RRAL, La libertad de la Iglesia e inter-
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tizaciones, el texto legal esta­
blece un procedimiento unifor­
me para la designación de los 
obispos en la Iglesia latina. Pro­
cedimiento en el que se esta­
blece la intervención de la or­
ganización central de la Iglesia 
(Romano Pontífice y Departa­
mentos para los asuntos públi­
cos de la Iglesia y para los 
obispos) en la designación de 
los futuros obispos. Desde este 
punto de vista, el principio de 
autogobierno, uno de los facto­
res determinantes de la autono­
mía, queda bastante limitado en 
el punto concreto que tratamos. 

No obstante, el vigente régi­
men jurídico sobre el particular 
introduce importantés modifi­
caciones con respecto al régi­
men derogado (38). Ahora bien, 
tales modificaciones, verdadera­
mente interesantes y positivas, 
no permiten, en mi opinión, sos­
tener que las Iglesias particu­
lares intervengan decisivamente 
en la designación de sus propios 

vención de los Estados en los nombra­
mientos episcopales, en «Revista espa­
ñola de Derecho canónico», 21 (1966). 
pp. 63-92; KOLMEL. La elección de los 
Obispos y el poder politico, en «Conci­
lium». 77 (1972), pp. 87-96; TUCCI, La 
scelta .... cit., pp. 431-432. 

(38) Cfr. De promovendis ad Episco-

pastores. A través de unas con­
sultas secretas, se da una cierta 
participación o intervención de 
personas concretas de las dis­
tintas Iglesias locales. Interven­
ción mínimamente influyente en 
la decisión final y que, en modo 
alguno, permite hablar de parti­
cipación de la comunidad local 
en la designación del que habrá 
de ser su pastor. 

En éste, como en tantos otros 
temas, nos movemos necesaria­
mente en el ámbito de la pru­
dencia jurídica, dada la exigibi­
lidad de los dos centros de 
atracción. El punto de equilibrio 
representa la opción deseada. 
¿El sistema de designación de 
los obispos se acerca a ese 
punto de equilibrio? Evidente­
mente el legislador, en su deci­
sión prudencial, ha considerado 
oportuno reservar la decisión a 
la organización central. Posible­
mente, en los momentos actua­
les, sea lo más prudente, pero, 
por otra parte, esto ha supuesto 

patum in Ecc/esia latina (AAS 64 
[1972]. pp. 387-391). 

(39) Cfr. cita n. 12; asimismo cfr. 
SOUTO. Estructura jurídica.. . cit. pp. 
166-202; La potestad del Obispo dioce­
sano. en «Ius Canonicum». VII. 2 (1967), 
pp. 381-449 ; Autonormazione .. . cit., pp. 
550-552. 
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no potenciar uno de los factores 
determinantes de la autonomía 
de las Iglesias locales. 

b) La atribución de competen-/ 
c~ . 

Otro de los ejes o factores 
determinantes de la existencia 
de un régimen descentralizado, 
como técnica jurídica que haga 
realidad la autonomía de las 
Iglesias particulares, reconocida 
por el Concilio Vaticano 11 (39), 
se concreta en la distribución 
de competencias. Es decir, las 
Iglesias particulares, desde este 
punto de vista, para que puedan 
considerarse autónomas debe­
rían gozar de una serie de facul­
tades y atribuciones, propias y 
originarias. Facultades y atribu­
ciones (40) que han de consistir 
en poderes decisorios y no sim­
plemente de propuesta o infor­
me, que no son concedidos por 
el ente superior -Iglesia uni­
versal-, sino que éste se limita 
a reconocerlos en base a la re­
lación de dependencia existente. 

(40) «Si tratta infatti di un comples­
so di atribuzioni riconosciute dall'ordi· 
namento costituzionale della Chiesa e 
il cui ambito e determinato dall'insieme 
della esigenze tipiche della chiesa par­
ticolare». SOUTO. Autonormazione ... 
cit., pp. 551 ·552. 
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Aun cuando la fundamenta­
ción detallada de estos aspec­
tos ha sido recientemente pues­
ta de manifiesto (41), interesa, 
además de remitir a ellos, dejar 
constancia de alguno de los tex­
tos conciliares más significati­
vos al respecto (42): «Los obis­
pos rigen, como vicarios y 
legados de Cristo, las Iglesias 
particulares que les han sido 
encomendadas ... Esta potestad 
que personalmente ejercen en 
nombre de Cristo es propia, or­
dinaria e inmediata, aunque el 
ejercicio último esté regulado 
en definitiva por la suprema 
autoridad de la Iglesia y pueda 
ser circunscrita dentro de cier­
tos límites con miras a la utili­
dad de la Iglesia o de los fieles. 
En virtud de esta potestad, los 
obispos tienen el sagrado dere-

(41) Cfr. cita n. 39. 
(42) Más información sobre el par­

ticular puede verse en: NEUNHEUSER, 
Iglesia universal ... , cit. , pp. 648-653; 
MbRSDORF, L'autonomia ... cit., pp. 324-
327. 

(43) Consto Lumen Gentium, n. 27. 
Posteriormente continúa el texto con­
ciliar: «A ellos se les confía plenamen­
te el oficio pastoral, o sea el cuidado 
habitual y cotidiano de sus ovejas, y 
no deben ser tenidos como vicarios del 
Romano Pontífice, ya que ejercen po­
testad propia y son, en verdad, los je-

cho, y ante Dios el deber, de 
legislar sobre sus súbditos, de 
juzgarlos y de regular todo cuan­
to pertenece a la organización 
del culto y del apostolado» (43). 

Otro dato importante nos vie­
ne dado por la misma constitu­
ción conciliar cuando dice que 
«la divina Providencia ha hecho 
que varias Iglesias fundadas en 
diversas regiones por los Após­
toles y sus sucesores, con el 
correr de los tiempos, se hayan 
reunido en numerosos grupos 
orgánicamente unidos que den­
tro de la unidad de fe y la única 
constitución divina de la Iglesia 
universal, gozan de disciplina 
propia, de ritos litúrgicos pro­
pios y de un patrimonio teoló­
gico y espiritual» (44). 

Finalmente se podría aludir a 
la potestad de los obispos en 

fes del pueblo que gobiernan. Así, 
pues, su potestad no es anulada por la 
potestad suprema y universal, sino 
que, por el contrario, es afirmada, ro­
bustecida y defendida, puesto que el 
Espíritu Santo mantiene indefectible­
mente la forma de gobierno que Cristo 
Señor estableció en su Iglesia». Cfr. 
DE LUBAC, El Romano Pontifice salva­
guardia de la personalidad de las Igle­
sias locales, en «Ecclesia», n.O 1582 
(1972), pp. 27-36. 

(44) Consto Lumen Gentium, n. 23. 
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su propia diócesis, a saber: «A 
los obispos, como sucesores de 
los Apóstoles, les compete de 
suyo en las diócesis que les han 
sido confiadas toda la potestad 
ordinaria, propia e inmediata, 
que se requiere para el ejercicio 
de su cargo pastoral, salva siem­
pre, en todo, la potestad que, 
en virtud de su cargo, tiene el 
Romano Pontífice de reservar 
causas a sí o a otra autori­
dad» (45). 

Como ha resumido Souto, a 
propósito de estos textos, «si 
riconosce espressamente il loro 
diritto a possedere un patrimo­
nio giuridico, liturgico, dottrina­
le e spirituale proprio, frutto 
dell'originale tradizione di ogni 
comunita ecclesiale» (46). Tales 
conclusiones y posibilidades 
contenidas potencialmente en la 

Cfr. Consto Sacrosanctum Concilium, 
nn. 37-40. 

(45) Decreto Christus Dominus, n. 8. 
(46) SOUTO, Autonormazione ... cit., 

p. 551. A continuación pone de relieve 
que «iI riconoscimento di tale potesta, 
non derivata dall'organizzazione centra­
le della Chiesa ma dalla stessa strut­
tura costituzionale diocesana, e iI prin­
cipio giuridico su cui si basa I'auto­
nomia della chiesa particolare, renden­
do possibile la formazione di un patri­
monio dottrinale e disciplinare proprio 
e peculiare», Ibidem, p. 552. 
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propia estructura constitucional 
de las Iglesias particulares, re­
claman necesariamente la atri­
bución a las mismas de ciertos 
poderes de decisión que permi­
tan ordenar, regular, impulsar, 
etcétera, la rica variedad de as­
pectos, cualidades y situaciones 
a fin de conseguir tales objeti­
vos. De lo contrario difícilmente 
serán realidad las palabras del 
Concilio anteriormente citadas 
ni la autonomía que revelan. 
Vamos, pues, a intentar poner 
de relieve las exigencias que 
conlleva este otro factor deter­
minante de la descentral ización. 

En primer lugar, se hace nece­
sario insistir en que determina­
dos cambios operados a raíz del 
Concilio, no suponen una des­
centralización del poder, como 
ha puesto de relieve determina­
do sector de la doctrina canó­
nica. Al menos, si la descentra­
lización la entendemos en su 
verdadero sentido (47). En efec­
to, el que cierto número de 

(47) Cfr. pp. 
(48) Cfr. Decreto Christus Dominus, 

n. 10; M. P. Pro comperto sane, 6.8.1967 
(AAS 59 [1967]. pp. 881 -884); en lo 
sucesivo será citado con las siglas 
PCS; Consto Regimini Ecc/esiae Univer­
sae, 15.8.1967, arto 2, § 2 (AAS 59 
[1967], pp. 890-891). En lo sucesivo se-

obispos diocesanos hayan sido 
llamados a formar parte de 
los dicasterios romanos, como 
miembros de los mismos (48), 
no significa, aun cuando ello ten­
ga su importancia, ni es mani­
festación de una descentraliza­
ción (49). Los poderes de deci­
sión siguen estando en manos 
de la organización central de 
gobierno, sin que ello suponga, 
por tanto, el que hayan sido 
transferidos, en alguna medida, 
a las Iglesias particulares. 

Por el mismo motivo, entien­
do que tampoco pueden califi­
carse técnicamente como expre­
siones de un régimen jurídico 
descentralizado el que determi­
nadas disposiciones recientes 
hayan establecido la participa­
ción de cierto número de obis­
pos como miembros de bastan­
tes Comisiones Pontificias, ni 
el que, en el proceso de elabo­
ración de ciertas disposiciones, 
sobre todo normativas, se tenga 
en cuenta o se requiera el pare-

rá citada con las siglas REU. Determi­
nadas especialidades al respecto en 
relación con alguno de los departa­
mentos administrat ivos centrales pue· 
den verse en REU, arts. 42 y 83; PCS, 
arto 5 y el M. P. Ecc/esiae Sanctae, 
6.8.1966, 111, arts. 14·15 (AAS 58 [1966], 
p. 785): En lo sucesivo será citado con 
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cer del episcopado, generalmen­
te a través de las respectivas 
Conferencias Episcopales. Todo 
ello tiene una importancia ma­
nifiesta, y contribuirá a que las 
decisiones del gobierno central 
de la Iglesia sean más confor­
mes con la realidad que se pre­
tende ordenar, etc., pero no es 
descentralizar ni reconocer la 
legítima autonomía de las 19le­
sais particulares. En todo caso, 
lo que, con tales innovaciones 
se ha reconocido u otorgado ha 
de considerarse como funciones 
o actividades de propuesta o 
informe. Ciertamente su ejerci­
cio podrá influir en las decisio­
nes, pero no es menos cierto 
que el poder de decisión sigl'-~ 
estando en el centro, en la orga­
nización central de gobierno, y 
que las Iglesias particulares no 
gozan de competencias para or­
denarse de un modo singular. 
Desde este punto de vista, la 
situación en poco ha cambiado, 
de tal forma que éstas no dis-

las siglas ES. Cfr. DELGADO, La Curia 
Romana, El gobierno central de la Igle­
sia, Pamplona 1973. (De eminente apa­
rición). 

(49) Cfr., entre otros , SANCHEZ y 
SANCHEZ, Pablo VI y la reforma ... , cit., 
pp. 353·357; GORDON, De Curia Roma· 
na ... cit. , pp. 69 , 76, 78-80. 
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ponen de los resortes del poder 
necesarios para ir configurando 
ese patrimonio jurídico, doctri­
nal, litúrgico y espiritual propio. 

La creación, establecimiento 
y puesta en marcha del Sínodo 
de los obispos tampoco puede 
calificarse técnicamente como 
una manifestación descentraliza­
dora (50). Entre otros motivos 
porque no estamos ante un ór­
gano de gobierno, sino del 
«staff», ya que «por su natura­
leza pertenece al Sínodo de los 
obispos el informar y dar con­
sejos» (51). Incluso, en los su­
puestos en que puede gozar 
también de potestad deliberati­
va, por concesión del Romano 
Pontífice, no dejará de ser un 
órgano central. 

El problema de la descentra­
lización, entendida como técni-

(50) Cfr., entre otros, GORDON, De 
Curia Romana ... cit., pp. 68-69, 85-87; 
ANTON, Episcoporum Synodus: partes 
agens totius catholici Episcopatus, en 
«Periodica» 57 (1968), pp. 495-496. 

(51) Consto Apostolica sollicitudo, 
15.9.1965, 11 (AAS 57 [1965], p. 776); 
cfr., entre otros, ANTON, Episcoporum 
Synodus ... cit., pp. 524-526; COLELLA, 
Brevi osservazioni sul Sinodo dei Ves­
covi, en «11 diritto ecclesiastico» 80 
(1969), 1, p. 358; SOUTO, La función 

ca jurídica que sirva de cauce 
a la autonomía de las Iglesias 
locales, se debe plantear en otro 
terreno muy distinto. No basta 
con que se hayan abierto los 
anteriores cauces y otros más 
que podríamos haber menciona­
do. Su conveniencia se funda­
menta en criterios ajenos a la 
declaración de autonomía de las 
Iglesias particulares. Su existen­
cia es aconsejable, desde un 
punto de vista organizativo, tan­
to en un régimen centralizado 
como descentralizado, sin que, 
en modo alguno, sean factor de­
terminante de un régimen o de 
otro. 

Un paso importante respecto 
a la descentralización, aunque 
sólo sea un paso, puede verse 
contenido en los recientes mo­
tus proprios de Pablo VI por los 

de gobierno, en «Ius Canonicum., XI, 
22 (1971), p. 209. 

(52) Cfr. M. P. Pastorale munus. 
30.11.1963 (AAS 56 [1964], pp. 5-12); 
De Episcoporum muneribus, 15.6.1966 
(AAS 58 [1966]. pp. 467-472). 

(53) Cfr. la exposición de motivos 
de ambos textos legales. Asimismo 
BUIJS, Facultates et privilegia Episco­
porum concessa motu proprio "Pasto­
rale munus», Roma 1964; LEFEBVRE, 
Le motu proprio "Pastorale munus», 
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que se ampliaron las facultades 
de dispensa de los obispos dio­
cesanos (52). Ampliación que 
no responde a un criterio de 
fortalecimiento del poder perso­
nal de los obispos, sino a exi­
gencias ineludibles de la natu­
raleza de la función pastoral que 
han de desarrollar en sus dió­
cesis. Se trata, como explica 
el mismo legislador, de «facul­
tades que por derecho compe­
ten a los obiSpos residenciales». 
por lo que se reconoce su po­
testad (53). No estamos, pues, 
ante facultades o poderes pri­
maciales, ejercidos directamen­
te por el Papa o por medio de 
los dicasterios romanos que 
ahora, en atención a ciertas cir­
cunstancias, se delegan, en lo 
que a su ejercicio se refiere, en 
las personas de los obiSpos dio­
cesanos, sino que estamos en 

en «L'Année Canonique», 11 (1967), pp. 
111-121; BUIJS, De potestate Episcopo­
rum dispensandi, en .Periodica», 56 
(1967). pp. 597-640; LODOS VILLARINO, 
Los Obispos y la Sede Apostólica, en 
«La función pastoral de los Obispos., 
Salamanca 1967, pp. 81-124; DENIS, 
L'exercice du pouvoir de dispense des 
éveques diocésains depuis Vatican 11, 
en .L'Année Canonique», 13 (1969), pp. 
65-79; RIETMEIJER, Competencia del 
Obispo en materia de dispensas, en 
.Concilium», 48 (1969), pp. 259-273. 



PRINCIPIOS JURíDICOS DE ORGANIZACIÓN 

presencia de poderes propios y 
originarios de los obispos, en 
cuanto pastores de sus respec­
tivas Iglesias y que la Santa 
Sede reconoce como tales. Po­
deres centralizados en base a 
una serie de circunstancias que 
así lo aconsejaban y que ahora 
son reconocidos nuevamente co­
mo pertenecientes a los obispos 
y realizándose, por tanto, un fe­
nómeno descentralizador. Ahora 
bien, el que los obispos dioce­
sanos gocen de tales facultades 
de dispensa no es suficiente 
para que pueda afirmarse la 
existencia efectiva de un amplio 
reglmen descentralizado. Las 
posibilidades contenidas en la 
autonomía de las Iglesias loca­
les son de mayor extensión y 
amplitud. 

En efecto, la simple lectura 
de'l articulado de la consto Regi­
mini Ecc/esiae Universae nos 
permite advertir que, aun cuan­
do en el proceso de elaboración 
de las disposiciones tengan una 
cierta participación los obispos, 
las decisiones sobre la casi to­
talidad del contenido material 
de la actividad eclesiástica, en 

(54) Una demostración de tales afir­
maciones, con abundantes datos de 
todo tipo, puede verse en la exposi-

sus múltiples aspectos y face­
tas, son tomadas por la organi­
zación central. Los poderes de 
decisión están residenciados no 
en el gobierno diocesano, sino 
en la organización central. Prác­
ticamente no existe aspecto al­
guno que sucesivamente no 
vaya siendo objeto de regulación 
por los dicasterios romanos (54). 

En mi opinión, muchas de las 
competencias actualmente resi­
denciadas en la organización 
central deberían ser transferi­
das a las respectivas Iglesias 
locales, puesto que originaria­
mente a ellas les pertenecen. 
La organización central ejerce­
ría, sobre todo, funciones de im­
pulso, coordinación y control 
(55). Particularmente las últi­
mas, en base a garantizar y ase­
gurar la unidad. La planificación 
y ordenación de la vida dioce­
sana debe estar en manos de 
las propias Iglesias. Para ello 
habrán de disponer de verdade­
ras facultades decisorias. 

El afianzamiento y puesta en 
marcha de los principios enun­
ciados necesariamente ha de ser 

ción del contenido y significado de la 
competencia de cada uno de los dis­
tintos departamentos administrativos 
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difícil. Tropieza, por una parte, 
con una especie de incompren­
sión de amplios sectores de las 
propias Iglesias, desacostumbra­
das a regirse por sí mismas y 
a sí mismas. Por otra, el flaco 
servicio que le prestan actitu­
des, falsamente eclesiales, fuen­
te permanente de desórdenes, 
arbitrariedades e injusticias, en 
ciertos casos. En general, por 
diferentes motivos, las Iglesias 
locales se encuentran escasa­
mente preparadas para intentar 
tal experiencia. 

Ahora bien, ello no significa 
que se deba continuar, de modo 
permanente, en la situación ac­
tual. Ello justifica que el reco­
nocimiento de tales competen­
cias ha de hacerse lenta y pro­
gresivamente. Ello está exigien­
do su puesta en marcha, susci­
tada desde arriba, superando 
una especie de gran descon­
fianza, en ciertos casos no sin 
razón, hacia todo aumento de 
facultades decisorias fuera de 
la organización central. Si se 
quiere habrá que controlar des­
de arriba la andadura, pero, en 
cualquier caso, es preciso ¡ni-

centrales; cfr. DELGADO, La Curia Ro­
mana, El gobierno central ... cit. 

(55) Ibidem. 
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ciar el camino. Se trata de una 
decisión prudencial, pero deci­
sión. 

Tal autonomía no debe enten­
derse solamente como una si­
tuación o posición de los órga­
nos diocesanos, esgrimida fren­
te a la organización central, 
sino como «i1 campo di attivita 
propria della chiesa particolare 
-nella sua accezione piena di 
organizzazione e di comunita­
in rapporto alla struttura totale 
della Chiesa" (56). Ha sido el 
propio Concilio Vaticano 11 quien 
ha puesto de relieve la impo­
sibilidad de seguir identificando 
la figura del obispo con la pro­
pia Iglesia particular. Por este 
motivo, cuando se habla de 
autonomía de las Iglesias loca­
les no debemos entenderla co­
mo independencia del obispo 
frente al Papa y a la organiza­
ción central. Se trata de la auto­
nomía de la Iglesia particular 
en su totalidad (57). 

Desde esta perspectiva, como 
ha puesto de relieve Souto (58), 

(56) SOUTO, Autonormazione ... cit., 
p. 553. 

(57) Sobre el concepto de Iglesia 
particular, cfr .• entre otros, DE ECHE­
VERRIA, Diócesis, iglesia particular. en 

no aparece como un remedio 
de posibles conflictos de com­
petencias personales (Papa -
Obispo). la autonomía ha de 
verse en el cuadro de la Iglesia 
local en su totalidad, en la que 
convergen diversas estructuras. 
Al obispo, en cuanto que osten­
ta la capitalidad diocesana, le 
corresponderá dirigir el ejerci­
cio de tales facultades, pero, en 
modo alguno, debe absorber di­
cho ejercicio. Se ha de operar 
un fenómeno de desconcentra­
ción de las funciones diocesa­
nas, atribuyéndolas a diferentes 
órganos que las ejercerán con 
plena responsabilidad_ 

c) El control de tutela y /a eje­
cutividad de las decisiones 

Estamos ante otro de los fac­
tores determinantes de un régi­
men de centralización o descen­
tralización, fiel reflejo del grado 
de autonomía real de que gozan 
los entes jurídicos afectados. 
Es decir, nos muestra en qué 
medida las decisiones adopta-

«La función pastoral de los Obispos». 
Salamanca 1967, pp. 125-142; SOUTO, 
Estructura iurídica ... cit.; cfr. la biblio­
grafía citada a pie de página por am­
bos autores. 
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das en el ejercIcIo de sus pro­
pias competencias son hechas 
realidad. Dicho control condicio­
na, según el alcance o intensi­
dad con que se ejerza, la vigen­
cia real de la autonomía. 

la necesidad de la existencia 
y vigencia de un poder de con­
trol de los actos de las Iglesias 
particulares viene claramente 
exigido por el hecho de hacer 
sincronizar los intereses gene­
rales y particulares. Tal poder 
de control es consubstancial a 
la misma autonomía y a un régi­
men descentralizado como téc­
nica jurídica que la encauce y 
haga viable. Su exigibilidad es 
particularmente manifiesta en 
la organización eclesiástica. 

En efecto, como consecuencia 
de la propia estructura consti­
tucional de la Iglesia universal, 
en la que está integrada la Igle­
sia particular, la autonomía de 
esta última necesariamente de­
berá circunscribirse dentro de 
ciertos límites, dada la utilitas 
Ecclesiae ve/ fide/ium (59). El 

(58) Cfr. nota 56. 
(59) «Haee potestas qua. nomine 

Christi personaliter funguntur.est pro­
pria, ordinaria et immediata. Iicet a su­
prema Eeclesiae auctoritate exereitium 



PRINCIPIOS JURÍDICOS DE ORGANIZACIÓN 

fundamento de estos límites a 
la autonomía de las Iglesias lo­
cales radica en el principio cons­
titutivode la unidad de la Igle­
sia universal como expresión de 
la comunión de todas las Igle­
sias particulares (60). Es decir, 
que la pluralidad y diversidad 
manifestada en dichas Iglesias, 
ha de compaginarse con la uni­
dad. Esto es, «quedando a salvo 
la unidad de la fe y la única 
constitución divina de la Iglesia 
universal», como dice el Con­
cilio (61). 

La necesidad imperiosa e 
ineludible de mantener perma­
nentemente tal unidad, finalidad 
suprema del mismo Primado 
(62), fundamenta, entre otras 
cosas, el que la Iglesia universal 
a través de sus órganos ejerza 
una tutela sobre las Iglesias 
locales. El ejercicio del llamado 
poder de control de tutela se 
manifiesta como una técnica ju­
rídica concreta mediante la cual 

eiusdem ultimatim regatur et certis Ií­
mitibus, intuitu utilitatis Ecclesiae vel 
fidelium, circumscribi possit», Lumen 
Gentium, n. 27. 

(60) Cfr. SOUTO, Autonormazione ... , 
cit., p. 552. A este respecto, el Conci­
lio Vaticano If ha dicho: «Divina autem 
Providentia factum est ut variae variis 
in locis ab Apostolis eorumque succes-

se trata de conseguir y asegu­
rar dicha unidad. Vamos, pues, 
a tratar de configurar brevemen­
te el contenido de este control, 
de forma que sirviendo a la uni­
dad, no sea obstáculo de la 
legítima pluralidad. 

Con anterioridad a dicho in­
tento, quizás convenga poner de 
relieve, una vez más, la conve­
niencia de que los departamen­
tos administrativos centrales 
ejerzan preferentemente funcio­
nes con significación de control. 
Es decir, en vez de dedicar gran 
parte de sus esfuerzos a regu­
lar aspectos y materias propias 
de las Iglesias locales, deberían 
intensificar la acción de vigilan­
cia y control de tutela, con to­
das las consecuencias que ello 
conlleva, a fin de garantizar la 
unidad. 

Al intentar configurar el con­
tenido de dicho control es pre­
ciso poner de relieve que, en 

lSoribus institutae Ecclesiae decursu 
temporum in piures coaluerint coetus, 
organice coniunctos, qui, salva fidei 
unitate et unica divina constitutione 
universalis Ecclesiae, gaudent propria 
disciplina, proprio liturgico usu, theolo­
gico spiritualique patrimonio... Quae 
Ecclesiarum localium in unum conspi­
rans varietas indivisae Ecclesiae catho-
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la Iglesia, éste abarca o ha de 
extenderse, preferentemente, a 
circunstancias, aspectos, mati­
ces, realidades, etc., difícilmen­
te reconducibles a lo que por 
control de la legalidad se entien­
de en la ciencia jurídica. Aspec­
tos cuyo control se hace par­
ticularmente necesario, puesto 
que tiene como objeto salva­
guardar y garantizar puntos bá­
sicos de la única constitución 
divina de la Iglesia. Me refiero 
a todo aquello que, de alguna 
manera, puede oponerse o poner 
en peligro la unidad de fe y 
comunión. La salvaguardia de 
estos extremos, por una parte, 
escapa a cualquier intento de 
concreción de los mismos en 
los siempre fríos y abstractos 
términos de unas normas jurí­
dicas y, por otra, se extiende o 
puede comprender cualquier 
tipo de actividad desplegada en 
la Iglesia. 

Este tipo de control viene 

licitatem loculentius demonstrant», Lu­
men Gentium, n. 23. 

(61) Ibidem. 
(62) «Ut yero Episcopatus ipse unus 

et indivisus esset, beatum Petrum ce­
teris Apostolis praeposuit in ipsoque 
instituit perpetuum ac visibile unitatis 
fidei et communionis principium et fun­
damentum», Lumen Gentium, n. 18. 
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atribuido al departamento para 
la doctrina de la fe, como fun­
ción propia y específica del mis­
mo (REU, arts. 31, 36 Y 54) y, 
en último término, al propio Ro­
mano Pontífice, principio y fun­
damento, perpetuo y visible, de 
la unidad de fe y comunión (63). 

Ahora bien, supuesto el con­
trol y vigilancia de tales aspec­
tos, es preciso reconocer que 
existen otras muchas realidades, 
actividades, conductas, etc., sus­
ceptibles de regulación jurídica 
y que, en principio, no implican 
o conllevan el riesgo de ruptura 
de la unidad de fe y de comu­
nión. En cualquier caso, son mu­
chos los aspectos en la vida de 
la Iglesia ordenados mediante 
unas normas jurídicas. En mi 
opinión, bastará con una legis­
lación fundamental y su poste­
rior desarrollo mediante normas 

(63) Ibidem; cfr. DELGADO, La Cu­
ria romana. El gobierno central ... , cit., 

(64) Un ejemplo al respecto podría 
verse en la norma en virtud de la cual 
«las decisiones de la Conferencia de 
los Obispos, si han sido legítimamente 
tomadas y por dos tercios al menos 
de los votos de los Prelados que per­
tenecen a la Conferencia con voto de­
liberativo, y reconocidas por la Sede 
Apostólica, tendrían fuerza de obligar 
jurídicamente sólo en aquellos casos 
en los que o el derecho común lo pres-

generales, en las que se mar­
quen las grandes directrices, 
criterios, principios, etc. El res­
to, en un régimen de descen­
tralización, corresponderá a la 
actividad de las respectivas 
organizaciones diocesanas. Se­
rían éstas, bajo la dirección del 
obispo diocesano, quienes orde­
nasen la actividad eclesiástica 
en sus múltiples facetas, respe­
tando siempre ese núcleo nor­
mativo básico, como garantía 
segura del servicio a los fines 
eclesiales. 

En este contexto, la organi­
zación central tendría funciones 
de control de tutela con respec­
to a las actividades de las orga­
nizaciones diocesanas. Pero, 
¿cuál sería el contenido de 
dicho control? En mi opinión, 
serían contrarias a la descen­
tralización aquellas técnicas de 

cribiese o lo estatuyere un mandato 
peculiar de la Sede Apostólica, dado 
motu proprio o a petición de la misma 
Conferencia», Decreto Christus Domi­
nus, n. 38, 4. Cfr. MANZANARES MA­
RIJUAN, Liturgia y descentralización en 
el Concilio Vaticano 11. Las Conferen­
cias episcopales eje de la reforma li­
túrgica conciliar, Roma 1970, pp. 232-
251. 

(65) Aquí, como es obvio, no habla­
mos de jerarquía en sentido canónico 
(hierarchia) que evidentemente existe, 
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control que supongan de hecho 
una especie de reserva de la 
decisión a favor de la organiza-, 
ción central (64). Asimismo lo 
serían también todas aquellas 
que entrañan una relación jerár­
quica (65), como puede ocurrir 
en múltiples supuestos de auto­
rizaciones, aprobaciones, notifi­
caciones previas, etc., puesto 
que, en el fondo, la organización 
central goza de un poder, hasta 
cierto punto, de sustitución de 
la decisión. 

Las facultades de control, si 
se quiere salvar la autonomía 
de los entes jurídicos controla­
dos, han de recaer sobre aspec­
tos vinculantes tanto para el 
ente controlado como para el 
controlante. En este tipo de con­
trol no cabe discrecionalidad 
alguna, ni inmiscuirse en los po­
deres de decisión del ente con-

por constitución divina, entre el Roma­
no Pontífice y el Obispo diocesano, 
sino de lo que en Derecho de la orga­
nización se llama «relación jerárquica», 
a saber: la ordenación de los distintos 
órganos dentro de un mismo ente jurí­
dico, en virtud de la cual, a través de 
una serie de relaciones de subordina­
ción, se hallan sometidos a quien se 
encuentra en el vértice de la organiza­
ción de que se trate. 
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trolado que han de quedar intac­
tos. Tiene por objeto constatar 
la observancia de la legalidad 
establecida. 

Es decir, las funciones de 
control de tutela que se atribu­
yan a la organización central de 
la Iglesia sobre determinados 
actos de los órganos de entes 
jurídicos inferiores tendrán por 
objeto comprobar si en ellos se 
ha observado la legalidad esta­
blecida -realidad vinculante 
para ambos-o En caso afirma­
tivo deberá otorgarse la apro­
bación, aun cuando, en principio, 
el órgano central estime que 
sería más conveniente que la 
decisión adoptase otro tenor. Lo 
que no cabe por esta vía -repi­
to, si se desea establecer un 
régimen descentralizado- es 
imponer un determinado sentido 
u orientación a las decisiones 
o sustituir el poder de decisión. 
En tal caso -situación bastante 
frecuente-, los poderes de 
control incidirían no sólo sobre 
la legalidad de los actos, sino 

(66) Cfr. GARCIA TREVIJANO, Auto· 
nomía municipal: aprobaciones y pro· 
cedimientos bifásicos en el ordena­
miento español, en «Revista de Dere­
cho privado», 30 (1966). pp. 750, 774, 

también sobre lo que se ha da­
do en llamar oportunidad de los 
mismos (66), disminuyendo no­
tablemente los poderes deciso­
rios de los órganos de los entes 
jurídicos autónomos. 

Concretando aún más nuestro 
pensamiento, entiendo que las 
Iglesias particulares, a través 
de sus órganos, podrían y debe­
rían ejercer sus competencias 
de tal forma que la decisión 
sobre los actos, objeto de la 
misma, no dependa ni sea con­
dicionada o sustituida por inter­
venciones de la organización 
central mediante el ejercicio de 
poderes de control de tutela. 
Tales controles son necesarios 
a fin de asegurar que la activi­
dad desplegada por las Iglesias 
locales se acomode a lo dis­
puesto por el legislador que es 
quien, en último caso, define los 
intereses generales. Evidente­
mente no es preciso controlar 
todos y cada uno de los actos; 
pero, en cualquier caso, se ha 
de circunscribir únicamente al 

775; ARIÑO ORTIZ, Realidad y dogmá­
tica ... cit., pp. 225 Y ss. 

(67) Una exposición del recurso en 
general y más concretamente del re­
curso jerárquico puede verse en DEL­
GADO, Desconcentración orgánica y 
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control de la legalidad, salvo 
que esté en peligro la unidad 
de fe y comunión en cuyo caso 
el control no debe tener otro 
límite que la fidelidad a la pro­
pia constitución divina de la 
Iglesia. 

d) La existencia de recursos 
jerárquicos 

El C. 1601 reconoce la exis­
tencia de una garantía jurídica 
frente a los actos de los Ordi­
narios, a saber: la interposición 
del consiguiente recurso ante 
las Congregaciones romanas 
(67). Recurso que encuentra su 
fundamentación en la ordena­
ción jerárquica que adopta la 
organización administrativa de 
la Iglesia. Esto es, en el régimen 
jurídico vigente, los diferentes 
órganos administrativos están 
ordenados entre sí de tal forma 
que, a través de unas relaciones 
de subordinación, se hallan so­
metidos al órgano superior y, 
en último término, al que se 
encuentra en el vértice mismo 

potestad vicaria, Pamplona 1971, pp. 
216-230 Y Los recursos administrativos 
canónicos, en «Atti del Congresso In­
ternazionale di Diritto Canonico. La 
Chiesa dopo il Concilio», 11, 1, Comu­
nicazioni, Milano 1972, pp. 517-528. 
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de la organizaclOn. Se basa, 
pues, dicho recurso en la llama­
da jerarquía administrativa (68)· 

En virtud de dicho recurso, 
los órganos centrales, conside­
rados jerárquicamente superio­
res de los de las Iglesias par­
ticulares, gozan de facultades 
de revisión de los actos que se 
impugnan. Facultades que no se 
limitan exclusivamente a un 
control de la legalidad, anulan-

do, si procede, el acto, pero sin 
sustituirlo por otro. Dicho re­
curso hace que el superior je­
rárquico revise el acto impug­
nado, atendiendo a los aspectos 
de legalidad y oportunidad; pue­
de emitir una nueva resolución 
que sustituya la del inferior, etc. 

Ante este régimen jurídico de­
bemos preguntarnos si supone 
o no una situación contraria a 
la descentralización. Desde un 
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punto de vista estrictamente 
dogmático, la descentralización 
excluye el sistema de recursos 
técnicamente llamados de alza­
da (69), como es obvio. Por este 
motivo, la existencia de tales 
recursos manifiesta, al menos, 
la renuncia a implantar otro de 
los factores determinantes de 
un régimen de descentraliza­
ción, como técnica que encauce 
la autonomía de las Iglesias 
locales. 

11. PRINCIPIO DE DESCONCENTRACION ORGANICA 
DE FUNCIONES 

1 . La vicariedad como técnica 
de transmisión de funciones 

La vicariedad como técnica de 
transmisión de funciones, con 
carácter estable y permanente, 
a nuestro juicio, no es una cons­
trucción jurídica original de los 
canonistas, surgida en base a 

(68) Cfr., entre otros, COUL Y, Le 
recours administratif en droit canoni· 
que, en -Le canoniste», 46 (1924), pp. 
455·458; MC CLUNN, Administrative re­
course, Washington 1946; EGUREN, De 

una reflexión jurídica de los 
datos teológicos. Se trata, más 
bien, de una conceptualización 
común del fenómeno organizati­
vo de la sociedad civil, vigente, 
con ciertas modalidades, duran­
te el Antiguo Régimen. 

«En la concepción personalis-

recursu a precepto Praelati, en -Revis­
ta española de Derecho canónico», 15 
(1960), pp. 33-53; NOUBEL, Les recours 
administratifs dans le Code de Droit 
Canonique, en «Revue de Droit cano-

ta del poder, propia del Antiguo 
Régimen, el otro es el Rey, titu­
lar absoluto y supremo del poder 
temporal; el que ejerce una fun­
ción pública -o una parcela del 
poder- es el oficial. Las fun­
ciones públicas son funciones 
personales del Rey y, por ello, 

nique», 10 (1960), pp. 97-140; 11 (1961), 
pp. 97-11 Y 227-243. 

(69) Cfr., entre otros, GARRIDO FA­
LLA, Régimen de impugnación de los 
actos administrativos, Madrid 1956; 
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quien las ejerza con título legí­
timo actuará necesariamente en 
nombre del Rey: el oficial es, 
así, un alter ego del Rey» (70). 
Dicha consideración de las fun­
ciones públicas como propiedad 
privada del Rey y la relación 
personal que liga a éste y a los 
que las ejercen en su nombre 
va a originar una visión patri­
monial y privatizada de los ofi­
cios públicos (71). 

"Una evolución similar, aun­
que sin llegar a consecuencias 

GONZALEZ PEREZ, Los recursos admi­
nistrativos, Madrid 1960; GARCIA TRE­
VIJANO, Autonomía municipal... cit., 
pp. 749 Y ss. 

Desde otros puntos de vista, tam­
bién sería aconsejable un cambio en el 
régimen jurídico del 'recurso jerárqui­
co, tal como en la actualidad viene con­
figurado, con carácter general, por el 
c. 1601. Cfr., al respecto, DELGADO, 
La actividad de la Signatura Apostóli­
ca en su Sección segunda, en «Ius 
Canonicum», XII, 23 (1972). pp. 70-71. 

Evidentemente el establecimiento de 
un régimen jurídico de los recursos ad­
ministrativos, distinto del vigente, no 
supondría, en ningún caso, negar la po­
sibilidad, reconocida por el c. 1569 § 1, 
de que «cualquier fiel en todo el orbe 
católi·co» puede «llevar o introducir an­
te la Santa Sede una causa para que 
la juzgue, sea contenciosa o criminal, 
en cualquier grado del juicio y cual­
quiera que sea el estado del pleito». Es 
decir, todo fiel puede acudir al Roma-

tan extremas, ocurre en el ám­
bito eclesiástico. El oficio ex­
presa una función eclesiástica 
ejercida en nombre ajeno: con­
cretamente, en nombre del Papa 
o de un obispo. El complejo de 
oficios constituidos es el resul­
tado de un Simple reparto de 
trabajo, con la finalidad de 
cooperar en la función propia 
del Papa o de un obispo» (72). 

La idea de actuación de inte­
reses y funciones ajenas se 
reflejará con especial intensidad 

no Pontífice en demanda o petición de 
justicia, aun cuando no observe la or­
denación jurídica de recursos estable­
cida. 

(70) SOUTO, La noción canónica de 
oficio, Pamplona 1971, pp. 318-319. 

(71) Cfr., entre otros, TOMAS Y VA­
LIENTE, Origen bajo medieval de la pa­
trimonialización y enajenación de ofi­
cios públicos en Castilla, en «Actas del 
I Symposium de Historia de la Adminis­
tración», Madrid 1970, pp. 123-159; Dos 
casos de incorporación de oficios pú­
blicos a la Corona en 1793 y 1800, en 
«Actas del 11 Symposium Historia de la 
Administración», Madrid 1971, pp. 364-
392; LALlNDE ABADlA, Los me(¡;~ 

personales de gestión y su delimita­
ción conceptual, en «Actas del 11 Sym­
posium... cit.», pp. 29-36; MARTINEZ 
DIEZ, Los oficios públicos: de las Par­
tidas a los Reyes Católicos, en «Actas 
del 11 Symposium ... cit.», pp. 125-196. 

Una perspectiva más general sobre 
el tema puede verse, entre otros, en 
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en la figura del oficio vicario 
(73). En un principio el vicario 
es la persona que ejerce deter­
minadas funciones del obispo, 
en ausencia de éste. Tal función 
transitoria, en una evolución 
posterior, adquiere caracteres 
de mayor estabilidad al consti­
tuirse el oficio de vicario, como 
colaborador permanente del 
obispo. El oficio de vicario apa­
rece cooperando, con el obispo 
y en su nombre, en el gobierno 
de la diócesis (74). 

BARRACLOUGH, Mediaeval Germany 
Oxford 1961; BLOCH, La Societé féoda­
le. Les c/asses et le gouvernement des 
hommes, Paris 1949; GANSHOF, El feu­
dalismo, Barcelona 1963; ULLMANN, 
PrincipIes of Governement and Politics 
in the Middle Ages, London 1966. 

(72) SOUTO, La noción ... cit., p. 321. 
(73) Inicialmente tal concepción se 

apliCÓ a la figura del Vicario General, 
pasando posteriormente a configurar 
cualquier oficio, excepto el del Roma­
no Pontífice y Obispo diocesano. En 
efecto, en la actualidad los dicasterios 
romanos y los oficios diocesanos se 
tipifican como oficios vicarios. 

Una exposición detallada del oficio 
vicario, entendido como aquel que «ge­
rit vices alterius», puede verse en DEL­
GADO, Desconcentración orgánica ... 
cit., pp. 9-26. 

(74) Cfr. FOURNIER, Encare un mot 
sur les origines du Vicaire Genéral, en 
«Le Canon», 46 (1924). pp. 208-216; 
L'origine du Vicaire Genéral et des 
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A este importante dato (oficio 
estable) vendrá a sumarse el no 
menos importante de la solución 
dada a la polémica en torno a 
la naturaleza de la potestad del 
oficio vicario (75). Precisamente 
atendiendo a la propia evolución 
del oficio vicario (función tran­
sitoria-función permanente), se 
va a diferenciar claramente del 
delegado -actúa de forma tran­
sitoria-. «Lo más decisivo de 
esta aportación será la califica­
ción de la potestad ordinaria 
como potestad aneja a un oficio, 
que asume, así, el carácter de 
técnica de transmisión de fun­
ciones con carácter estable y 
permanente; en esto se va a 
diferenciar, precisamente, de la 
ca~~~i6-íj) que se utiliza para 
transmitir funciones con carác­
ter transitorio» (76). 

Sin embargo, es preciso reco­
nocer, en mi opinión, que la vica­
riedad -técnica habitual de 
transmisión de funciones en la 
organización eclesiástica- se 

autres membres de la Curie diocésai­
ne, Paris 1940. 

(75) Una exposición de la misma 
en DELGADO, Desconcentración orgá­
nica ... cit., pp. 9-20. 

(76) SOUTO, La noción... cit., p. 
324. «La potestad vicaria, así delineada, 
va a constituirse en el precedente del 

mueve todavía en una concep­
ción personalista del poder. Esta 
especie de lastre se refleja en 
las características especiales 
que configuran el fenómeno des­
concentrador de funciones en la 
organizaclOn eclesiástica. Va­
mos a intentar su tipificación 
mediante la afirmación de algu­
no de sus rasgos más significa­
tivos. 

El oficio vicario, aun cuando 
se dice que su potestad es ordi­
naria (aneja a un oficia), sigue 
considerándose, en el fondo, 
como un puro instrumento me­
diante el cual el oficio capital 
(Romano Pontífice u Obispo dio­
cesano) ejerce sus funciones. 
En efecto, el oficio vicaria, crea­
do por el derecho, se ve bas­
tante limitado, en cuanto al con­
tenido material de su competen­
cia, en base, precisamente a la 
idea de que los poderes son pro­
pios y personales del oficio 
capital, más concretamente del 
Romano Pontífice y del Obispo. 

moderno proceso de desconcentración 
de funciones al habilitar una fórmula 
que permite distribuir funciones, radi­
cadas originariamente en un oficio, me­
diante una técnica distinta de la dele­
gación, y consistente en la creación de 
una pluralidad de oficios que ejercen 
funciones en nombre ajeno, pero con 
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Tal punto de vista se refleja, 
en primer lugar, al tipificar la 
competencia del oficio vicario 
como idéntica a la del oficio 
capital. Es decir, en principio se 
considera que puede conocer 
sobre las mismas materias que 
el obispo, por ejemplo. Ello obe­
dece a que se piensa en una 
persona que hace sus veces, 
obra en su nombre, es un puro 
instrumento al servIcIo del 
obispo. Es más, cuando el mis­
mo derecho, al configurar la 
figura del vicario, establece 
ciertas limitaciones al anterior 
principio general, se está mo­
viendo también en un contexto 
personalista del poder al exigir, 
en determinados casos, un man­
dato especial del obispo. Por 
último, el hecho de que el titu­
lar del oficio capital pueda, tan­
to al nombrar el titular del oficio 
vicario como en cualquier otro 
momento, disminuir el conteni­
do de las facultades atribuidas 
al oficio vicario, sin límite legal 

carácter estable». Ibidem, nota n. 18, 
p. 324. Cfr. al respecto, GARCIA DE 
ENTERRIA, La organización y sus agen­
tes: revisión de estructuras, en «La 
Administración española», Madrid 1961, 
pp. 178-201 Y la bibliografía citada a pie 
de página. 
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alguno, demuestra hasta qué 
punto la concepción personalis­
ta del poder sigue estando 
vigente (77). 

Otro aspecto a considerar, 
dentro del contexto en que nos 
movemos, se refiere a la nece­
sidad de que el oficio vicario, 
al emanar sus actos, ha de con­
tar con el parecer del oficio 
capital. Dependencia que, con 
respecto a los oficios vicarios 
centrales (78), se concreta en 
el conocido arto 136 de la Consto 
Regimini Ecc/esiae Universae 
según el cual «en todas y cada 
una de las mencionadas Congre­
gaciones, así como en los de­
más Dicasterios, téngase en 
cuenta y solemnemente esto: 
que nada grave y extraordinario 
se haga si antes no fuere comu­
nicado por sus Moderadores al 
Sumo Pontífice. Más aún, las 
decisiones necesitan de alguna 

(77) Una exposición detallada sobre 
el particular, con abundantes datos de 
la doctrina canónica, referida al Vica­
rio General, en DELGADO, Desconcen­
tración orgánica .. . cit., pp. 32-50. 

(78) La tipificación de los llamados 
dicasterios de la Curia Romana en ba­
se a la vicariedad es unánime en la 
doctrina canónica. Cfr., al respecto, 
DELGADO, La Curia Romana. El gobier­
no central... cit. 

forma la aprobación pontificia, 
salvo en aquellos asuntos para 
los que se han atribuido espe­
ciales facultades ... » (79). 

Tal panorama de circunstan­
cias configura a la potestad 
vicaria con caracteres especia­
les, diferentes de los habitual­
mente vigentes en otros proce­
sos organizativos. En efecto, no 
implica una gradación vertical 
del poder, ni supone tampoco 
una disminución de la compe­
tencia del oficio capital de la 
que participa. La desconcentra­
ción de funciones, operada a 
través de la vicariedad, atribuye 
al oficio que se establece una 
competencia que ni es distinta 
ni exclusiva con respecto a la 
del oficio capital. La competen­
cia de este último permanece 
íntegra (80). 

Todavía podemos, para termi-

(79) La concreción de la relación de 
dependencia y subordinación de los ofi­
cios vicarios diocesanos al obispo, 
asume términos parecidos a los ex­
puestos con respecto a los dicaste­
rios romanos. Cfr. DELGADO, Descon­
centración orgánica ... cit., pp. 60-63. 

(80) Cfr. SOUTO, Los cooperadores 
del Obispo diocesano, en «La función 
pastoral de los obispos», Salamanca 

127 

nar esta breve semblanza de la 
vicariedad como técnica organi­
zativa, enumerar otras caracte­
rísticas de la misma, revelado­
ras de la idea básica al res­
pecto: la concepción persona­
lista del poder. Los actos pues­
tos por el oficio vicario se consi­
deran como actos del oficio ca­
pital, en cuyo nombre han sido 
emanados, gozando, por tanto, 
de sus mismas prerrogativas. Tal 
imputabilidad plantea especiales 
problemas a efectos de impug­
nación y re!sponsabilidad deri­
vada de los mismos {81). 

2. La desconcentración orgáni. 
ca de funciones 

a) Consideraciones previas 

La sustitución de la visión o 
concepción personalista por la 
orgánica, recientemente puesta 
de relieve (82), ha insistido en 

1967, p. 270; DELGADO, Desconcentra­
ción orgánica ... cit., pp. 23-26. 

(81) Cfr. DELGADO, Desconcentra­
ción orgánica ... cit., pp. 65-71. 

(82) HERVADA-LOMBARDIA, El De­
recho del pueblo de Dios. l. Introduc­
ción. La constitución de la Iglesia, 
Pamplona 1970, pp. 329 Y ss.; HERVA­
DA, Estructura y principios constitu· 
cionales del gobierno central, en -Ius 
Canonicum», XI, 22 (1971), pp. 25-31. 



128 

la dimensión institucional de la 
Iglesia (83) poniendo de mani­
fiesto la existencia de una es­
tructura jurídica fundamental. 
determinada por el mismo Cris­
to. En dicha estructura jurídica 
fundamental están determinados 
los órganos de gobierno «consti­
tucionales» de la Iglesia, a sa­
ber: el Romano Pontífice a nivel 
universal y los Obispos dioce­
sanos a nivel local o particular. 
A cada uno de estos órganos se 
les atribuye, en su propio ámbi­
to, la plenitud de las funciones, 
dando origen de este modo a la 
implantación del sistema de uni­
dad de poder jurídico (legisla­
tivo, ejecutivo y judicial). 

Esto supuesto, el problema se 
centra en saber si, aun mante­
niendo el sistema de concentra­
ción de poderes sin tener que 
optar necesariamente por el de 
separación, vigente en las orga­
nizaciones estatales, se puede 
arbitrar un conjunto de técnicas 

(83) Cfr. BERTRAMS, De constitu­
tione Ecc/esiae simul charismatica et 
institutionali, en .Periodica», 57 (1968), 
pp. 281-330. 

(84) Sobre el particular, cfr. SO U­
TO, La función ... cit. pp. 180 Y SS.; 

No obstante, es preciso reconocer que 
una serie de circunstancias -su aná­
lisis nos llevaría demasiado lejos del 

y procedimientos que garanticen 
una acción de gobierno justa, 
junto con el respeto y adecuada 
protección jurídica a los destina­
tarios del ejercicio del poder. Sin 
embargo, conviene hacer una ob­
servación al sistema de concen­
tración de poderes, vigente en 
la organización eclesiástica, de 
alto interés ejemplificador_ 

En efecto, la organización judi­
cial ha gozado y goza de una 
clara y manifiesta independen­
cia, en el ejercicio de su compe­
tencia, respecto de los órganos 
a quienes originaria y concentra­
damente viene atribuido dicho 
poder, a saber: Romano Pontífice 
y Obispo diocesano_ Los actos 
-sentencias- de los tribunales 
eclesiásticos no necesitan de la 
aprobación de dichos órganos, ni 
éstos invaden el ejercicio de la 
competencia que les viene atri­
buida. Es más, las cuestiones 
avocadas por el Papa son remi­
tidas a los tribunales correspon-

propósito de este trabajo- facilitaron 
enormemente la regulaCión jurídica del 
ejercicio de la función judicial. Circuns­
tancias que evidentemente no se die­
ron con respecto a la función de go­
bierno. 

Asimismo conviene no olvidar que 
tal independencia de los órganos judi­
ciales respecto a los órganos a quie-
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dientes para su conocimiento y 
decisión. Dicho régimen jurídico 
de los órganos judiciales, a dife­
rencia de lo que ocurre con los 
ejecutivos, ha permitido que el 
ejercicio de la función judicial 
eclesiástica. adoptando determi­
nadas técnicas jurídicas, haya 
llegado a un notable desarrollo 
científico, dando lugar, incluso, 
a una rama autónoma como es 
el Derecho procesal canónico 
(84). 

Interesa destacar que ello ha 
sido posible, no estando vigente 
el sistema de separación de po­
deres, sino el de concentración. 
Luego, la raíz del problema no 
reside en la unidad del poder 
eclesiástico_ ¿Por qué no se 
adopta una solución semejante 
respecto al ejercicio del llamado 
poder ejecutivo? Esto es, si, su­
puesta la unidad de la potestad 
eclesiástica. ha sido posible. me­
diante una efectiva ' desconcen-­
tración de la función judicial, la 

nes originariamente viene atribuida la 
función judicial, ha supuesto y supone 
el reconocimiento explícito del derecho 
del Romano Pontífice y del Obispo dio­
cesano a reservarse determinadas cau­
sas (ce. 1557-1558) y a, en cualquier 
momento, avocar, a su personal cono­
cimiento y decisión, otras (c. 1557, § 3). 
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regulación jurídica de ésta, sin 
menoscabo de dicha unidad, ¿por 
qué no arbitrar un sistema que 
permita llegar a la regulación 
jurídica de la función de gobier­
no? 

Se puede objetar que ya se 
ha operado una desconcentra­
ción orgánica de funciones, a 
través de la vicariedad. Sin em­
bargo, no es menos cierto que 
dicha técnica no reviste los mis­
mos caracteres cuando se refie­
re a la función judicial y a la 
función de gobierno. Asimismo 
tampoco puede negarse que el 
ejercicio de la función de go­
bierno, poniendo en juego la téc­
nica de la vicariedad (expuesta 
en el apartado anterior), no se 
halla regulado en su totalidad, 
olvidando, en gran parte, las ga­
rantías jurídicas de los destina­
tarios de dicha función. La pro­
blemática que se plantea puede, 
en mi opinión, superarse si, man­
teniendo la unidad de poder (con­
centración), se opta por la des­
cencentración orgánica como 

(85) Un estudio de la desconcentra­
ción, como principio organizativo, tal 
como se entiende en las organizacio­
nes estatales, con abundante bibliogra­
fía, puede verse en DE LA VALLlNA y 
VELARDE, Transferencia de funciones 
.. . cit., pp. 23-86. 

técnica para ejercer la función 
de gobierno. A la configuración 
técnica de este fenómeno dedi­
caremos el apartado siguiente. 

b) Tipificación de la descon-, 
centración orgánica 

La desconcentración, como 
principio organizativo (85), con­
siste en la creación de diversos 
órganos -con una competencia 
previamente delimitada- que 
compartan la titularidad de la 
función de gobierno. Es decir, 
salvando la capitalidad del pri­
mado y del episcopado (en virtud 
de ella les corresponde la presi­
dencia, la dirección, el ser cabe­
za, principio y fundamento, etc., 
del gobierno universal o dioce­
sano), el resto de las funciones 
que integran el conten ido de la 
función de gobierno no tiene que 
ser necesariamente absorbido 
por ellos. Puede ser ejercido de 
acuerdo con diferentes técnicas 
y procedimientos, distintos en 
diversos momentos históricos. 

(86) Cfr., al respecto , HERVADA, 
Estructura y principios constitucionales 
del gobieroo ce'ntral .. . , cit. ; El Romano 
Pontífice, en «El Proyecto de Ley fun­
damental de la Iglesia. Texto bilingüe 
y análisis crítico-, Pamplona 1971, pp. 
164-179; SOUTO, La función de gobier-
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En efecto, el contenido de la 
función de gobierno, fuera de los 
aspectos de necesario e intrans­
ferible ejercicio por parte de los 
órganos capitales, puede ser 
ejercido por otros órganos que 
se establezcan, como ulterior 
desarrollo del mínimo organizati­
va constitucional. Dichos órga­
nos desconcentrados tendrán 
atribuida competencia sobre de­
terminados sectores o ámbitos 
de materias, delimitados, de 
acuerdo con diferentes criterios, 
en alguna de las fases del pro­
ceso organizativo (86). Por tanto, 
el criterio de distinción orgánica 
no se establece en base al ca­
rácter de las funciones que inte­
gran la competencia (funciones 
de gobierno en un doble sentido: 
normativo y resoluciones par­
ticulares); sino en base al con­
tenido o ámbito material, objeto 
de dicha competencia. 

Lo que, en realidad, interesa, 
a la hora de ejercer el poder 
organizativo, consiste en delimi­
tar de tal forma las áreas o sec-

no ... cit., pp. 197 Y 201-202; DELGADO, 
Estado actual e perspectivas para a or­
ganizac;ao de uma Igreja partícular, en 
«Théologica-, 111, 3 (1971), p. 394. 
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tares materiales que los órganos 
a los que se les atribuya la com­
petencia sobre los mismos que­
den, por una parte, perfectamen­
te individualizados y diferencia­
dos entre sí y, por otra, contri­
buyan eficazmente al cumpli­
miento de los fines de la orga­
nización. 

Lo primero está en función del 
rigor técnico en la utilización de 
los criterios de delimitación de 
la competencia material. Se tra­
ta -si se quiere eliminar un per­
manentefactor de falta de coor­
dinación- de que las diferentes 
áreas o sectores materiales, ob­
jeto de la competencia de dife­
rentes órganos, queden lo más 
perfectamente posible delimita­
dos y diferenciados entre sí. El 
segundo aspecto -eficacia­
depende del acierto en la divi­
sión material. Para ello parece 
imprescindible partir de un cono­
cimiento profundo de las nece­
sidades de la comunidad ecle­
siástica en la coyuntura presen-

(87) En realidad, el tema exigiría un 
estudio más amplio de los diferentes 
aspectos a considerar en el llamado 
poder organizativo. Particularmente in­
teresante me parece el afirmar la con­
veniencia de que dicha división mate­
rial no venga establecida, en su tota­
lidad, a nivel legislativo, sobre todo 

te, de las relaciones y entrama­
do de dichas necesidades, etc. 
Dicho estudio determinará las 
áreas o sectores materiales que 
es conveniente individualizar, 
encomendando su gestión, orde­
nación, impulso, dirección inme­
diata, etc., a un órgano determi­
nado que se establezca (87). 

El criterio de división de fun­
ciones por áreas materiales, que 
venimos exponiendo, no puede 
considerarse como algo ajeno a 
la organización eclesiástica. Es 
más, en esto como en otros as­
pectos organizativos, la Iglesia 
ha ido por delante de las organi­
zaciones estatales, sirviéndoles 
de ejemplo. Desde la Consto 1m­
mensa Aeterni Dei de Sixto V 
hasta la Consto Regimini Ecc/e­
siae Universae, ha imperado di­
cho criterio. En efecto, la función 
de gobierno (dirección y presta­
ción de servicios) se distribuye 
entre distintos órganos en virtud 
del principio de división de fun­
ciones por áreas o sectores ma-

en relación con la organización dioce­
sana. Sería preferible una simple pre­
visión legal que abriese el camino a la 
desconcentración, dejando su estable­
cimiento y puesta en marcha a los ór­
ganos diocesanos correspondientes, a 
la luz de las necesidades concretas de 
cada Iglesia particular. 

GREGaRIO DELGADO 

teriales :religiosos, obispos, clé­
rigos, sacramentos, culto divino, 
misiones, laicos, enseñanza ca­
tólica, etc. Tales áreas materia­
les han venido a lo largo de la 
historia, en pro de la mayor ra­
cionalización y eficiencia del tra­
bajo, experimentando sucesivas 
mutaciones parciales (88), pero 
conservando, en líneas genera­
les, el esquema inicial. 

No puede afirmarse lo mismo 
con respecto a la organización 
de gobierno de las Iglesias lo­
cales o particulares. El régimen 
jurídico, vigente con anterioridad 
al Concilio, establecía una cierta 
desconcentración a través de la 
figura del Vicario General, pero 
sin que, en la práctica, tal des­
concentración se apoyase en la 
división material de las funcio­
nes. El Vicario General más bien 
venía concebido como colabora­
dor del obispo en la totalidad 
de las materias, objeto de su 
competencia. Es más, la tímida 

(88) La más reciente muestra al 
respecto está representada por la divi­
sión de la Sagrada Congregación de 
Ritos en dos: S. Congregación para el 
culto divino y S. Congregación para las 
causas de los santos. Cfr. Consto Sa­
cra Rítuum Congrega tía, 8.5.1969 (AAS 
61 [1969], pp. 297·305). En lo sucesivo 
será citada con las siglas SRC. 
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sugerencia del c. 366, § 3 (89) 
(se insinúa el principio de divi­
sión material de funciones) no 
se llevó a la práctica, salvo ex­
cepciones. 

El Concilio Vaticano 11, aun 
cuando, en realidad, no ha su­
puesto una verdadera innovación 
con respecto al Código, ha im­
pulsado la aplicación de este 
principio en las organizaciones 
diocesanas a través de la im­
plantación de la figura del Vica­
rio Episcopal (90). En efecto, 
como dice el M. P., Ecclesiae 
Sanctae (1, arto 14, §§ 1-2), «el 
Concilio ha creado jurídicamen­
te el nuevo oficio de Vicario 
Episcopal a fin de que el Obispo 
pueda ejercer de la mejor forma 
posible el gobierno pastoral de 
la diócesis», pudiendo consti­
tuirlo «en una zona determina­
da de la diócesis o para cierto 
tipo de asuntos, o para los fieles 

(89) «Unus tantum constituatur, nisi 
vel rituum diversitas vel amplitudo 
dioecesis aliud exigat; sed, Vicario Ge· 
nerali absente vel impedito, Episcopus 
alium constituere potest qui eius vi­
ces suppleat». 

(90) «Quoties autem rectum dioece­
sis regimen id requirat, constitui pos­
sunt ab Episcopo unus aut piures Vica­
rii Episcopales, qui nempe ipso iure, in 
determinata dioecesis parte aut in cer-

de un determinado rito, o para 
ciertos grupos de personas». He 
aquí, pues, en la primera fase 
del proceso organizativo, la pre­
visión legal de la posible exis­
tencia de una división de fun­
ciones por áreas materiales. 

Sin embargo, la realidad con­
creta de las organizaciones dio­
cesanas, reestructuradas a partir 
del Concilio, dista mucho, en la 
mayoría de los casos, de acomo­
darse a las exigencias del prin­
cipio enunciado. En efecto, las 
curias diocesanas suelen organi­
zarse ordinariamente sobre la 
base de esta distinción: curia 
jurídica y curia pastoral (91). Al 
frente de cada una de ellas se 
hallan los llamados Vicario Ge­
neral y Vicario Episcopal de pas­
toral. Cada una de estas seccio­
nes atiende a una serie de ma­
terias y asuntos, verdaderamen­
te heterogéneos. Particularmen-

to negotiorum genere aut quoad fide­
les determinati Ritus, ea gaudent po· 
testate, quam ius comune Vicario Ge­
nerali tribuit», Decreto Christus Domi· 
nus, n. 27. Cfr. M. P. Ecc/esiae San­
ctae, 1, arto 14, § 1·2. 

Sobre el particular puede verse el 
comentario de SOUTO, Los cooperado­
res ... cit., pp. 256-258 Y 269-271. 

(91) La distinción entre derecho y 
pastoral, habitual en gran parte de los 
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te, en relación con los vicarios 
de pastoral, dicha afirmación es 
correcta. Salvo excepciones, 
puede afirmarse que a la Vicaría 
de pastoral le viene atribuida 
competencia sobre la casi tota­
lidad de la actividad eclesiástica 
diocesana, a saber: religiosos, 
educación cristiana, apostolado, 
misiones, etc. Ello demuestra 
con claridad que no se ha pues­
to en práctica el principio de 
división de funciones por áreas 
o sectores materiales. Más bien 
diríamos -repito, salvo excep­
ciones- que únicamente se ha 
desplazado, en cierta medida, el 
centro inmediato de dirección: 
del Obispo diocesano al llamado 
Vicario de pastoral. 

Resumiendo este primer as­
pecto del fenómeno desconcen­
trador de funciones, diría que es 
preciso, partiendo de la realidad 
concreta de los problemas, ne-

planteamientos actuales, debe ser su­
perada, al menos en las formulaciones 
concretas en que se presenta. Este 
tema viene tratado expresamente en 
otra colaboración del presente número. 

La demostración palpable de dicha 
concepción puede apreciarse con la 
simple observación de los organigra­
mas de las diferentes curias diocesa­
nas. Sin duda alguna, la doctrina ha 
contribuido decisivamente a tales 
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cesidades, etc., que ha de aten­
der el gobierno central de la 
Iglesia o el gobierno diocesano, 
intentar una determinación, más 
armónica con dicha realidad, de 
las distintas áreas o sectores 
materiales, en torno a los que 
va a tener lugar la división de 
la función de gobierno. Dicho 
objetivo, sin excluir una revisión 
al respecto en el gobierno cen­
tral de la Iglesia, es particular­
mente urgente en la organiza­
ción del gobierno diocesano. En 
ambos casos, dicha delimitación 
ha de acometerse con el mayor 
rigor técnico que sea posible. a 

planteamientos. Información al respec­
to, puede hallarse en DE ECHEVEHRIA, 
La Curia episcopal pastoral, en -Aspec­
tos del Derecho Administrativo Canó­
nico», Salamanca 1964, pp. 211-248; 
GARCIA FAILDE, La Curia episcopal 
jurídica, en -Aspectos del Derecho .. . 
cit.», pp. 187-210; Principios jurídico­
adminístrativos de buen gobierno dioce­
sano, en «Miscelánea Comillas», 47-48 
(1967), p. 623-662; MARTIN GONZALEZ, 
Estructura pastoral de la Iglesia dioce­
sana, Barcelona 1965; SOUTO, Los coo­
peradores ... cit., pp. 253-256; DE ECHE­
VERRIA, Droit canonique, pastorale et 
organisation ecclésiastique, en «L'An­
née canonique», 13 (1969), pp. 79-91. 

(92) Las deficiencias técnicas en la 
delimitación del contenido material de 
la competencia de los órganos centra­
les de gobierno es fácilmente compro­
bable con la Simple lectura de la Consto 

fin de evitar posibles conflic­
tos de competencia, situaciones 
de permanente falta de coordi­
nación, desequilibrios funciona­
les, etc. (92). A su vez, si se 
quiere potenciar la eficiencia, 
deberá procederse a una organi­
zación interna de cada uno de 
los órganos que se establezcan 
coherente y armónica con la na­
turaleza y el tratamiento que las 
materias, objeto de su compe­
tencia, reclamen (93)_ 

El segundo gran tema, en rela­
ción con la desconcentración 
orgánica de funciones, gira en 

Regimini Ecc/esiae Uníversae. Una ex­
posición detallada sobre el particular 
puede verse, al exponer la delimitación 
de la competencia de cada uno de los 
órganos de gobierno, en DELGADO, La 
Curia Romana. El gobierno central .. . 
cit. 

(93) Ni la Consto Regimini Ecc/esiae 
Universae ni el Regolamento Generale 
de/la Curia Romana nos ofrecen una vi­
sión completa sobre la ordenación in­
terna de los distintos dicasterios ro­
manos. Solamente, al tratar de algunos 
dicasterios, se mencionan los oficios 
de que consta y las funciones que és­
tos ejercen a través de cada uno de 
los oficios . Sin embargo, como es ló­
gico, ello no permite, ni mucho me­
nos, obtener una visión clara de la 
organización interna de los dicasterios 
romanos. Por otra parte, la reglamen­
tación especial de los mismos (REU, 
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torno a la caracterización de la 
competencia que se atribuye al 
órgano sobre el sector o ámbito 
material, previamente delimita­
do. Es más, puede afirmarse que 
tal aspecto se eleva a la cate­
goría de presupuesto o caracte­
rística fundamental de la mis­
ma. El (órg-ª_n-º-.. (te~_¿o~c~riJr.a<iQ'I 
para que- sea tal, se le ha de 
atribuir, en principio, una com­
petencia exclusiva sobre las mis­
mas. De los diferentes modos 
de atribuir competencia a los ór­
ganos -alternativa, relativa­
mente exclusiva y absolutamen­
te exclusiva (94)-, la descon-

arto 12), que debe contemplar estos as­
pectos, no ha sido promulgada. 

Una información al respecto puede 
obtenerse al estudiar los aspectos or­
gánicos de cada dicasterio, en DRGA­
DO, La Curia Romana. El gobierno cen­
tral ... cit. 

Esta problemática, referida a las or­
ganizaciones diocesanas, todavía resul­
ta más difícil de abarcar. En cualqUier 
caso, será preciso acudir a la legisla­
ción particular y comprobar cuál es la 
ordenación interna de los diferentes ór­
ganos administrativos diocesanos. 

(94) La competencia, como principio 
jurídiCO de la organización administrati­
va, ha sido estudiada fundamentalmen­
te por la doctrina italiana. Una amplia 
referencia bibliográfica al respecto pue­
de encontrarse en DE LA VALLlNA y 
VELARDE, Transferencia de funciones ... 
cit., pp. 37 Y siguientes. 



PRINCIPIOS JURÍDICOS DE ORGANIZACIÓN 

centración tiene lugar cuando la 
competencia es atribuida con 
carácter absolutamente exclusi­
vo. Desentrañemos el contenido 
y las consecuencias de este tipo 
de atribución de competencia. 
Para ello, emplearemos un pro­
cedimiento negativo, es decir: 
poniendo de manifiesto, en pri­
mer lugar, lo que no es. 

No se trata de atribuir com- \ 
petencia a los órganos que se 
establezcan, compartida con el 
órgano capital de tal forma que ! 

la de éste permanezca intacta y 
no disminuida. Es decir, que so­
bre el ámbito o sector material 
gozan de competencia tanto el 
órgano desconcentrado como el 
órgano capital hasta el punto de 
que este último puede discrecio­
nalmente y sin límite legal algu­
no decidir sobre dichas mate­
rias, invadiendo la competencia 
del órgano desconcentrado. Tal 
tipo de atribución es el que se 

(95) Dicho término -exclusivo­
ha de entenderse en el sentido que se 
le atribuye en el derecho administra­
tivo secular, a saber: atribución de 
competencia tal que no permite la fis­
calización de su ejercicio mediante el 
recurso jerárquico. Cfr., entre otros, 
ALESSI, Sistema istituzionale del Dirit­
to amministrativo italiano, Milano 1960, 
pp. 106-111; DE LA VALLlNA y VELAR-

da a través de la técnica de la 
vicariedad, similar a la que, en 
la doctrina secular, se denomina 
como alternativa. 

Tampoco se trata, en mi opi­
nión, de atribuir al órgano una 
competencia relativamente ex­
clusiva con respecto a la del 
órgano capital, en virtud de la 
cual éste podría fiscaliz.ar las 
actuaciones del órgano descon­
centrado a través de la interpo­
sición del consiguiente recurso 
jerárquico o de alzada. Aun cuan­
do sea posible este tipo de atri­
bución, no me parece viable su 
establecimiento en la organiza­
ción eclesiástica porque supon­
dría constituir al Romano Pontí­
fice y al Obispo diocesano en 
órganos de fiscalización de la 
actividad administrativa con de­
trimento del ejercicio de otras 
funciones, propias y exclusivas 
de los mismos. 

DE, Transferencia de funciones ... cit., 
pp. 40-41. 

Una atribución de competencia a los 
órganos desconcentrados de tal natu­
raleza ha de salvar, en todo momento, 
la posibilidad de que los órganos ca­
pitales ejerzan el derecho de avoca­
ción, y el derecho de cualquier fiel á 
introducir una causa ante la Santa Se­
de para que la juzgue (c. 1.569, § 1) . 
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Se trata, pues, de atribuir com­
petencia a los órganos descon­
centrados con carácter exclusi­
VO, en sentido absoluto (95). Es 
decir, la competencia de dichos 
órganos desconcentrados será 
exclusiva y excluyente de la del 
órgano capital de tal forma que 
tenga facultades de resolución, 
en torno a determinadas mate­
rias, con plena y total responsa­
bilidad, poniendo fin, por tanto, 
a la vía administrativa. El órgano 
capital -Romano Pontífice u 
Obispo diocesano- no podrá 
invadir la esfera de las atribucio­
nes del órgano desconcentrado, 
sino, por el contrario, deberá res­
petarlo. Incluso, ni siquiera de­
berá fiscalizar sus actuaciones 
por vía de recurso jerárquico, 
sino que tal fiscalización, previa 
la interposición de un recurso 
de reposición, sería realizada 
por el correspondiente órgano 
judicial. 

Por otra parte, dicha atribución, a los 
efectos de impugnación de los posibles 
actos emanados, no difiere en nada 
con respecto al régimen jurídico vi­
gente. En efecto, de hecho los actos 
de los Dicasterios romanos y de los 
Vicarios no se impugnan mediante la 
interposición de un recurso jerárquico 
ante el Romano Pontífice o el Obispo 
diocesano, respectivamente. 
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Tal tipo de atribución no ex­
cluye, a mi entender, la posibi­
lidad de avocación por parte del 
órgano capital. Lo que excluye 
es la facultad de avocación in­
discriminada y totalmente dis­
crecional. Es decir, el órgano 
capital puede avocar determina­
dos asuntos a su conocimiento 
y decisión, pero, bien entendido, 
que tal facultad debería estar, 
de alguna forma, reglamentada 
a fin de evitar un uso indiscri­
minado de la misma, contrario 
a la atribución exclusiva de com­
petencia al órgano desconcen­
trado. Aun cuando no se puede 
pretender una tipificación per­
fecta de los posibles supuestos 
de avocación, entiendo que cabe 
una configuración de los mis­
mos, por vía legal, mediante la 

constatación de los motivos, cir­
cunstancias, etc., que hayan de 
concurrir (96). 

Por otra parte, tal tipo de atri­
bución tampoco impide el que el 
órgano desconcentrado se con­
sidere como inferior jerárquico 
con respecto al órgano capital. 
Unicamente determina un conte­
nido concreto distinto de dicha 
relación jerárquica. Contenido 
que expondremos al tratar del 
principio jerárquico. 

Para terminar, y concretando 
nuestro punto de vista a las or­
ganizaciones de gobierno, cen­
tral y diocesano, la situación 
podría configurarse del siguiente 
modo: los órganos de gobierno 
que se establezcan (dicasterios 

111. PRINCIPIO DE JERARQUIA ORGANICA 

Como consecuencia de la des­
concentración orgánica, realiza­
da a través de la distribución 

material de las funciones, sur­
gen en la organización eclesiás­
tica, a nivel central y local, una 

(96) Una solución, en mi OpInIOn, derecho de avocación, razonase o mo­
perfectamente posible podría consistir tivase su decisión. 
en que el órgano capital, al ejercer el 
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o vicarías, en terminología ac­
tual), en torno a las áreas o sec­
tores materiales que se delimi­
ten, deberían tener competencia 
o facultades decisorias con ple­
na y total responsabilidad, sin 
que los respectivos órganos je­
rárquicos puedan invadir dicha 
competencia, salvo el derecho 
de avocación. Sus decisiones 
pondrán fin a la vía administra­
tiva, serán imputadas con todas 
las consecuencias jurídicas a 
dichos órganos desconcentra­
dos, las emanarán conforme al 
procedimiento jurídico estableci­
do y, por tanto, podrán ser im­
pugnados en vía judicial, previa 
la interposición del consiguiente 
recurso de reposición ante el 
propio órgano, autor de la de­
cisión. 

serie de órganos con distintas 
competencias materiales. Ello, 
sin duda alguna, puede conducir 
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a una especie de disgregación, 
de anarquía, de pluralidad, de 
diversidad, etc., contrarias a la 
unidad originaria de la organi­
zación. Es preciso, por tanto, que 
exista un factor corrector que 
reconduzca a su unidad primaria 
y radical -sin privar a cada ór­
gano de sus funciones- las di­
ferentes actuaciones de la orga­
nización. Tal factor corrector se 
concreta o se canaliza a través 
de la jerarquía orgánica que ex­
plica el conjunto de relaciones 
que vinculan a los órganos des­
concentrados con el órgano ca­
pital (97). 

La jerarquía, pues, se da entre 
órganos de un mismo ente jurí­
dico con idéntica competencia 
funcional y material. Por tanto 
es preciso constatar, en primer 
lugar, que, aun cuando existan 
determinadas relaciones de de­
pendencia y subordinación de la 

(97) Las más recientes aportacio­
nes de la doctrina canónica al respec­
to pueden verse en LOPEZ ALARCON , 
Jerarquía y control administrativo, en 
«Ius Canonicum., XI, 22 (1971), pp. 
252-267; SOUTO, La reforma de la Cu­
ria Romana, en «Ius Canonicum., VIII 
(1968), pp. 556-557; La función de go­
bierno ... cit., pp. 198-211; La noción ... , 
cit. pp. 294-296. El término jerarquía 
orgánica ha de entenderse en el sen­
tido explicado en la nota n. 65. 

organizaclOn administrativa dio­
cesana con respecto a la orga­
nización central de la Iglesia, no 
pueden tipificarse como relacio­
nes jerárquicas en el sentido 
que tal expresión tiene en dere­
cho administrativo. Es decir, res­
pecto a los dicasterios romanos. 
En segundo lugar. dentro de la 
organización central o local, la 
ordenación jerárquica se esta­
blece entre órganos de idéntica 
competencia material y funcio­
nal. Por este motivo. no cabe 
hablar de relación jerárquica en­
tre órganos administrativos y 
judiciales. por ejemplo (tienen 
distinta competencia funcional). 

Asimismo tampoco viene es­
tablecida dicha relación jerárqui­
ca entre los distintos órganos 
desconcentrados. integrantes de 
la organización central o local 
de gobierno, En efecto, las lla­
madas Congregaciones romanas 

(98) Dicha tipificación es válida en 
general. Sin embargo, habría que ex­
cluir al respecto la llamada S. Congre­
gación para las causas de los santos 
ya que, siguiendo el criterio tradicio­
nal (REU, arto 62), la reciente Consto 
Sacra Rituum Congregatiola configura 
como órgano judicial. También habría 
que constatar el hecho de que la S. 
Congregación para la doctrina de la fe 
viene constituida, para determinadas 
materias, como verdadero tribunal. Ck. 
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gozan de idéntica competencia 
funcional puesto que todas ellas 
son el resultado de una distri­
bución de funciones -general­
mente ejecutivas-, por lo que 
la REU afirma explícitamente 
que son «jurídicamente iguales 
entre sí» (art. 2 § 2) (98). 

Esto supuesto, la relación je­
rárquica se establece, a nivel 
central y local, entre los órganos 
desconcentrados y el órgano ca­
pital. Es decir, en la presente 
estructuración del gobierno cen­
trol de la Iglesia. el Romano 
Pontífice se halla situado en el 
vértice mismo de la organización 
y el resto de los órganos de 
gobierno han de considerarse 
como inferiores jerárquicos del 
mismo. En la organización local. 
el Obispo diocesano aparece 
también como superior jerárqui­
co del resto de los órganos des­
concentrados (las llamadas vica-

SOUTO, La reforma ... cit., pp. 554-555 
En mi opinión, habría que atribuir di­

cha calificación, aunque la REU no los 
incluya entre las Congregaciones, al 
llamado Consejo de los laicos, al Ofi­
cio de la Prefectura Económica de la 
Santa Sede y a la llamada Comisión 
Pontificia para Rusia. Los tres son ór­
ganos de gobierno, al igual que las 
Congregaciones. Cfr. DELGADO, La Cu­
ria Romana. El gobierno central... cit. 

El resto de los organismos de la Cu-
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rías) ¿Cuál es el contenido de 
dicha relación jerárquica (99). 

En virtud de la relación jerár­
quica que liga a los órganos des­
concentrados con el respectivo 
órgano capital, éste goza de las 
facultades que a continuación 
expresamos: 

a) Dado que la jerarquía se 
configura como un medio o una 
técnica al servicio de la unidad 
de la organización, la consecuen­
cia más relevante que se deriva 
de la misma consiste en la posi­
bilidad de que el órgano capital 
dirija la actuación de los órga­
nos desconcentrados, sin que 
pueda modificar la competencia 
que les viene atribuida, en tanto 
está vigente un régimen jurídico 
determinado. Es decir, el órgano 

ria Romana, concretamente los llama­
dos Oficios, Secretariados y Comisio­
nes, no parece que se hallen estruc­
turados en base a una relación jerár­
quica con respecto a las Congregacio­
nes. En todo caso, dado que no son ór­
ganos externos, no puede hablarse es­
trictamente de jerarquía orgánica, sino 
más bien de una relación de dirección 
e impulso. 

(99) -La relación jerárquica que liga 
este órgano con los inferiores no está 
regulada, lo que entraña problemas 
harto complejos. Basado más bien en el 
principio de la omnicompetencia del ór­
gano supremo, la posible intervención 

capital, mediante normas de ca­
rácter interno, puede dirigir, re­
gular, ordenar, encauzar, etc., las 
actuaciones de los diferentes ór­
ganos a fin de lograr la nece­
saria unidad. Normas o criterios 
de actuación vinculantes para el 
órgano inferior, dentro del marco 
de las predeterminaciones lega­
les. Ahora bien, observando la 
legalidad establecida cabe el 
que el órgano inferior, al ejer­
cer su competencia, trate de eje­
cutar y llevar a la práctica los 
criterios, orientaciones, impul­
sos, etc., provenientes del supe­
rior jerárquico, verdadero centro, 
principio y fundamento de la or­
ganización. 

El párrafo primero del arto 136 
de la REU podría considerarse, 

en los asuntos propios de los dicas· 
terios puede dar lugar a la absorción 
de la competencia del dicasterio y, por 
consiguiente, a la ineficacia -e. inclu­
so, inexistencia práctica- de la divi­
sión funcional antes descrita. 

Al mismo tiempo, la omnicompeten­
cia y, como lógica secuela, la multitud 
de asuntos en los que debe o puede in­
tervenir puede ser causa de que se 
origine un fenómeno opuesto al ante­
rior. Concretamente que algunos órga­
nos no «sientan» sobre sí la relación 
jerárquica y actúen con plena indepen­
dencia dando lugar a la ruptura de la 
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hasta cierto punto, como una 
manifestación de la relación je­
rárquica que liga a los dicaste­
rios romanos con el Romano 
Pontífice. En este contexto, se 
comprende el tenor de dicha 
norma según la cual «nada grave 
y extraordinario se haga si antes 
no fuere comunicado por sus 
Moderadores al Sumo Pontífice». 
Ahora bien, el contenido de esta 
norma no debe implicar la modi­
ficación de la competencia de 
los órganos desconcentrados ni, 
mucho menos, la imputación de 
sus actuaciones al Romano Pon­
tífice. En la organización dioce­
sana también se pueden indivi­
dualizar normas sobre el particu­
lar (100). 

Resumiendo esta primera con-

unidad de poder», SOUTO, La función 
de gobierno. .. cit., pp. 210-211. 

(100) «Vicarius Generalis praecipua 
3cta Curiae ad Episcopum referat, ip­
sumque certiorem faciat de iis quae 
gesta aut gerenda sint ad tuendam in 
-::Iero et populo disciplinam. 

Caveat ne suis potestatibus utatur 
contra mentem et voluntatem sui Epi­
scopi, firmo prescripto can. 44, § 2», c. 
369. Cfr. Decreto Christus Dominus, n. 
25; M. P., Ecc/esiae Sanctae. l. arto 14, 
§ 3. Sobre el particular cfr. DELGADO, 
Desconcentración orgánica... cit., pp. 
60-63. 
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secuencia O aspecto de la rela­
ción jerárquica, diríamos que el 
órgano capital (Romano Pontífice 
u Obispo diocesano) puede y 
debe dirigir las actuaciones de 
los respectivos órganos descon­
centrados -respetando siempre 
el ámbito de la competencia de 
los mismos- a fin de lograr la 
unidad radical de toda la orga­
nización. Los medios concretos 
a través de los cuales se cana­
lice tal posibilidad pueden ser 
múltiples. 

b) Dado que tales impulsos, 
orientaciones, criterios o direc­
trices de actuaciones son vincu­
lantes para los órganos descon­
centrados, el órgano capital 
cuenta con determinados medios 
para hacer valer su cumplimien­
to. Es decir, puede fiscalizar la 
actuación de los titulares de los 
órganos desconcentrados en tal 
sentido, gozando incluso de fa­
cultades disciplinares. Ello exi­
ge, a fin de evitar posibles arbi­
trariedades, una previa tipifica­
ción de las posibles faltas y 
sus correspondientes sanciones. 
Sanción que puede llegar incluso 
a la pérdida de la condición de 

(101). Cfr. al respecto, p. 129 Y so­
bre todo la nota n. 95. 

(102) La posición de la doctrina ca· 

titular del órgano desconcentra­
do. 

Dicha fiscalización de las ac­
tuaciones de los titulares de los 
órganos desconcentrados no tie­
ne relevancia externa. Discurre 
dentro de los estrictos cauces 
del orden interno de la organi­
zación. Es decir, se excluye la 
posible fiscalización o control 
que podría ejercerse a través de 
la interposición de un recurso 
jerárquico o de alzada. Dado que 
la competencia se atribuye con 
carácter absolutamente exclusi­
vo, no caben tales recursos. Por 
otra parte, su admisión consti­
tuiría al Romano Pontífice y al 
Obispo diocesano o, al menos, 
supondría atribuirles unas fun­
ciones cuyo ejercicio (pueden 
ser ejercidas por otros órganos) 
mermaría su disponibilidad en 
relación con otras funciones más 
vinculadas a ellos (101). En esta 
misma línea habría que indicar 
también la no posible revocación 
de los actos emanados por los 
órganos inferiores (102). Ambos 
aspectos deben canalizarse a 
través del recurso contencioso­
administrativo. 

nónica al respecto no ha sido unam­
me, -al menos en relación con los actos 
del Vicario General. Cfr. DELGADO, 
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c) La atribución, con carác­
ter absolutamente exclusivo, de 
competencia a los órganos des­
concentrados, no impide el que, 
en determinados supuestos, el 
órgano capital, en base a la 
relación jerárquica que le une 
con los anteriores, pueda avocar 
a su personal decisión la resolu­
ción de los mismos. Ahora bien, 
la mayor rigidez en la aplicación 
del principio de competencia que 
conlleva la desconcentración or­
gánica con respecto a la vica­
riedad, exige que el derecho de 
avocación no se configure con 
excesiva discrecionalidad o fle­
xibilidad, como ocurre en la ac­
tualidad, sino que, por el contra­
rio, sólo podrá ejercerse en los 
supuestos expresamente confi­
gurados por la ley. Dichos su­
puestos deberían venir referidos 
únicamente a las cuestiones 
que, por especiales circunstan­
cias, por su gravedad, por su 
transcendencia, etc., aconseja­
sen al órgano capital su inter­
vención personal (103). 

Igualmente, en base a la rela­
ción jerárquica, el órgano capi­
tal puede suplir la actuación del 

Desconcentración orgánica.. . cit., pp. 
65-70. 

103 Es interesante observar cómo, 
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órgano inferior, cuando concu­
rran determinadas circunstan­
cias, fijadas legalmente, a sa­
ber: negligencia, necesidad, ur­
gencia, etc. (104. Aun cuando la 
suplencia orgánica no exige ne­
cesariamente que sea el órgano 
superior quien supla, lo normal 
es que así ocurra. En todo caso, 
habrá que atenerse a la ley, a 
quien corresponde fijar el órga­
no que suple y las circunstan­
cias concretas que legitiman la 
suplencia. 

Por último, la relación jerár­
quica fundamenta también el que 
el órgano capital pueda transmi-

con respecto a la actividad judicial, da­
da la mayor rigidez con que se aplica 
el principio de competencia, el legis­
lador siente la necesidad de recordar 
el derecho de avocación (c. 1557, § 3). 
Cfr. SOUTO, La noción ... cit., pp. 265-
266. Cfr. nota n .. 96, p. 130. 

(104) La técnica de la suplencia go­
za de una gran tradición canónica. Ya 
en las decretal es de Gregario IX se 
recogen diversos supuestos de suplen­
cia bajo el título -De supplenda negli­
gentia praelatorum». El Código, por su 

tir, de forma transitoria, parte 
de sus funciones a órganos infe­
riores. Ello configura la conocida 
técnica de la delegación (105). 

d) Otra de las consecuencias 
de la relación jerárquica es la re­
ferente al nombramiento de los 
titulares de los órganos inferio­
res (106). Creo que tal atribu­
ción es perfectamente coheren­
te con el significado de los órga­
nos capitales en el contexto de 
la organización. Precisamente di­
cha posibilidad puede consti­
tuirse en un medio más, a través 
del cual el órgano capital trate 
de asegurar el logro efectivo de 
la unidad. 

parte, también contempla supuestos de 
suplencia (ce. 247, n. 1, 430, § 3). Cfr. 
SOUTO, La noción .. . cit., pp. 266-268. 

(105) Cfr. MICHIELS, De potes tate 
ordinaria et delegata, Paris 1964; BER­
NARDEZ, La delegación de la potestad 
eclesiástica, en -La potestad de la Igle­
sia», Salamanca 1960, pp 205-245; GI­
MENEZ Y MARTINEZ DE CARVAJAL, 
La potestad eclesiástica en el tiempo, 
en «La potestad ... cit.» , pp. 247-280. 

(106) En la organización central tal 
facultad no plantea problema alguno. 
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Como ha podido advertirse, el 
significado y funcionalidad del 
principio de jerarquía son deci­
sivos en la organización ecle­
siástica. El desarrollo de su con­
tenido constituye una de las pie­
zas claves en el engranaje de 
la misma, actuando de garantía 
para el logro de los fines que 
ésta tiene encomendados. Su 
eficiencia dependerá de la equi­
librada regulación del mismo, a 
fin de evitar las posibles situa­
ciones de anarquía a que podría 
dar lugar una utilización indebi­
da del mismo, tanto por exceso 
como por defecto. 

El nombramiento de los titulares de los 
distintos dicasterios corresponde ex­
clusivamente al P.apa (REU, arto 2). En 
la organización diocesana existe una 
normativa similar que atribuye tal com­
petencia al Obispo diocesano (c. 366; 
Decreto Christus Dominus, n. 27; M. 
P., Ecclesiae Sancta e, 1, arto 14). Sin 
embargo, no han sido infrecuentes los 
planteamientos en pro de una elección 
de los Vicarios episcopales. Incluso, en 
determinados casos, se sigue este pro­
cedimiento. 
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IV. PRINCIPIO DE COORDINACION 

1 . Lugar y significado en la 
organización 

«Cuando se habla de organi­
zación -ha escrito recientemen­
te Hervada (107)- se hace refe­
rencia al principio de distribu­
ción de funciones (en general, 
al principio de división del tra­
bajo) entre diversas personas u 
órganos respecto a unas activi­
dades atribuidas a un todo uni­
tario. Para que exista organiza­
ción en sentido propio, es pre­
ciso que se trate de una unidad 
de actividades, esto es, de un 
conjunto de actividades atribui­
das a una unidad, en cuyo inte­
rior se distribuyen las distintas 
funciones». 

Organizar, pues, es tanto co­
mo armonizar los esfuerzos y 
actividades de distintas perso­
nas u órganos a fin de que todos 
ellos contribuyan conjuntamente 
al logro efectivo de los objeti-

(107) HERVADA·LOMBARDIA, El De­
recho del pueblo de Dios ... cit., p. 331. 

(108) Cfr., entre otros, MOONEY, 
Principios ... cit., pp. 47-64; ORTIZ DlAZ, 
El principio de coordinación en la orga­
nización administrativa, Sevilla 1956, 

vos y fines del todo unitario al 
que pertenecen o del que for­
man parte. Organizar es coordi­
nar los objetivos o fines parcia­
les, distribuir armónicamente las 
funciones de un todo, de tal for,. 
ma que el esfuerzo conjunto de 
muchos contribuya eficazmente 
al logro del fin superior de la 
unidad que se organiza. 

Este brevísimo esbozo del con­
tenido del fenómeno organizati­
vo es suficiente para nuestro 
propósito: enmarcar el llamado 
principio de coordinación. En 
efecto, la coordinación aparece 
como el principio informador de 
toda organización, comprensivo 
de cualquier otro principio orga­
nizativo, llegando incluso a cons­
tituir algo así como la esencia 
y razón de ser de la organiza­
ción misma. La coordinación es 
el objetivo supremo a conseguir 
en el momento de proceder a 
organizar, de tal forma que, de 

pp. 16-17; CARRO MARTINEZ, Princi­
pios de organización en la Administra­
ción pública, en «Revista internacional 
de Ciencias administrativas», 27 (1961), 
p. 179; MARTINEZ USEROS, Cuestio­
nes de organización, en «Estudios en 
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las posibles opciones que se 
presenten, siempre, desde un 
punto de vista organizativo, ha 
de decidirse por las más armó­
nicas y coordinadas, ya que, a 
su vez, son por ello mismo las 
más eficientes (108). 

Desde esta perspectiva, coor­
dinación y organización son con­
ceptos y realidades insepara­
bles. Es más, la primera deter­
minará y cualificará a la segun­
da. Todas las técnicas y princi­
pios que puedan ponerse en jue­
go en cualquier organización han 
de ir encaminados, en último tér­
mino, a potenciar la coordina­
ción entre los diversos elemen­
tos o unidades a fin de conse­
guir una efectiva unidad de ac­
ción en la obtención de los obje­
tivos comunes, propios del todo 
unitario que se organiza. Orga­
nizar, pues, equivale a coordi­
nar, de tal forma que la eficien­
cia, vida y éxito de las organi-

homenaje a Jordana de Pozas», 111, 1.°, 
Madrid 1961, p. 264; GARCIA TREVI­
JANO, Tratado de Derecho.. . cit., p. 
102. 
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zaciones depende y está condi­
cionada fundamentalmente al 
grado de coordinación. 

2. Caracterización técnica del 
mismo 

Intentar una caracterización 
técnica del llamado principio de 
coordinación supone poner de 
relieve las principales exigen­
cias que su puesta en práctica 
conlleva. Tales exigencias, al 
menos a efectos de exposición, 
las podemos agrupar en torno a 
diferentes momentos, a saber: 
el estructural, el de la actividad 
misma y en relación con la men­
talización del personal al servi­
cio de la organización. 

a} La doctrina (109) suele, al 
plantearse el problema de la 
coordinación, hacer referencia a 
dos aspectos, a saber: al de los 
fines y al de los medios. El pri­
mero exige que los distintos 
servicios, centros de actuación 
u órganos administrativos persi­
gan fines parciales, compatibles 

(109) Ibidem. Una información al 
respecto puede hallarse en DELGADO, 
El principio de coordinación en la Ad­
ministración central de la Iglesia, en 
«Ius Canonicum-, XI, 22 (1971), pp. 
368-371. 

entre sí. Lo que, en definitiva, 
se pretende conseguir es el fin 
genérico de la organización en 
cuanto tal. Esta es la meta, el 
objetivo último al que deben re­
conducirse todos los esfuerzos. 
Ahora bien, ello no presupone ni 
exige unos objetivos o propósi­
tos comunes a todos y cada uno 
de los distintos órganos. 

En efecto, la coordinación pre­
tende precisamente armonizar 
de tal forma los objetivos par­
ciales que, siendo distintos en­
tre sí, sea posible integrarlos 
en una unidad superior: el fin 
último de la organización. Por 
tanto, la unidad se predica o 
hace referencia al resultado final 
a que tiende el esfuerzo de cada 
uno de los órganos y no a la 
manera como se articula y opera 
el complejo organizativo que, 
dada su diversidad, actuará se­
paradamente. Precisamente la 
coordinación pretende o ha de 
asegurar que ello no afecte al 
esfuerzo conjunto en pro del 
objetivo final. 

(110) Cfr_ DE LA MORENA, La coor­
dinación como función: su concepto y 
problemática, en «Documentación Ad­
ministrativa-, 94 (1965), pp. 25-26; DEL­
GADO, El principio de coordinación ... 
cit., p. 370. 
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Es decir, la coordinación no 
ha de buscar tanto la unidad de 
acción e identidad de fines par­
ciales, como la unidad de los 
efectos o resultados parCiales a 
fin de asegurar la consecución 
del objetivo último. Por ello no 
es necesario que las actuaciones 
individualizadas de los distintos 
órganos discurran por el mismo 
camino, sino que, conservando 
su individualidad, converjan to­
das ellas en un punto común: el 
fin último de la organización 
(110). 

No es preciso insistir en que 
para el logro efectivo de la coor­
dinación de los fines hay que 
instrumental izar unos determi­
nados medios, entendiendo por 
tales las competencias, las fun­
ciones, las atribuciones y los 
mismos órganos. A tal objeto es 
fundamental el ejercicio del lla­
mado poder organizativo con 
sentido de coordinación. En efec­
to, como se ha dicho (111), «el 
medio principal de coordinación 
es la misma estructura formal 

(111) MOSHER-CIMMINO, Ciencia ... 
cit., p. 181. 
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de la organización». La auténti­
ca coordinación reclama la crea­
ción de órganos específicos, una 
distribución armónica y equili­
brada de las funciones y activi­
dades de cada uno de ellos, una 
fijación clara y precisa del ámbi­
to o contenido material de la 
competencia de los órganos, así 
como de sus múltiples relacio­
nes, etc. 

Un uso indebido del poder 
organizativo puede dar lugar a 
la existencia de factores perma­
nentes contrarios a la coordina­
ción. No se pueden establecer 
órganos o centros de dirección, 
si con anterioridad no se ha 
procedido a un estudio serio de 
las necesidades o servicios a 
que atender. El número de órga­
nos dependerá, en gran parte, 
de la situación concreta del todo 
que se pretende organizar. Asi­
mismo es de gran importancia 
proceder a una armónica distri­
bución de las funciones y acti­
vidades que se encomienden a 
cada órgano, esto es, la deter­
minación exacta de los deberes 
o actividades a realizar por cada 
uno de los distintos elementos. 

(112) Cfr. DELGADO, El principio de 
coordinación ... cit., pp. 370-371 Y 373. 

(113) La doctrina suele hablar de 

Por último, deben fijarse con 
claridad las relaciones que ligan 
a las diferentes piezas del todo 
orgánico. 

Como puede apreciarse, la co­
ordinación es la organización 
misma de tal forma que la es­
tructura formal de ésta se cons­
tituye en uno de los instrumen­
tos primarios para lograr coordi­
nar un todo. Es más, si las dife­
rentes piezas orgánicas, si la 
distribución de las funciones y 
fijación de las deberes, si la de­
terminación de las relaciones 
mutuas no se ha realizado coor­
dinada y armónicamente, siem­
pre existirá un permanente des­
equilibrio funcional y un riesgo 
constante de falta de coordina­
ción. Por este motivo, a la hora 
de ejercer el poder organizativo 
es preciso proceder con un co­
nocimiento serio y profundo de 
la realidad y de las técnicas 
organizativas a fin de evitar el 
establecimiento permanente de 
causas contrarias a la coordina­
ción (112). 

b) Un segundo momento 
(113) de la coordinación, con 

coordinación negativa y positiva, refi­
riéndose a los momentos estructural y 
dinámico respectivamente. Cfr. ORTlZ 
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peculiaridades propias, se ad­
vierte cuando la estructura orgá­
nica procede a ejercer sus fun­
ciones, desplegando todo un 
abanico de actividades. En prin­
cipio, si la estructura formal de 
la organización está perfecta­
mente ensamblada y coordinada 
y funciona conforme a las pre­
visiones y procedimientos fija­
dos, la múltiple y variada activi­
dad deberá conducir eficiente­
mente al resultado final que se 
pretendía. Ahora bien, las cosas, 
sobre todo en organizaciones 
complejas, no son tan simples 
como a primera vista pudiera 
parecer. Vamos a intentar bre­
vemente poner de relieve una 
serie de circunstancias que re­
claman una acción coordinadora 
específica en el momento mis­
mo de la actividad. 

Normalmente la estructura or­
gánica responde a unas necesi­
dades muy concretas. Evidente­
mente la realidad eclesial ofrece 
una variada gama de matices, de 
circunstancias, de aspectos, etc., 
en constante mutación, que ne­
cesariamente han de superar, en 
muchos casos, las previsiones 

DIAZ, El prmclplo de coordinación ... 
cit., pp. 23-24. 
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organizativas. Es más, aun cuan­
do se hayan fijado, por vía legal, 
las grandes directrices del que­
hacer de los órganos, siempre 
existe un campo de discrecio­
nalidad, de posibles y variadas 
opciones que han de ser deter­
minadas por los responsables o 
titulares de los distintos centros 
de dirección. Ello puede motivar, 
si no existe un centro coordina­
dor, determinados desajustes, 
poco propicios para el logro del 
objetivo final. 

Tal situación (consecuencia ló­
gica, dada la vitalidad y perso­
nalidad de los centros orgánicos 
de impulsión y dirección) debe 
encauzarse de forma que, sin 
eliminar su riqueza, sirva tam­
bién a los fines de la organiza­
ción. Será precisa la existencia 
de un centro coordinador que 
adopte, por una parte, las medi­
das correctoras de dichos desa­
justes y, por otra, pueda impo­
nerlas a los distintos órganos. 
Incluso habrá múltiples supues­
tos en que no será suficiente 
con que el órgano competente 
ejerza sus funciones. La propia 
naturaleza de las cuestiones re­

.clamará medidas y actitudes 
adoptadas por otros órganos no 
directamente competentes. Se 
trata de situaciones que, en mo­
do alguno, pudieron ser previs-

tas y que exigen la adopción de 
ciertas medidas sobre la marcha 
del diario quehacer. 

Tales consideraciones pare­
cen reclamar la existencia, den­
tro de la propia estructura orgá­
nica, de un órgano específica­
mente coordinador. Es decir, un 
órgano que, integrado por los 
responsables de los principales 
centros de actuación, sea capaz 
de encauzar y adoptar las posi­
ciones, criterios, orientaciones, 
etcétera, necesarias a fin de 
que, salvando el ámbito propio 
de la competencia de cada órga­
no, sea posible conseguir efi­
cientemente los objetivos últi­
mos de la organización. Organo 
capaz de canalizar, a través del 
complejo aparato organizativo, 
todas aquellas informaciones, 
impulsos, excitaciones y orien­
taciones, indispensables para 
que cada centro de decisión pue­
da actuar en armonía con el 
resto. 

c) Los aspectos anteriormen­
te expuestos representan una 
auténtica necesidad en orden a 
la creación y establecimiento 
de una verdadera coordinación. 
Sin embargo, es preciso reco­
nocer que la armonía resultante 
de la exacta ordenación de los 
mismos puede ser un tanto for-
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mal, fría, meramente pasiva, 
simple ausencia de obstáculos y 
fricciones. Para traducir o com­
plementar dicha armonía, en pro 
de una activa y eficiente coor­
dinación, se necesita algo más: 
atender a los aspectos humanos 
de la organización. Cooperación, 
integración, funcionamiento con­
junto, trabajo en equipo, etc., 
son expresiones, profusamente 
utilizadas, referentes a los as­
pectos formal y humano de las 
organizaciones, difícilmente se­
parables. 

En realidad, lo formal de las 
organizaciones, si se quiere que 
sea eficiente, ha de asentarse 
en sól idos fundamentos huma­
nos. Por este motivo, la armonía 
o coordinación estructural de 
una organización debe ir acom­
pañada, quizá precedida, de la 
armonía y comunicación de inte­
reses, motivaciones e ideas de 
las personas integradas en la 
misma. Ello no significa simple­
mente la conveniencia de un cli­
ma de comprensión entre todos 
ellos, sino, sobre todo, que to­
das y cada una de las personas, 
al servicio de la organización, 
capten perfectamente el fin últi­
mo que se persigue y tengan 
conciencia de que su consecu­
ción es prioritaria con respecto 
a cualquier otro fin parcial. Por 
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eso se ha podido escribir que 
« una auténtica coordinación de­
be estar basada sobre un verda­
dero interés común en el logro 
del objetivo deseado» (114). 

El conocimiento exacto del ob­
jetivo último y de los medios 
para conseguirlo ha de estar 
siempre presente en los máxi­
mos responsables de la organi­
zación, los cuales, por otra par­
te, han de estar convencidos de 
que, cuanto más se extienda 
este conocimiento por todos los 
grados de la organización, mayor 
será el esfuerzo coordinado y la 
eficiencia de la organización 
para su logro. No es difícil ad­
vertir la rica problemática, com­
pleja pero apasionante, que se 
encierra en este contexto. Son 
muchos los aspectos, facetas, 
campos, etc., objeto de atención. 
Su desarrollo, su estudio, su co­
nocimiento y la lógica disciplina 
a que obligan nos llevaría dema­
siado lejos. Pero, como viene 
demostrando la experiencia, la 
preferente atención a los mis-

(114) MOONEY, Principios ... cit., p. 
58. 

(115) Uno de los aspectos más re­
levantes de tal problemática viene 
constituido por el ingente esfuerzo de 
las modernas organizaciones en pro de 
la formación de su personal, en el sen-

mas, sin regatear esfuerzos, 
constituye, en los momentos ac­
tuales, uno de los objetivos prio­
ritarios de las organizaciones 
más complejas y perfectas (115). 

Es decir, cualquier miembro 
de una organización puede cum­
plir o ejercer la función que le 
ha sido encomendada con una 
actitud meramente pasiva, e in­
cluso, por un exceso de perso­
nalismo, aisladamente. Cuando, 
por el contrario, es consciente 
de la conexión de su función con 
todas las demás y de la necesi­
dad de ejercerlas armónicamen­
te para lograr el objetivo último, 
experimenta una especie de pro­
ceso mental que le llevará a una 
actuación disciplinada y activa. 
« Cuando todos los miembros de 
una organizaclOn -ha escrito 
Mooney (116)- adoptan esta 
actitud se logra la unidad de 
espíritu, motor de todo esfuerzo 
cooperativo eficiente. La corre­
lación formal de funciones es 
tarea del organizador; su misión 
es relacionar entre sí las obli-

ti do más amplia del término. En este 
orden de cosas, los avances técnicos 
son numerosos. Asimismo, como ele­
mento de dicha formación, hemos de 
constatar la especial atención que se 
otorga a la exigencia de una disciplina 
y fidelidad a toda prueba. 
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gaciones en cuanto tales. La co­
rrelación de los espíritus es res­
ponsabilidad del jefe que ha de 
relacionar entre sí a los hom­
bres sobre quienes pesan aque­
llas obligaciones. Esto muestra 
la importancia que tiene el cono­
cimiento de los principios forma­
les de organización; pero hasta 
que no existe un conocimiento 
verdadero y general del propó­
sito común no se produce una 
correlación horizontal real y acti­
va, que es la prueba definitiva 
de una organización realmente 
eficiente». 

3. Coordinación y organización 
eclesiástica 

a) La organización central 

La problemática en torno a la 
coordinación de los trabajos y 
actividades de los dicasterios 
romanos estuvo presente en las 
deliberaciones conciliares al tra­
tar el tema de la reforma de la 
Curia Romana (117). En un prin­
cipio se sugirió la creación de 

(116) MOONEY, Principios... cit., 
pp. 86-87. 

(117) La coordinación no aparece 
mencionada explíCitamente en ninguna 
de las intervenciones papales, referen­
tes a la reforma de la Curia. Sin em­
bargo, perfecto conocedor de la mis-
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unas Comisiones Mixtas, encar­
gadas de resolver los asuntos 
de la competencia de dos o más 
dicasterios. Posteriormente, so­
bre la base de un planteamiento 
de conjunto, se habla de una Co­
misión Central o de Coordina­
ción a la que se le atribuye, 
entre otras funciones, la de con­
seguir la coordinación entre los 
diversos dicasterios. Por último, 
dentro del contexto de una refor­
ma general, se menciona explí­
citamente el tema de la coordi­
nación (118) entre los aspectos 
más importantes de la misma. 

La consto Regimini Ecclesiae 
Universae (119) constituye la 
respuesta a los deseos y suge­
rencias del Concilio. Sin embar­
go, creemos que, en lo referente 
al tema de la coordinación, en 
er texto legal se advierten, por 
una parte, notables lagunas y, 
por otra, importantes deficien­
cias técnicas hasta el punto de 
poder afirmar que el problema 
subsiste con idénticos caracte-

ma, el Papa, al proponerse la reforma 
general del complejo organismo cen­
tral, no podía ignorar la necesidad de 
instaurar .Ia concurl"rencia efectiva de 
un principio de coordinación. 

Los principales discursos de Pablo VI 
al respecto han sido recogidos por 
SANCHEZ y SANCHEZ, Pablo VI y la 

res a los que presentaba con 
anterioridad a la reforma. Para 
demostrar tales asertos vamos 
a proceder seguidamente a exa­
minar los puntos centrales, cons­
titutivos de una auténtica coor­
dinación, a saber: la distribución 
armónica de funciones y delimi­
tación del contenido material 
sobre el que hayan de ejercerse, 
y la existencia de un órga­
no específicamente coordinador, 
entre otros. 

La distribución armónica de 
funciones ha de realizarse en 
vista de las necesidades concre­
tas que sea preciso satisfacer 
y en base a los servicios que 
haya que atender. La magnitud 
y complejidad de tales extremos 
determinará, en cada momento 
histórico concreto, el que se es­
tablezca una estructura orgánica 
formal, coherente con el ejerci­
cio de las funciones que se con­
sideran necesarias a tal efecto. 
Por este motivo, la periódica y 
constante reforma de las estruc-

reforma de la Curia Romana, en «Re­
vista española de Derecho canónico», 
21 (1966), pp. 461-462, notas 3-4. 

(118) Decreto Christus Dominus, 
n. 9. Cfr., sobre el particular, DELGA­
DO, El principio de coordinación ... cit., 
pp. 374-375; GORDON, De Curia roma­
na renovata ... cit., pp. 53-116. 
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turas organizativas puede apare­
cer como garantía de eficacia. 
Ahora bien, la realidad concreta 
eclesial se manifiesta, en el mo­
mento histórico presente, con 
una problematicidad, con unos 
planteamientos que, con inde­
pendencia de su valoración con­
creta, difieren notablemente de 
los existentes en la reforma de 
la Sapienti consi/io y posterior 
confirmación codicial. 

Lógicamente, supuesta la in­
dudable premisa anterior, la es­
tructura orgánica que haya de 
adoptar la organización central 
de la Iglesia debería diferenciar­
se notablemente de la estable­
cida por el Código. Sin embargo, 
aun cuando son constatables 
ciertos cambios (120), «el siste­
ma de organización de la Curia 
Romana no altera sus estructu­
ras fundamentales. La reforma 
limita su alcance a intentar re­
solver algunos problemas plan­
teados en torno a la competen­
cia de los órganos y a las rela-

(119) (AAS 59 [1967], pp. 885-928.) 
(120) Entre las novedades que ofre­

ce la REU podemos mencionar los tres 
Secretariados, el Consejo para los lai­
cos, la Comisión Pontificia aJustitia et 
Pax» y los nuevos Oficios. Asimismo 
habría que mencionar la posterior di­
visión de la llamada Congregación de 
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ciones entre los mismos, así 
como a señalar algunos criterios 
generales respecto a las perso­
nas físicas que han de prestar 
sus servicios en la Curia Roma­
na y entre los que destaca el 
que podríamos denominar la 
"desitalianización" de los dicas­
terios romanos (121). 

En efecto, dentro de la orga­
nización central de gobierno de­
bería, en mi opinión, haberse 
procedido, previa una auténtica 
valoración de la realidad ecle­
sial, a una distribución de fun­
ciones, armónica y coherente 
con la misma. Tal distribución 
funcional originaría el estableci­
miento de una estructura orgá­
nica adecuada, sin que, necesa­
riamente, haya de coincidir con 
la anteriormente vigente. Es 
más, un replanteamiento a fondo 
del problema permitiría superar 
la situación actual, a saber: la 
existencia, además de las lIama-

Ritos (const. Sacra Rituum Congrega­
tia (AAS 61 [1969], pp. 297-305) Y el 
establecimiento de ciertas Comisiones 
o Consejos pontificios. 

(121) SOUTO, La Reforma ... cit., p. 
550. 

(122) El texto legal menciona la 
existencia de diferentes oficios dentro 
de la estructura orgánica interna de 
algunos dicasterios romanos, a saber: 

das congregacioes romanas, de 
una pluralidad de organismos 
(considerados actualmente como 
consultivos) cuyas funciones, en 
muchos casos, son propias de 
los órganos de gobierno y cuya 
inserción en el complejo organi­
zativo ofrece serias dificultades. 

Desde el punto de vista orga­
nizativo, es preciso referirnos a 
otro aspecto importante: la or­
ganización interna de los orga­
nismos centrales. Con indepen­
dencia de los diversos centros 
de decisión (Reunión Plenaria, 
Ordinaria, Congreso, Presiden­
cia), cada uno de los órganos 
centrales de gobierno (las ac­
tuales congregaciones) debe op­
tar por una ordenación interna, 
coherente con la especialización 
material y funcional. Emitir un 
juicio al respecto resulta aven­
turado dado que no disponemos 
de la ordenación propia de cada 
departamento central (REU, ar-

la Secretaría de Estado (REU, arto 22), 
los departamentos para las IgleSias 
Orientales (REU. arto 43). para los Obis­
pos (lnst. De Pastorali migratorum 
cura, arts. 17-18), para la disciplina de 
los sacramentos (REU, arto 56, § 1), 
para el culto divino (Const. Sacra Ri­
tuum Congregatio, arto 2), para los clé­
rigos (REU, arto 66), para los religio­
sos e institutos seculares (REU, arto 
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tículo 12) (122). Baste con men­
cionar la necesidad organizativa 
sobre el particular. 

Problema diferente, pero de 
una importancia capital, es el 
referente a la delimitación del 
contenido material sobre el que 
cada órgano central ha de ejer­
cer sus funciones. Su importan­
cia radica en que la no exacta 
delimitación material se consti­
tuye en factor permanente de 
falta de coordinación. En este 
sentido, la REU no ha supuesto 
significativos avances con res­
pecto a la situación reinante en 
el régimen del Código y a pesar 
de la recomendación de los pa­
dres conciliares al respecto. Un 
análisis del texto legal, compa­
rado con la actividad que de 
hecho viene desplegando cada 
dicasterio romano, pone clara­
mente de manifiesto las impor­
tantes deficiencias técnicas so­
bre el particular. Su demostra-

72), para la enseñanza católica (REU, 
arto 76. § 2), para la evangelización de 
los pueblos (REU, arto 91). 

Más información al respecto puede 
encontrarse en el Annuario Pontificio y 
en L'attiviti1 della Santa Sede. Cfr. DEL­
GADO, La Curia Romana. El gobierno 
central ... cit. 
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clan nos llevaría muy lejos de 
los propósitos de este trabajo 
( 123). 

El anterior estado de cosas 
justifica aún más la existencia, 
dentro de la estructura orgánica, 
de un órgano específicamente 
coordinador (124). La REU, al 
atribuir a la Secretaría de Estado 
competencia para convocar pro 
opportunitate a los Cardenales 
que están al frente de los dicas­
terios con objeto de coordinar 
todos los trabajos, dar informa­
ción y recibir sugerencias (REU, 
arts. 18 y 20), ha intentado res­
ponder a la sugerencia de los 
padres conciliares, establecien­
do, con carácter permanente, un 
instrumento técnico de coordi­
nación. Las deficiencias técnicas 
que presenta la regu lación jurí­
dica de la Secretaría de Estado 
-que hemos creído haber pues­
to de relieve (125)- impiden 
que ésta pueda configurarse co­
mo un órgano específicamente 

(123) La demostración de las defi­
ciencias técnicas que se advierten en 
la delimitación del contenido material 
de la competencia de los distintos de­
partamentos centrales puede hallarse 
en nuestro estudio La Curia Romana. El 
gobierno central ... cit. 

(124) La no exacta delimitación de 
las competencias origina o deja abier­
ta la posibilidad de frecuentes conflic-

coordinador, o, al menos, como 
un órgano verdaderamente efi­
caz para el logro de dicho ob­
jetivo_ 

En mi opinión, cualquier solu­
ción que se pretenda ha de in­
sistir en la necesidad de hacer 
de las reuniones a que se refie­
ren los arts. 18 y 20 de la REU 
un órgano central de gobierno 
junto con los que integran el 
complejo constituido por la orga­
nización del gobierno central de 
la Iglesia. Sería un órgano cole­
giado, compuesto por todos y 
cada uno de los presidentes de 
los distintos departamentos cen­
trales, que delibera y, en ciertos 
casos, decide bajo la dirección 
del Secretario de Estado, en cali­
dad de Presidente del mismo. Se 
trata, en definitiva, de que se 
establezca un órgano supremo 
de gobierno, capaz de impulsar 
la actividad de cada uno de los 
departamentos con visión de 
conjunto y con sentido de coor-

tos de competencia. La resolución de 
los mismos viene atr ibuida al Tribunal 
de la Signatura Apostólica en su Sec­
ción Segunda (REU, art. 107). 

(125) Cfr. , al respecto, SOUTO, La 
reforma ... cit., pp. 551-552 Y 556; DEL­
GADO, El principio de coordinación ... 
cit., p. 377; La Curia Romana. El go 
bierno central ... cit. 

(126) Una exposición más detallada 
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dinación, de tal forma que las 
acciones particulares de cada 
uno de ellos respondan coheren­
temente a unos criterios básicos 
preestablecidos para cuya pues­
ta en práctica puede servirse de 
los órganos del «staff» (126). 

El establecimiento y puesta en 
marcha del Consejo Supremo de 
gobierno, dada su composición 
individual y sus funciones, faci­
litaría y simplificaría el trata­
miento de los llamados asuntos 
mixtos o semejantes (REU, ar­
tículo 13) hasta el punto de que 
no sería necesario acudir, con 
tanta frecuencia, a otro de los 
instrumentos técnicos previstos 
para la resolución de los mis·· 
mas (REU, arts. 12-18), a saber: 
las Comisiones mixtas o reunio­
nes de los presidentes de dife­
rentes dicasterios. En efecto, el 
mismo texto legal menciona ex­
plícitamente multitud de mate­
rias cuyo tratamiento, en base 
a la misma calificación legal, 

de los diferentes aspectos a considerar 
en la configuración del Consejo Supre­
mo de gobierno y de la Secretaría de 
Estado puede encontrarse en DELGA­
DO, El principio de coordinación ... cit., 
pp. 380-384; La Curia Romana. El go­
bierno central ... cit. 
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exige la intervención de distin­
tos departamentos (127). El co­
nocimiento de la actividad con­
creta pone de relieve que los 
dicasterios romanos, en el tra­
tamiento de la mayoría de los 
asuntos de su competencia, da­
da la naturaleza de los mismos, 
cuentan con el parecer, las opi­
niones, etc., de otros dicasterios 
interesados. 

Ahora bien, supuesta la exis­
tencia de un órgano colegiado, 
específicamente coordinador, in­
tegrado por los presidentes de 
cada uno de los departamentos 
centrales, la necesidad de cons­
tituir tales Comisiones mixtas 
quedaría notablemente reducida. 
Sería este órgano, en principio, 
el encargado de canalizar las ac­
ciones coordinadas que fuesen 
necesarias. Sólo en casos espe­
ciales y como desconcentración 
de las actividades del Consejo 
Supremo de gobierno se consti­
tuirían o se facultaría al mismo 
en orden a su establecimiento. 
Quedarían, por tanto, integradas 
dentro del Consejo de gobierno 
que actuaría, bien en pleno, bien 

(127) Cfr. REU, arts. 26, 28, 44, 49, 
§ 2 Y 4, 50·53, 55, 68, § 3, 69, 1.°, 77, 
1.°, 80; Decreto Ad Gentes divinitus, 
n. 29, nota n. 6; Motu proprio Ecclesiae 

a través de las Comisiones mix­
tas (128). 

Por último, en relación con los 
aspectos humanos, el problema 
presenta una doble vertiente. 
Por una parte, la selección del 
personal al servicio de la orga­
nización central deberá realizar· 
se conforme a unos criterios, 
previamente fijados, que asegu­
ren la preparación o capacitación 
específica, necesaria para el 
desempeño de las fuciones que 
se les vayan a encomendar. Por 
otra, que las personas puestas 
al frente de los centros de deci· 
sión y dirección sean verdade· 
ros hombres de gobierno, capa­
ces de impulsar a todo el per­
sonal y unificar todos los espí­
ritus en pro del esfuerzo común 
eficiente. 

b) La organización diocesana 

Aun cuando, en relación con 
la organización diocesana, el 
Concilio Vaticano 11 ha impulsa­
do (en ciertos casos ha estable­
cido nuevas estructuras) dife­
rentes reformas en su estructu-

Sanctae 111, arto 13, § 1; Inst. De Pas· 
torali migratorum cura, 11, arto 16, §§ 
1·2 Y 6. 

(128) Una visión completa de los 
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ra orgánica, la actividad resul­
tante ha de calificarse todavía 
de parcial e incompleta. Tal afir­
mación es particularmente exac­
ta si tenemos en cuenta dos 

. tipos de datos, a saber: por una 
parte, las reformas han afectado 
a órganos concretos pero sin que 
se haya cambiado el esquema 
fundamental anteriormente vi­
gente y, por otra, no se ha pro­
cedido ni a las reformas ni al 
establecimiento de nuevas es­
tructuras organizativas con una 
visión de conjunto del sentido 
y funcionalidad de las mismas, 
así como de las técnicas propias 
del fenómeno organizativo cuya 
aplicación parece imprescindible 
en orden a potenciar su eficacia. 

Es curioso observar cómo, a 
diferencia de lo ocurrido con la 
organización central, el Concilio 
no se ha limitado a sugerir la 
conveniencia de una reforma, se· 
ñalando los puntos claves de la 
misma. Por el contrario, ha reali­
zado él mismo la reforma en la 
mayoría de los casos, dejando 
escasas posibilidades a que la 
ulterior normativa pudiese des-

diferentes aspectos a considerar en 
torno a las Comisiones mixtas puede 
verse en DELGADO, La Curia Romana. 
El gobierno central. .. cit. 



arrollar una configuración de la 
organización diocesana de signo 
diferente. 

Tales observaciones, válidas 
para la organización diocesana 
en general, son particularmente 
apropiadas en relación con la 
problemática de la coordinación. 
El Concilio no ha dado una res­
puesta organizativa al problema 
existente y, aunque parezca pa­
radójico, las reformas que ha 
impulsado, al no ser realizadas 
con el debido rigor técnico, evi­
dencian aún más la urgente ne­
cesidad de proceder a efectuar 
aquellas reformas que aseguren 
la efectiva implantación del prin­
cipio de coordinación. Vamos, 
pues , a señalar brevemente los 
puntos de especial atención al 
respecto. 

De hecho se opera una des­
Goncentrac[ón de funciones me­
diante la técn:ca de la vicarie­
dad (129) . Nos encontramos con 
una serie de órganos: Vicario 
Genera! y Vicarios episcopales 

(129) La C~i1ven¡encio de sustituIr 
la vicaried8d P~)( la descon-sentración 
orgánica fue cxp:Jcsta en otro np3rtado 
de este mismo trabsio. Cfr . pp. 120·123. 

(130) Cfr . p. 127' de este trabajo y 
SOUTO, Los coopvradares ... Cit., pp. 
253-258 . 

(130). La unidad originaria se di­
versifica, se pluraliza. De aquí 
la necesidad de que exista un 
factor corrector que reconduzca 
a su unidad primaria las diver­
sas actuaciones de la organiza­
ción. Tal exigencia es consustan­
cial al fenómeno organizativo, 
aun cuando éste se haya efec­
tuado con la debida perfección 
técnica. Pensemos ahora en las 
deficiencias apreciables en mu­
chas de las organizaciones dio­
cesanas: la división de funciones 
en base a un crite ri o material 
no aparece, en la mayoría de los 
casos, con el debido rigor téc­
nico y la delimitación del conte­
nido materia l es todavía más 
imperfecta. La necesidad, pues, 
de la implantación del pri ncipio 
de coordinación os manifiesta. 

Se podría pensar que como 
factor corrector actuase el Obis­
po diocesano en cuanto órgano 
jerárquico superior del que de­
penden. Sin embargo, me parece 
que tal solución presenta impor­
tantes dificultades de índole 

( "¡ 8"t ) DOJ :J e ~n punto de vista orw 

~; Gn¡zat¡vof lo. ér~rib:"I Gi6:1 d8 funciones 
coo;·d¡nndoi·~s El CO!l8CjO de! presbi* 
terio, 8un cuondo haya sido realizado 
en algunos casos, no nos pG:i-eco pro­
cedente y, sobre todo, adolece de ine­
ficacia , dado que se halla integrado en 
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práctica. Es decir, las ventajas 
que la desconcentración de fun­
ciones ofrece en orden a permi­
tir una imagen del Obispo más 
de acuerdo con su dimensión 
de pastor (borrando la tan criti­
cada imagen del Obispo - buró­
crata) quedarían notablemente 
afectadas. La coordinación exige 
una acción inmediata que absor­
bería, en gran parte, la actividad 
del Obispo. Por este motivo, sin 
negar la posibilidad del ejercicio 
de dichas funciones por parte 
del Obispo a un cierto nivel, po­
dría pensarse en otra solución 
(131). 

En efecto, la solución, en mi 
opinión, podría estribar en cons­
tituir un órgano específicamente 
coordinador, a saber: el Consejo 
de gobierno diocesano (132). Es­
taría compuesto por todos y cada 
uno de los presidentes de los 
departamentos administrativos 
diocesanos (ias llamadas Vica­
rías) bajo la presidencia del que , 
en la actualidad, se denomina 
como Vicario General, aun cuan-

otra organización distinta de la de go­
bierno. 

(132) La solución que proponemos 
no reviste mayor novedad, dado que, 
con algunas variantes, puede encon­
trarseen ciertas organizaciones dioce­
sanas, modificadas a raíz del Concilio. 
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do el Obispo pudiese presidirlo 
cuando lo estimase oportuno o 
necesario (133). 

Sus funciones se orientarían 
primordialmente en orden a fijar 
los principios generales, las di-

~.¿g;iC:-.' 

El estudio de este principio 
organizativo ofrece un particular 
interés. Por una parte, desde la 
perspectiva del Derecho de la 
organizaclon eclesiástica, en 
cuanto intento de sistematiza­
ción de uno de los conceptos o 
principios jurídicos relativos a 
esa realidad tan viva y compleja 

(133) Como expusimos anteriormen­
te (cfr. pp. 127) no creemos correcta 
la distinción entre Curia jurídica (Vica­
rio General) y Curia pastoral (Vicario 
de pastora l). Por este motivo. la figu ra 
del Vicario General podría hacerse de­
rivar hacia la presidencia del Consejo 
de gobierno diocesano. Tal posibilidad. 
en mi opinión. contribuiría a dar cum­
plimiento a las únicas palabras que el 
Concilio dedica a esta figura. a saber: 
«Eminens in Curia dioecesana est oHi­
cium Vicarii Generalis» (Decreto Chri­
stus Dominus. n. 27). 

(134) Cfr. DELGADO. Estado actual 

rectrices y los criterios básicos 
de la acción de gobierno a fin 
de que cada uno de los depa~ 
tamentos administrativos, me­
diante su actuación singular den­
tro del ámbito de su competen­
cia, contribuya eficazmente a la 

(a la vez llena de tensiones) en 
los momentos actuales. Princi­
pio que, si bien ha informado en 
todo momento la organización 
de la Iglesia, no ha sido elabo­
rado doctrinal mente. Por otra 
parte, como ha sido puesto de 
relieve (135), los criterios que 
informan el ejercicio de la fun-

e perspectivas para a organizar;ao de 
uma Igreja particular. en «Théologica». 
111. 3 (1971) . pp. 32-33. 

(135) Cfr .. entre otros. MOONEY. 
Principios ... . cit .• pp. 197-207. En esta 
línea creemos que el principio consulti­
vo. tal y como se ha venido aplicando 
en la organización eclesiástica. no ha 
sido perfecíonado ni por la concepción 
surgida de la Administración napoleóni­
ca ni por la más reciente formulación 
del «staff and line». Cfr. sobre el parti­
cular. HAURIOU , Précis de Droit Admi-­
nistratlf. IParís 1933; CORDERO TO­
RRES. El Consejo de Estado. Madrid 
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instauración del orden social que 
se considere más justo. Dicho 
Consejo podría real izar eficien­
temente todas las funciones co­
ordinadoras que sean necesarias 
( 134). 

ción consultiva en la organiza­
clan eclesiástica constituyen 
uno de los ejemplos más sobre­
salientes y de más pOSibilidades 
que se conocen. Su sistematiza­
ción , pues, ofrece múltiples ali­
cientes. 

Prescindiendo del tema de su 

'i944; TOCOUEVILLE, CArlCÍen Régime 
et la Révo!ution. en «Oeuvres comple­
tes". Paris 1952; LANGROD. Line. staff. 
auxiliary Services. en «Revue Internatio­
nale des Sciences Administratives», 3 
(1952), pp. 562-572; MOONEY. Princi­
pios." cit.. pp. 89-106; GARCIA DE EN­
TERRIA, Estructura orgánica y Adminis­
tración consultiva, en «La Administra­
ción Española», Madrid 1961, pp, 41-81; 
MAUNZ-DÜRIE. Relaciones entre la lí­
nea y la Plana Mayor, Méjico 1963; 
CIMMINO. La organización administra­
tiva en su contexto social. Madrid 
1964. pp. 233-246. 
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fundamentación (136), vamos a 
desarrollar los aspectos más no­
tables, configuradores de dicho 
principio, tal y como, en la ac­
tualidad, está vigente, haciendo 
las observaciones críticas perti­
nentes a fin de potenciarlo aún 
más. 

1 . Sustantividad de los órganos 
consultivos 

El ejercicio de la función con­
sultiva presenta, en la organiza­
ción eclesiástica, toda una gama 
de posibilidades y variantes, di­
fícilmente reconducibles a un 
único criterio o principio infor­
mador. Para un mayor orden 
sistemático, vamos a exponer 
los datos que se reflejan en los 

(136) Sobre el particular pueden 
ccnsultarse , entre otros, MOONEY, 
Principios .... cit .• pp. 99 ss; CIMMINO, 
La organización administrativa .... cit.. 
pp. 237 ss. Sobre la atribución de la 
formulación original (délibérer est le 
fait de plusieurs; administrer est le 
fait d'un seul), cfr. GARCIA DE ENTE­
RRIA. Estructura orgánica ... , cit.. pp. 
55-59 Y la bibliografía citada a pie de 
página. 

En sede canónica. Arias ha puesto 
el fundamento de la función consultiva 
en la voluntad constitucional de Cris­
to. Cfr. La función consultiva, en .Ius 
Canonicum •• XI, 22 (1971), pp. 219-221. 

(137) Cfr. Annuario Pontificio per 

textos legales, dejando para el 
final de este primer apartado la 
recapitulación de los mismos. 

a) Un primer grupo de órga­
nos consultivos aparecen como 
colegios, situados externa e in­
dependientemente del órgano 
activo al que asisten mediante 
el ejercicio de sus funciones de 
asesoramiento, estudio, sugeren­
cia, información, etc. Entre éstos 
hemos de enumerar sobre todo 
los Secretariados (REU, artícu­
los 92-102) (137). La misma REU 
los incluye en un apartado inde­
pendiente. distinguiéndolos cla­
ramente del resto de los orga­
nismos romanos. Más concreta­
mente, los diferencia de las que 
llama Congregaciones romanas 
entre quienes se distribuye la 

/'anno 1973. Citta del Vaticano 1973, 
pp. 1.008-1.015 Y 1.415-1.416; DEL RE, 
La Curia Romana. Uneamenti storico­
giuridici, Roma 1970, pp. 207-215; FER­
NANDEZ CASTAf:lO, Los Secretariados 
de la Curia Romana, en -Dinámica ju­
rídica postconciliar», Salamanca 1969, 
pp. 255-269; HUMBERTCLAUDE. Segre­
tariato per i non cristiani, en .Diziona­
rio storico religioso», Roma 1966, colls. 
962-963; Role spécifique du Secrétariat 
pour les non-chrétiens et sa place dans 
/'Eglise, en «Bulletin», 2 (1967), pp. 29-
39; Précisions sur la nature et le role 
du Secrétariat pour les non-chréliens, 
en .Bulletin., 4 (1969). pp. 76-95; KG­
NIG, El diálogo con los no creyentes, 
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función de gobierno. La sustan­
tividad de estos órganos consul­
tivos parece que no puede po­
nerse en duda, al menos desde 
un punto de vista organizativo, 
dado que ni siquiera están ads­
critos a los órganos de gobierno 
ni su Presidencia recae, en la 
actualidad, en personas que 
sean titulares de éstos. 

b) Un segundo grupo -el 
más numeroso- está integrado 
por una serie de órganos cole­
giados. situados externa e inde­
pendientemente de los de go­
bierno, pero en los que la mutua 
articulación presenta caracteres 
distintos, haciendo que su sus­
tantividad no brille como en los 
anteriores. En efecto, alguno de 

en -El diálogo según la mente de Pa­
blo VI., Madrid 1965, pp. 444-453; Va­
lican If et le Secrétariat pour les non­
croyantes, en • La Documentation ca· 
tholique» 49 (1967), colls. 1.693-1.706; 
MIANO, Segretariato per i non creden­
ti. en .Dizionario storico religioso», 
Roma 1966, colls. 961-962; Les taches 
du Secrétariat pour les non croyantes, 
en .Concilium», 23 (1967), pp. 111-116; 
VODOPIVEC, Segretariato per /'unione 
dei cristiani, en -Dizionario storico re­
ligioso», Roma 1966, colls . 963-964; WI­
LLEBRANDS, Le travail du Secrétariat 
pour /'unité des chrétiens, en - La Do­
cumentation catholique», 67 (1970). 
colls. 775-778. 
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estos órganos se articula direc­
ta e inmediatamente con el órga­
no activo a través de la Presi­
dencia. Tal es el caso, en primer 
lugar, del Concilio ecuménico 
(138), del Sínodo de los Obispos 
(139), del Consejo presbiteral 
(140) y del Consejo de pastoral 
(141). En todos ellos, el Romano 
Pontífice o el Obispo diocesano, 
titulares de órganos de gobier­
no, ejercen la Presidencia con 
múltiples funciones referentes a 
la organización, funcionamiento, 
competencia, etc. Asimismo es 

Sin embargo, es preciso reconocer 
la dificultad que entraña concebir los 
Secretariados como órganos consulti· 
vos. ¿No son, más bien, órganos de 
gobierno? La respuesta a este interro­
gante nos llevaría fuera de nuestro in­
tento. Baste con dejar constancia de 
la problemática. 

(138) Aun cuando el Concilio ecu­
ménico venga considerado, en los tér­
minos literales de la consto Lumen Gen­
tium, n. 22, como órgano de gobierno, 
ya que «junto con su Cabeza, el Roma­
no Pontífice, y nunca sin esta cabeza, 
es también sujeto de la suprema y ple­
na potestad sobre la universal Iglesia., 
estimamos que ha de encuadrarse, 
mientras los datos teológicos e histó­
ricos no alumbren la cuestión e influ­
yan en la configuración de una norma­
tiva jurídica distinta de la vigente, den­
tro de una organización de carácter 
consultivo. SOUTO, La funci1n ... , cit. , 
pp. 202-209. 

preciso tener en cuenta la pre­
sencia, con miembros deliberan­
tes, de otras personas, titulares 
también de órganos de gobierno. 
Tales circunstancias configuran 
de un modo muy especial este 
tipo de órganos consultivos. Sin 
embargo, han de integrarse, en 
mi opinión, en una organización 
diferente a la de los órganos 
activos o de gobierno. Gozan, 
desde el punto de vista organi­
zativo, de verdadera sustantivi­
dad. 

(139) Con respecto al Sínodo de los 
obispos, el propio texto legal lo con­
figura como órgano consultivo, ya que 
«por su naturaleza pertenece al Síno­
do de los obiSpos el informar y dar 
consejos. Podrá gozar también de po­
testad deliberativa cuando ésta le fue­
re concedida por el Romano Pontífice, 
al cual en ese caso toca confirmar las 
decisiones del Sínodo.. Cfr. Consto 
Apostolica solicitudo, 15.9.1965 (AAS 
57 (1965), pp. 775-780). En lo sucesivo 
será citada con las siglas AS; ardo 
Synodi Episcoporum celebrandae re­
cognitus et auctus, 24.6.1969 (AAS 61 
(1969). pp. 525-539). En lo sucesivo se­
rá citado con las siglas OSCRA. 

(140) Cf. Decretos Christus Domi­
nus y Presbyterorum Ordinis, nn. 27 y 7 
respectivamente; M. P., Ecclesiae San­
ctae, 1, arto 15; SACRA CONGREGATlO 
PRO CLERICIS, Litterae Circulares ad 
Praesides Conferentiarum Episcopalium 
de Consiliis Presbyteralibus iuxta pla-
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Existen órganos consultivos en 
los que la articulación con el 
órgano de gobierno discurre por 
unos cauces todavía más inten­
sos, a saber: a través de la Pre­
sidencia y mediante la adscrip­
ción a alguno de los departa­
mentos administrativos centra­
les. Este es el caso de la mayor 
parte de las Comisiones o 
Consejos pontificios existentes 
(142). No obstante, tampoco pue­
de pensarse, en mi opinión, en 
órganos-prolongación del órgano 
activo o de gobierno, sino en 

cita Congregationis Plenariae die 10 oc­
tobris 1969 habitae (AAS 62 [1970], 
pp. 459-465). 

(141) Cfr. Decreto Christus Domi­
nus, n. 27; M. P., Ecclesiae Sanctac, 1, 
arto 16. 

(142) EL CONSEJO PARA LOS INS­
TRUMENTOS DE COMUNICACION SO­
CIAL, adscrito a la Secretaría de Es­
tado y al Consejo para los asuntos púo 
blicos de la Iglesia (REU, arto 23); LA 
COMISION TEOLOGICA INTERNACIO­
NAL, adscrita al departamento para la 
doctrina de la fe [Estatuta «ad experi­
mentum» Commissionis t h e o logiae 
(SCTj, 12-1-1969 (AAS 61 (1969), pp. 
540·541)]; LA COMISION PONTIFICIA 
PARA LOS ASUNTOS BIBLlCOS, ads­
crita al mismo departamento [M. P. 
Sedula cura (SC), 27-6-1971 (AAS 63) 
1971, pp. 665·669)]; LA COMISION 
PONTIFICIA PARA LA AMERICA LATI­
NA, adscrita al departamento para los 
obiSpos [(AAS 50 (1958). pp. 997-1.005) 
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órganos externos al mismo en 
cuyas actuaciones participa en 
base a la Presidencia que os­
tenta, dada la adscripción de la 
misma. En realidad, ésta signi­
fica que el órgano consultivo 
ejerce sus funciones primordial­
mente con respecto al conteni­
do material de la competencia 
del departamento admin istrativo 
central al que se adscribe. 

c) Formando parte de un gru­
po, también numeroso, podemos 
enumerar una serie de órganos 
o comisiones, con funciones con­
sultivas, pero con característi­
cas netamente distintas a las 
de los anteriormente menciona­
dos, sobre todo en lo referente 
a la forma en que se manifiesta 

y Annuario Pontificio per /'anno 1972, 
Citta del Vaticano 1972, p. 1.382]; LA 
COM ISION PONTIFICIA PARA LOS EMI­
GRANTES Y EL TURISMO, adscrita tam­
bién al depa¡·tamento para los obispos 
[ M. P., Aposto/ieae caritatis (AC), 19-3-
1970 (AAS 62 (1970), pp. 194-195); REU, 
arto 52]; EL CONSEJO PARA LAS RELA­
CiONES ENTRE U\ S. CONGREGACION 
y LA UNION INTERNAC IONAL DE SU­
PERIORES Y SUPERIORAS GENERALES, 
adscrito al departamento para los reli­
giosos e institutos seculares (M. P. 
Eeclesiae Sanctae, 11, arto 42); EL CON­
SEJO SUPREMO PARA LA DIRECCION 
DE LAS OBRAS MISIONALES PONTI­
FiCIAS, adscrito al departamento para 
la evangelización de los pueblos (REU, 

su articulación con el órgano de 
gobierno al que asesoran. En 
efecto, no se trata de órganos 
o comisiones, situados externa 
e independientemente de la es­
tructura organizativa de los órga­
nos de gobierno; más bien diría 
que forman parte de la propia 
estructura organizativa de éstos. 
Dicho en otros términos, tales 
órganos consultivos no gozan, 
desde el punto de vista organi­
zativo, de entidad propia, de sus­
tantividad. 

Concretamente hemos de in­
cluir, en primer lugar, el Conse­
jo, pieza que, junto con la Pre­
sidencia, la Reunión Plenaria, la 
Reunión Ordinaria y el Congre­
so, integra la estructura orgánica 

arto 89) ; LA PONTIFICIA COMIS10N 
,,¡USTITIA ET PAX., cuya Presidencia 
se otorga al Presidente del departa­
rnento para los laicos (M. P. Catholi­
cam Christi Ecclesiam (CCE), 6-1-1967 
(AAS 59 (1967), pp. 25-28); EL CONSE­
JO PONTIFICIO "COR UNUM., cuya 
Presidencia corresponde al. Secretario 
de Estado [Ep., Amoris officio. 15.7. 
1971 (AAS 63 (1971), pp. 669-673], etc. 

(143) Cfr. REU, arto 5; Rsgo/amento 
Generale deJ/a Curia Romana, arts. 111; 
125-127; 129-130 (AAS 60 (1968), pp. 
165, 166-170). En lo sucesivo será ci­
tado con las siglas RGCR. Para una 
expos ición detallada del régimen jurídi­
co de esta pieza orgánica, vid. DELGA-
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de cada uno de los departamen­
tos administrativos centrales 
(143) y cuya finalidad se con­
creta en asesorar, en torno a 
las cuestiones que le son some­
tidas por el Secretario, cum­
pi iendo órdenes del Presidente 
(RGCR, arto 126, § 2). En segun­
do lugar podríamos mencionar 
la existencia de Oficios internos 
con la específica función de 
recoger información y estar en 
contacto permanente con insti­
tuciones dedicadas al estudio de 
alguna de las materias, objeto 
de la competencia del órgano de 
gobierno (144). Por último, ha­
bría que referirse a las funcio­
nes de carácter consultivo reali­
zadas por los diferentes Oficios 

DO. La Curia Romana. E/ gobierno cen­
traí ... , cit. 

(144) Ejemplos al respecto pueden 
ifldlvidualizarse en los Oficios para las 
relaciones con las Conferencias epis­
copales, con las Comisiones litúrgicas 
nacionales y con los Institutos dedi­
cados al apostolado litúrgico, a la mú­
sica, al canto y al arte sagrados (SRC, 
arto 2). Asimismo, por su novedad, po­
demos mencionar los llamados repre­
sentantes o corresponsales, con la es­
pecífica misión de servir de permanen­
te comunicación entre el Secretariado 
para la unión de los no cristianos y las 
Conferencias episcopales nacionales. 
Cfr. HUMBERTCLAUDE, Précisions sur 
/a nature ... , cit., pp. 87-88. 
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internos en que se estructura 
cada departamento y las Comi­
siones especiales creadas para 
el tratamiento de asuntos muy 
concretos (145). 

A la luz de los datos aducidos 
y desde la estricta perspectiva 
organ izativa, la articulación en-

(145) Entre éstas podemos enume· 
rar las siguientes : LA COMISION ES­
PECIAL PARA LA LITURGIA, en el de­
partamento para las Iglesias Orienta­
les (cfr. Annuario Pontificio per /'anno 
1973 ... , cit., p. 966) ; LAS COMISIONES 
ESPECIALES PARA EL TRATAMIENTO 
DE LAS CAUSAS DE LA SAGRADA ORo 
DENACION y DE DISPENSA DEL MA­
TRIMONIO RATO Y NO CONSUMADO, 
en el departamento para la disciplina 
de los sacramentos (cfr. Annuario Pon­
tificio per /'anno 1973 . .. , cit., pp. 969-
971; REU, arto 56, § 2); LA COMISION 
ESPECIAL PARA LA REFORMA DE LOS 
LiBROS LlTURGICOS (SRC, arto 4, § 3) 
Y OTRAS QUE PUEDAN ESTABLECERSE 
(SRC, arto 3), en el departamento para 
el culto divino ; LA OBRA PONTIFICIA 
P!\RA LAS VOCACIONES RELIGIOSAS 
(cfr. M. P., Cum supremae, 11-2-1955 
(AAS 47 (1955), p. 266), en el depar­
tamento para los religiosos e institutos 
seculares; LA COMISION JURIDICA 
PERMANENTE, LA COMISION DE PAS­
TORAL MISIONERA, LA COMISION 
TEMPORAL PARA LOS CATEOUISTAS 
(cfr. L'attivita della Santa Sede nel 
1970, Tipografía Políglota Vati cana, 
pp. 727, 728 Y 729), en el departamen­
to para la evangelización de los pue­
blos, etc. 

tre gobierno y consejo se halla 
más cercana a la concepción sur­
gida de la Administración napo­
leónica (146), modelo de toda 
Administración continental, que 
a la más reciente de la técnica 
organizativa Staff and fine (147)_ 
Tal apreciación es válida como 

(146) En relación con la concepción 
napoleónica de la función consultiva, 
García de Enterría comenta que .. inte­
resa, por de pronto, notar que impl i­
có, en primer lugar, una determinada 
art icul8ción entre jefe y cansi/ium. Toc­
queville había visto que la asociación 
entre jefe y colegio fue una de las 
posibilidades más ricas abiertas por el 
famoso principio napoleónico, pero no 
observó, sin embargo, que tal asocia­
ción quedaba red ucida a técnicas de 
colaboración , que si efectivamente 
eran nuevas, se reducían, por otra par­
te, a fórmulas tasadas. Estas fórmulas 
Gmn concretamente dos y nada más 
que des: articulación del jefe activo 
con un órgano colegiado decisor en 
cuya deliberación él mismo participa 
y cuyos acuerdos ejecuta, y articula­
c ión del jefe activo con un collegium, 
colocado externa e independientemen­
te a él, pero que le asiste mediante 
dictámenes consultivos especialmente 
solicitados para casos concretos», Es­
tructura orgánica ... , cit., pp. 59-60. 

Dicho 8utor hace notar que .. última­
mente se pretende reconducir este 
gran descubrimiento de la asociación 
de un órgano ejecutivo y de un cansi­
lium a la tradición romana. HAURIOU, 
Précis de Droít Administratif, 13' eel ., 
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criterio general y desde la pers. 
pectiva organizativa. Es decir, 
aun cuando la configuración de 
la función consultiva coincida, 
organizativamente hablando, con 
la concepción napoleónica (salvo 
excepciones) ello no quiere de­
cir que, en la organización ecle-

Paris 1933, p. 118. CORDERO TORRES, 
El Conseja, cit., p. 11. En cualquier ca­
so, siempre sería una tradición perdi­
da e inoperante, de tal modo que su 
existencia no resta el menor mérito a 
su descubrimiento por la Administra­
ción napoleónica», Ibidem, nota n. 21, 
p. 59. Sin embargo, es preciso consta­
t2r 18 vigencia de tal articulación, in­
cl uso con formas más completas, en la 
organización eclesiástica. 

(147) .. El 'staff' , ... no se constituye, 
en rig or, como un órgano sustantivo, 
independiente como tal del órgano ac­
tivo, sino que, por el contrario, se ar­
ti cula como una extensión de la perso­
nal idad del jefe, en los términos ya clá­
s icos de Fayo l, mediante una asisten­
cia permanente», G.ARCIA DE ENTE­
RRIA, Estructura orgánica ... cit., pp. 65-
66. Cfr. LANGROD, Line, Staff .. . , cit.; 
MOONEY, Principios ... , cit., pp. 98-102. 
Según García de Enterría el aislamien­
to de la técnica de «Estado Mayor» 
desde la organización militar y su tras­
posición al campo general de la orga­
nización, así como su aplicación a la 
Administración Pública, parece ser un 
mérito debido a Fayol, Estructura orgá­
nica .. . , cit., nota n. 15, pp. 554-555. 
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siástica, el ejercIcIo de dicha 
función presente los mismos 
caracteres, como indicaremos 
más adelante. Solamente se afir­
ma el hecho de que, en princi­
pio, y con carácter general, la 
función consultiva, el1 la orga­
nización eclesiástica, viene sien­
do realizada por órganos con en­
tidad propia, externa e indepen­
dientemente constituidos con 
respecto a la organización de go­
bierno, integrando, a su vez, una 
organización paralela, pero dis­
tinta. En este sentido, la simili­
tud con la concepción surgida 
de la Administración napoleóni­
ca nos parece evidente. 

No obstante, conviene cons­
tatar también el hecho de que, 
en ciertos supuestos, la función 
consultiva viene ejercida por ór­
ganos o comisiones, integradas 
en la propia estructura organi­
zativa del órgano de gobierno, 
como hemos puesto de relieve. 
Quizá el ejemplo más caracte­
rístico al respecto resida en el 
Consejo Supremo del gobierno 
central y en el Consejo del go­
bierno diocesano (tal y como los 
hemos propuesto al hablar del 
principio de coordinación). En 
ambos supuestos, cada uno de 
los componentes individuales 
cumplen funciones, entre otras, 
de asesoramiento, constante y 

permanente, respecto al Presi­
dente nato de ambos consejos 
de gobierno, a saber: el Romano 
Pontífice y el Obispo diocesano. 
Es decir, tanto uno como otro 
se hallan asistidos permanente­
mente por dichos Consejos en 
el ejercicio de todas sus fun­
ciones. 

Una última observación nos 
sugiere el análisis realizado. La 
organización consultiva, sobre 
todo a nivel central, aparece 
particularmente compleja. En al­
gunos casos, el conjunto de los 
órganos consultivos que aseso­
ran a un determinado departa­
mento administrativo central re­
viste, organizativamente hablan­
do, una importancia similar a la 
del propio órgano decisor. Pen­
semos en que, como criterio ge­
neral, cada departamento, ade­
más del Consejo, suele tener 
adscrita alguna Comisión o Con­
sejo Pontificio (en algunos casos 
más de uno). A esto hay que 
añadir la existencia de Comisio­
nes especiales para el trata­
miento de ciertos asuntos, los 
Oficios internos que, entre otras, 
cumplen funciones consultivas y 
las constantes referencias del 
texto legal (además del criterio 
general del arto 8 de la REU) a 
la necesidad de informarse, pe­
dir el parecer, etc., a las Confe-
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rencias episcopales, por ejem­
plo. 

Da la impresión, pues, de un 
número excesivo de órganos 
consultivos para el cumplimien­
to de las mismas o similares 
funciones. Ello está suponiendo 
un ejercicio del poder organiza­
tivo sin venir precedido de un 
estudio serio de la amplitud del 
contenido de la función consul­
tiva que es preciso ejercer. Tal 
conocimiento y su consiguiente 
valoración nos parecen indispen­
sables para decidir la necesidad 
del establecimiento de nuevos 
órganos consultivos. De lo con­
trario, se corre el riesgo de una 
repetición innecesaria de órga­
nos, de montar una organización 
consultiva falta de coordinación, 
de provocar un gasto, hasta cier­
to punto innecesario, de esfuer­
zos, medios, etc. 

En mi opinión, la reforma ge­
neral de la Curia Romana debe­
ría haberse planteado, a nivel 
central, estas cuestiones con 
mayor amplitud y visión de con­
junto. No se trata de estable­
cer indiscriminadamente órga­
nos consultivos, sino de hacerlo 
de tal forma que, con el menor 
esfuerzo posible, se consigan 
más eficazmente los objetivos 
propuestos. Para ello me parece 
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indispensable proceder, en cada 
momento, con visión de conjun­
to, con sentido de coordinación 
y aplicando los criterios técni­
cos que presiden los aspectos 
más importantes de este tipo de 
organizaciones. La organización 
consultiva eclesiástica, sobre 
todo a nivel central, da la impre· 
sión de adolecer de alguno de 
estos inconvenientes. De ahí la 
necesidad, a mi entender, de 
proceder, en estos aspectos, a 
una profunda revisión crítica que 
asegure, junto a los indudables 
aciertos que presenta en otras 
facetas, un equilibrado y armó­
nico ejercicio del poder organi­
zativo al respecto. 

(148) En efecto, este extremo pue­
de comprobarse, a título de ejemplo, 
en los siguientes órganos consultivos: 
Concilio Ecuménico (c. 222); Sínodo de 
los obispos (AS, arto 3; OSCRA, arts. 
1-2); Comisión teológica internacional 
(SCT art. 2); Comis ión Pontificia para 
los asuntos bíblicos (SC, arto 2); Ca· 
misión Pontificia para la América Lati· 
na (Annuario Pontificio per ranno 1973, 
... cit., p. 1.028, Y L'attivitá del/a Santa 
Sede nel 1969, 1970 ... , cit., pp. 651 Y 
679, respectivamente); Comisión Pon­
tificia para los emigrantes y el turismo 
(AC, arto 1); Consejo supremo para ·la 
dirección de ·Ias obras misionales pon­
tificias (Annuario pontifiCiO per ranno 
1973 ... , cit., p. 987); Pontificia Comi­
sión «Iustitia et Pax» (CEE, arto 2. 1.°); 

2. Composición individual y 
orgánica 

En relación con la composi­
ción individual de los órganos 
consultivos se advierte, en pri­
mer lugar, la presencia del titu­
lar del órgano de gobierno al 
que asesoran (148), ejerciendo 
normalmente la Presidencia del 
colegio consultivo. En otros su­
puestos se advierte además la 
presencia, como componentes 
individuales del colegio asesor, 
de personas directa e inmedia­
tamente vinculadas con la orga­
nización de gobierno. En efecto, 
el Sínodo de los obispos, en 
cualquiera de sus tres tipos de 

Consejo Pontificio "Cor unum» (Ep. 
Amoris officio ... cit.), etc. Con respec· 
to a la organización diocesana, cfr. no­
t as 140 y 141. 

(149) Cfr. AS, arts. 5, 2.°; 6, 2.°; 
OSCRA, arto 4. La justificación de dicha 
presencia es argumentada en base a 
una serie de razones, prácticamente re· 
petidas por toda la doctrina. A título 
de ejemplo, cfr. BERTRAMS, Struttura 
del Sinodo dei Vescovi, en «La civilta 
cattolica», 116 (1965), IV, p. 422; Como 
mentarium in lit ter a s aposto/icas 
«Apostolica solicitudo» Pauli Papa e VI, 
en «Periodica», 55 (1966), p. 117. 

En otros órganos consultivos centra­
les también puede advertirse entre sus 
miembros la presencia de personas, 
vinculadas con la organización de 90-
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reuniones, está integrado por los 
cardenales que presiden los di­
casterios romanos (149), y de 
los Consejos del presbiterio y 
de pastoral, además del Obispo 
diocesano, forman parte, de mo­
do habitual, el Vicario General 
y de pastoral (Vicarios episco­
pales) (150). 

En segundo lugar, los órganos 
consultivos -verdaderos cole­
gios- están integrados por un 
grupo, más o menos numeroso 
de personas, totalmente des­
vinculadas del órgano de gobier­
no al que asesoran. A este res­
pecto interesa destacar ciertos 
detalles, particularmente impar-

bierno . Tal es el caso, por ejemplo, de 
los Secretariados (cfr. REU, arts. 92, 
§ 2; 97; Annuario Pontificio per ranno 
1973... cit., pp. 1.008-1.015) Y de las 
Comisiones Pontificias para la América 
Latina y para los emigrantes y el tu­
rismo (Anl1uario Pontificio per ranno 
1973 .. . , cit., pp. 1.028, 1.030·1.031. 

(150) Puede afirmarse que práctica­
mente se ha optado, con carácter ge­
neral, por la consideración de los Vi­
carios como miembros natos de ambos 
consejos. Se trata de un criterio apli­
cado constantemente en la ordenación 
de los mismos. Cfr., entre la múltiple 
bi!:¡liiografía al respecto, e A.H D' 1 A, 
I Consigli Presbiterale e Pastorale nella 
dimensione post-conciliare del/a Chiesa 
locale, Modena 1971. 
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tantes, que configuran, de un 
modo muy especial, el ejercicio 
de la función consultiva en la 
organización eclesiástica. 

a) Los miembros, en su ma­
yoría, responden a la propia fina­
lidad del colegio consultivo. Es 
decir, la adscripción o el criterio 
de incorporación está en rela­
ción con la naturaleza específica 
de la función que se asigna al 
cuerpo consultivo como tal. Cier­
to que todos ejercen la función 
consultiva, pero ésta puede re­
vestir diferentes matices dentro 
de su contenido genérico. Dicho 
matiz o variante, distinguible en 
el contenido de la función con­
sultiva, determina el criterio (al 

(151) .. Fines generales Synodi Epi­
scoporum sunt: a) fovere arctam con­
iunctionem et adiutricem operam inter 
Summum Pontificem et Episcopos to­
tius orbis terrarum; b) curare ut dire­
cta ac vera notitia habeatur de quae­
stionibus et de rerum condicionibus, 
quae spectant ad vitam internam Eccle­
siae eiusque debitam in hodierno mun­
do actionem; c) faciliorem efficere con­
cordiam sententiarum saltem quoad 
essentialia capita doctrinae et quoad 
rnodum procedendi in vita Ecclesiae. 

Fines speciales atque proximi sunt: 
a) opportunos nuntios invicem commu­
nicare; b) consilia conferre circa nego­
tia, quorum causa Synodus singulis vi­
cibus convocatibur» (AS, arto 2, 1.°_2.°). 

(152) En efecto, basta la simple 

menos, influye decisivamente) 
de incorporación de unas perso­
nas y no de otras, como miem­
bros del col e g i o consultivo. 
Unos ejemplos ayudarán a la 
comprensión de este punto. 

El Sínodo de los obispos, orga­
nismo de ayuda y consejo al 
Supremo Pastor de la Iglesia 
(AS, arto 1 J. persigue, entre otros 
objetivos, el aportar noticias di­
rectas y exactas acerca de las 
cuestiones y condiciones de las 
cosas que afectan a la vida inter­
na de la Iglesia y a su conve­
niente actuación en el mundo de 
hoy, así como facilitar la con­
cordia de pareceres en los pun­
tos esenciales de la doctrina y 

enumeración de alguno de sus miem­
bros para comprender el punto de vis­
ta sustentado, a saber: los Patriarcas, 
los Arzobispos Mayores y los Metro­
politanos fuera de los Patriarcados de 
las Iglesias Católicas de rito oriental, 
los Obispos elegidos por las Conferen­
cias episcopales nacionales o de va­
rias naciones (los Presidentes de di­
chas conferencias, si se trata de una 
reunión extraordinaria), los religiOSOS 
que llevan la representación de los 
Institutos religiOSOS clericales, etc. 
Cfr. AS, arts. 5-7; OSCRA, art. 4. Pre­
cisamente en base a la representación 
que, según el texto legal, ostentan la 
mayor parte de los componentes indi­
viduales del Sínodo se puede afirmar 
que éste no representa al Colegio epis-
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modo de proceder (151). En con­
sonancia con estos objetivos, la 
mayor parte de sus componen­
tes se hallan en condiciones de 
aportar, por una parte, tales no­
ticias e informaciones y, por 
otra, de contribuir eficazmente 
al logro del resto de los objeti­
vos. Es decir, los miembros, in­
tegrantes del Sínodo, represen­
tan una serie de realidades, de 
unidades sociales de base, capa­
ces de aportar una colaboración 
decisiva para el logro de los 
objetivos propuestos (152). 

Este mismo criterio se viene 
adoptando, en mi opinión con 
pleno acierto, en relación con 
otros órganos consultivos (153), 

copal ni constituye una forma orgánica 
de actuación del mismo. Cfr., al res­
pecto. NEUMAN, Die Bischofssynode, 
en «Tübingen Theologische Quartal­
schrift», 147 (1967). pp. 19·20; KLOPPEN­
BURG, O Sinodo dos Bispos. Represen­
tac;:ao e Ac;:ao do Colégio?, en .. Revista 
Ecclesiastica brasileira», 17 (1967), pp. 
339-347; SOUTO, Autonomia e liberta 
nel/'ambito istituzionale. La collegialita 
dopo iI Vaticano, en .. Studi Cattolici», 
nn. 100-101 (1969), p. 520. 

(153) En el Cabildo catedral, como 
senado y consejo del Obispo (c. 391), 
también está latente, en base a una 
ficción, la idea de representación del 
presbiterio diocesano. Cfr. TORQUE­
BIAU, Chapitres de chanoines, en .. Dic-
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a saber: el Consejo del presbi­
terio y el Consejo de pastoral 
en las organizaciones diocesa­
nas. En ambos casos se da aco­
gida al principio de representati­
vidad como cauce apto para po­
tenciar la consecución de los 
objetivos propuestos. En el pres­
biterio se habla de un consejo o 
senado de sacerdotes, represen­
tantes de los presbíteros (154), 
pudiendo formar parte del mis­
mo los religiosos que participen 
en la cura de almas y ejerzan 
obras de apostolado (155). Dicho 
aspecto aparece destacado, con 
particular relieve, en las normas 
emanadas por la actual S. Con­
gregación para los clérigos 

tionnaire de Droit Canonique», 111, Pa­
ris 1942, colls. 530 ss. 

(154) Cfr. Decreto Presbyterorum 
Ordinis, n. 7 y M. P., Ecc/esiae San­
ctae, 1, arto 15. § 1. 

(155) Cfr. M. P., Ecc/esiae Sanctae, 
1, arto 15, § 2. 

(156) Cfr. Litteras circulares ad 
Praesides Conferentiarum Episcopalium 
de Consiliis Presbyteralibus ... cit., 
arto 6. 

(157) Cfr. Decreto Christus Domi­
nus, n. 27 y M. P., Ecclesiae Sanctae, 
1, arto 16, § 3. 

(158) Cfr. Annuario Pontificio per 
I'anno 1973, Citta del Vaticano 1973, 
p. 1.035; DO P F N E R, Commissione 
theo/ogica e regola del/a fede: due pro­
posta del Sinodo dei Vescovi, en «La 

(156). El Consejo de pastoral. 
por su parte, estará integrado 
por clérigos, religiosos y segla­
res (157). El examen de los dis­
tintos estatutos de dichos órga­
nos confirma plenamente estos 
extremos. 

El carácter específico de los 
objetivos, dentro de la función 
consultiva, aparece también, in­
cluso con mayor claridad e in­
tensidad, como factor determi­
nante a la hora de señalar la 
composición individual de mu­
chos de los órganos consultivos, 
existentes en la organización 
eclesiástica. En efecto, la Comi­
sión teológica internacional está 
integrada por diversos teólogos, 

Collegialita episcopale per iI futuro del­
la Chiesa», Firenze 1969, pp. 182-184; 
LEFEBVRE, La Commission théologique, 
en «L'Année Canon ique., 14 (1970), pp. 
119-120; LESCRAUWAET, De internatio­
nale theologische commissie, en «Theo­
logie en pastoraat., 66 (1970), pp. 366-
369. 

(159) Cfr. LEFEBVRE, La Commis­
sion Biblique: sa réorganisation, en 
«L'Année Canonique., 16 (1972), pp. 8-9. 

(160) «La Pontificia Commissione 
per le Comunicazioni Sociali e quindi 
composta attualmente dal presidente, 
pro-presidente, da 15 membri di cui 
quattro cardinali e il a,rcivescovi e ves­
covi, scelti fra i presidenti delle Com­
missioni Episcopali per le Comunicazio­
ni Sociali dei vari paesi e dai tre pre-
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en número no superior a treinta 
(SCT, arts. 4-5) (158); la Ponti­
ficia Comisión para los asuntos 
bíblicos está integrada por vein­
te miembros, verdaderos espe­
cialistas o cultivadores de las 
ciencias bíblicas (SC, arts. 3-4) 
(159); el Consejo Pontificio para 
los instrumentos de comunica­
ción social está compuesto de 
quince miembros, directamente 
relacionados con tales activida­
des (160); el Consejo de cada 
uno de los departamentos admi­
nistrativos centrales está inte­
grado por un número indetermi­
nado de personas, peritas en las 
materias objeto de su competen­
cia (161), etc. 

sidenti delle Organizzazioni Internazio­
nali Cattoliche per i mezzi di comuni­
cazione sociale», L'attívitá del/a Santa 
Sede nel 1969, Tipografia Poliglotta Va­
ticana, p. 885. Cfr. DESKUR, La Pon­
tificia Commissione per le Comunica­
zioni Sociali e I'applicazione del De­
creto Conciliare «Inter mirífica», en 
«Seminarium. 23 (1971), pp. 161-178. 

(161) En efecto, en cada departa­
mento administrativo central habrá una 
serie de consultores permanentes 
(RGCR, arto 126, § 1) «de todo el mun­
do, tanto entre los obiSpos residencia­
les o titulares como entre los clérigos 
diocesanos o religiosos verdaderamen­
te peritos, acreditados por su pruden­
cia y experiencia, y, si lo pide el asun­
to sometido a algún dicasterio, tam-
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Resumiendo este primer as­
pecto, destacaremos cómo, con 
carácter general, los miembros 
integrantes de los órganos con­
sultivos vienen designados, al 
menos en una cierta proporción, 
teniendo presente el contenido 
específico de la función consul­
tiva que van a ejercitar. Es decir, 
salvo excepciones (162), la ma­
yor parte de sus miembros es­
tán desvinculados del órgano de 
gobierno al que asesoran y se 
designan en base a la compe­
tencia técnica o a la represen­
tatividad que reclama el cabal 
cumplimiento de los objetivos 
que vienen asignados al órgano 
consultivo. 

Tal característica configura al 
órgano consultivo como osten­
tando la competencia técnica 
frente al órgano que ha de tomar 
las decisiones. Esto es, dados 

bién entre los laicos que destaquen 
por su virtud, ciencia y experiencia, 
principalmente entre los profesores de 
las universidades» (REU, arto 5, § 1). 

(162) Un ejemplo al respecto podría 
observarse en la composición de la 
Pontificia Comisión para la América La­
tina. En efecto, gran parte de sus com­
ponentes individuales (miembros o 
consejeros) ostentan una vinculación 
directa con la organización del gobier­
no central de la Iglesia. Sin embargo, 
este aspecto puede quedar compensa-

los criterios que inspiran la com­
posición individual, hemos de 
entender que el órgano decisor 
(de gobierno) se rodea de un 
cuerpo consultivo técnico, capaz 
(por su propia naturaleza) de su­
ministrar, en todo momento, los 
datos, las noticias, la informa­
ción, los conocimientos técni­
cos, etc., necesarios a la hora 
de decidir (163). Así como la 
decisión pertenece exclusiva­
mente al órgano de gobierno, la 
competencia técnica se hace re­
sidenciar precisamente en el 
órgano consultivo. Competencia 
técnica que, dada la presencia 
del órgano decisor en el mismo 
cuerpo consultivo, es suminis­
trada o puesta a su disposición 
de manera permanente y cons­
tante. 

b) El procedimiento concreto 
de designación de los compo-

do con la existencia del Consejo Gene­
ral de la Pontificia Comisión para la 
América Latina. Cfr. Annuario Pontifi­
cio per /'anno 1973, Cittá del Vaticano 
1973, pp. 1028-1029. 

Otro ejemplo, quizás más claro, pue­
de verse en la actual composición de 
la Pontificia Comisión para los emi­
grantes y el turismo, en la que todos 
sus miembros están vinculados con 
la organización de gobierno. Cfr. AC, 
arto 1 y Annuario Pontificio per f'anno 
1973 ... cit., pp. 1030-1031. 
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nentes individuales de los órga­
nos consultivos también reviste 
aspectos relevantes. En efecto, 
la mayoría de las personas inte­
grantes de dichos órganos son 
designadas, aun cuando su nom­
bramiento corresponda al órga­
no de gobierno, mediante el jue­
go de unos criterios que asegu­
ran, en gran parte, la no directa 
e inmediata dependencia del 
mismo (164). Analicemos algu­
nos supuestos. 

En el Sínodo de los obispos, 
además de los que son miem­
bros por razón del oficio que 
desempeñan, el grupo más nu­
meroso está integrado por los 
obispos, representantes de las 
Conferencias episcopales nacio­
nales o de varias naciones. Es­
tos, en la proporción que les 
corresponda (AS, arto 8; OSCRA, 
arto 6, § 1, 3.°), son elegidos por 

(163) No obstante lo dicho, convie­
ne insistir en un aspecto particular­
mente importante, a saber: el criterio 
fundamental en orden a designarlos 
miembros de los órganos consultivos 
(en su mayoría órganos técnicos) no 
puede ser otro que el de su capacita­
ción o preparación técnica. 

(164) Existen, sin embargo, casos 
en que los componentes individuales 
del órgano consultivo son designados 
en su totalidad por el titular de algún 
órgano de gobierno. En efecto, los 
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las propias Conferencias me­
diante votación secreta. Lo mis­
mo ocurre con los religiosos 
elegidos, mediante votación se­
creta, por la Unión Romana de 
los Superiores Generales. 

En el Consejo del presbiterio 
y de pastoral, el grupo más nu­
meroso de sus componentes 
también es designado por un 
procedimiento que asegura la no 
intervención del titular del órga­
no de gobierno. Podrá, en todo 
caso, pensarse que dicho pro­
cedimiento es susceptible de 
mayor perfección, pero, sin duda 
alguna, permite la integración 
del órgano consultivo por perso­
nas en cuya designación no se 
advierte una intervención deci­
siva del órgano de gobierno. Tal 
criterio está vigente también en 
otros órganos consultivos, a sa-

miembros integrantes del Consejo de 
cada uno de los departamentos admi­
nistrativos centrales son nombrados 
directamente por el Romano Pontífice 
(REU, arto 5, §§ 1-2). Asimismo lo son 
igualmente nombrados por el Romano 
Pontífice los consultores de los Se­
cretariados para la unión de los cristia­
nos (REU, art. 92), para los no cris­
tianos (REU, arto 97) y para los no cre­
yentes (REU , arto 101). Cfr. Annuario 
Pontificio per I'anno 1973... cit., pp. 
1009·1010, 1011-1012, 1014-1015. 

(165) Aun cuando el nombramiento 

ber: el Consejo Pontificio para 
los instrumentos de comunica­
ción social (165), la Pontificia 
Comisión para los asuntos bíbli­
cos (166), la Comisión teológica 
internacional (167), etc. 

Esta característica de la orga­
nización consultiva de la Iglesia 
fue ya resaltada de manera elo­
giosa, por un gran conocedor de 
las técnicas organizativas (168). 
Característica que designó con 
e-I nombre de independencia del 
Estado Mayor. Prescindiendo del 
acierto del término escogido, es 
preciso reconocer la realidad 
que se quiere poner de mani­
fiesto. En efecto, una auténtica 
organización consultiva, si ha de 
ser verdaderamente eficaz, de­
be, en mi opinión, estar ador­
nada de dicha característica: la 
independencia de gran parte, al 

corresponde al Romano Pontífice (REU, 
arto 5, §§ 1-2), la mayoría de sus com­
ponentes son elegidos por un procedi­
miento que permite garantizar la no de­
pendencia directa del órgano de gobier­
no. En efecto, de los 15 miembros de 
que consta, 11 son elegidos de entre 
los ArzobiSpos y Obispos, presidentes 
de las Comisiones episcopales para las 
comunicaciones sociales de los distin­
tos países y de entre los preSidentes 
de las Organizaciones internacionales 
católicas para los medios de comunica­
ción social. Cfr. L'attivitá della Santa 

159 

menos, de sus componentes. No 
basta con que dichos órganos 
puedan conocer la realidad, ase­
sorar, informar, poseer una de­
terminada competencia técnica. 
Es preciso también que todo 
ello llegue al órgano de gobier­
no, que se arbitren unos determi­
nados cauces que aseguren la 
independencia de juicio y un 
asesoramiento con total libertad, 
evitando que tales órganos con­
sultivos lleguen a convertirse en 
simples cajas de resonancia de 
los propios puntos de vista del 
órgano decisor. En tal caso no 
tendría sentido mantener tal es­
tructura organizativa. Se trata de 
que, conscientes de su misión, 
expongan y aporten, clara y va­
lientemente si es preciso, la in­
formación debida. Después, con 
todos los elementos precisos, el 

Sede nel 1969, Tipografia Poliglotta Va­
ticana, p. 885. 

(166) Sus miembros son nombrados 
por el Romano Pontífice a propuesta 
del Presidente de la Comisión, previa 
consulta alas Conferencias episcopa­
les (SC, arto 4). 

(167) Los miembros de esta Comi­
sión también son nombrados por el Ro­
mano Pontífice, a propuesta del P,resi­
dente, previa consulta a las Conferen­
cias episcopales (SCT, arto 5). 

(168) MOONEY, Principios ... . cit .• 
pp. 203-207. 
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órgano de gobierno deberá to­
mar la decisión que juzgue opor­
tuna. 

Ahora bien, tal característica 
no es predicable, con carácter 
general, de la organización con­
sultiva de la Iglesia (169). Ello, 
sin embargo, no significa que 
esta organización no sea útil ni 
cumpla eficazmente con sus fun­
ciones. Pero, ¿por qué no se ha 
observado un criterio uniforme? 
Dentro de este panorama de 
opciones diversas, es curioso 
observar cómo, con respecto al 
Consejo de cada uno de los 
departamentos y a las Comisio­
nes especiales para el trata­
miento de asuntos también es­
peciales, integradas dentro de 
la propia estructura organizativa 
del órgano de gobierno, sus 
miembros se designan directa e 
inmediatamente por el titular del 
mismo. Sin embargo, en otros 
supuestos de reciente creación 
o reforma, aun cuando el nom­
bramiento se reserve al Romano 
Pontífice, se sigue un procedi­
miento diverso que asegura una 

(169) Cfr. nota 164. En realidad, po­
dría preguntarse, a la vista de la com­
posición individual , si alguno de estos 
órganos no habría de configurarse más 
bien como una Comisión mixta o de 
coordinación. Tal sería el caso, por 

auténtica participación de dife­
rentes instituciones en orden a 
proponer los posibles miembros 
de los distintos órganos con­
sultivos. 

En mi opinión, el criterio adop­
tado en relación con la Comisión 
Pontificia para los asuntos bíbli­
cos y la Comisión teológica in­
ternacional, por ejemplo, ofrece 
un punto de equilibrio verdade­
ramente digno de elogio y que 
podría seguirse con carácter ge­
neral, a saber : la intervención 
de las Conferencias episcopales 
en orden a la propuesta y suge­
rencia de personas, adornadas 
con los requisitos de idoneidad 
exigidos, En base a estas pro­
puestas, el Presidente de cada 
órgano consultivo elevaría la re­
lación definitiva para su aproba­
ción por el Romano Pontífice, si 
lo estima oportuno. La organiza­
ción consultiva diocesana, en 
principio, no presenta dificultad 
alguna al respecto. 

En relación con la composición 
orgánica de cada uno de los dis-

ejemplo, de la Pontificia Comisión para 
los emig,rantes y el turismo, y de la 
Pontificia Comisión para la América La­
t ina. 

(170) Tal circunstancia o criterio 
puede observarse, por ejemplo, en los 
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tintos órganos consultivos, va­
mos a referirnos a dos aspectos 
que consideramos de cierta im­
portancia, a saber: la propia es­
tructura orgánica y las funciones 
atribuidas, en relación con el 
funcionamiento, a sus centros de 
dirección. 

La estructura orgánica que 
adopta cada uno de los distintos 
órganos consultivos viene deter­
minada por la propia normativa 
jurídica que los regula. Sin em­
bargo, dentro de esta aprecia­
ción general, se observan ciertas 
variantes o modalidades de gran 
interés. 

En efecto, en unos casos se 
configuran las piezas orgánicas, 
habituales en este tipo de ór­
ganos. Diríamos que se deter­
minan los órganos indispensa­
bles para su normal funciona­
miento (170), dejando al propio 
cuerpo consultivo o a su Presi­
dente la facultad de establecer 
además una determinada organi­
zación interna, en el caso de que 
sea necesaria para el cumpli-

Secretariados para la unión de los cris­
tianos (REU, arto 92 , § § 1-3), para los 
no cristianos (REU, arto 101); en la 
Comisión teológica internacional (SCT, 
arts . 2-3; 6); en la Comisión Pontifi­
cia para los asuntos bíblicos (SC, arts. 
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miento eficaz de sus funciones 
(171). En otros, el legislador, 
probablemente dada la mayor 
importancia y complejidad del 
órgano consultivo, es más explí­
cito y regula, con cierto detalle, 
las distintas piezas orgánicas 
del mismo (172). Por último, 
existen supuestos (173) en los 
que el legislador opta por el cri­
terio de regular mínimamente 
los aspectos orgánicos, dejando 
una intervención directa a los 
propios componentes del órgano 
consultivo. 

Tales datos nos sugieren una 
reflexión que consideramos de 
interés, a saber: la estructura 
orgánica de los consejos consul­
tivos viene determinada general­
mente por la propia normativa 
jurídica. Es decir, el legislador 

2; 5-7; 10); en la Comisión Pontificia 
• Iustitia et pax» (CCE, arto 3), etc. No 
obstante, es ;preciso contemplar ¡la 
realidad de c:ada órgano concreto, 
puesto que es frecuente encontrar 
ciertas variantes al respecto. Incluso 
hay supuestos en los que el texto le­
gal ni siquiera menciona la Asamblea 
plenaria del cuerpo consultivo. 

(171) Este segundo aspecto es 
igualmente comprobable con respecto 
a la casi totalidad de los órganos con­
sultivos. El texto legal suele mencionar 
las figuras del Presidente, Vicepresi­
dente, Secretario, Subsecretario, Asam-

fija la ordenación interna que se 
considera básica para el propio 
funcionamiento, dejando, en mu­
chos casos, abierta la posibili­
dad para una ulterior especifica­
ción de la misma, acorde con 
las materias concretas objeto 
de estudio. Precisamente la efi­
cacia de las actuaciones y tra­
bajos de los consejos consulti­
vos, salvo que las funciones atri­
buidas a los centros de direc­
ción lo impidan, reside, en gran 
parte, en la organización con­
creta a través de subcomisiones, 
grupos de trabajo o estudio, etc. 
Organización que no fija el legis­
lador, sino que, facultando su 
constitución, queda en manos 
del propio colegio consultivo. 
Esta característica de la organi­
zación consultiva resalta aún 

blea o Reunión plenaria. Del resto de 
la posible ordenación interna se guarda 
silencio. Sin embargo, ésta existe en 
la mayoría de los casos. 

(172) Un ejemplo claro al respecto 
puede verse en el Sínodo de los obis­
pos. En efecto, los textos legales con­
figuran, con cierto detalle, las figuras 
del Presidente nato, del Presidente De­
legado, de la Secretaría General, del 
Secretario espeCial, del Relator, la 
Congregación general, etc. Sin embar­
go, también se prevé la posibilidad de 
constituir Comisiones de estudio en 
ueterminados supuestos que ha de 
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más si tenemos en cuenta que 
la Presidencia de los distintos 
órganos consultivos suele ser 
atribuida a personas con funcio­
nes en la organización de go­
bierno. 

Sin embargo, el oportuno equi­
librio que se refleja en el mon­
taje de la estructura formal, 
puede descompensarse por dos 
factores distintos, a los que nos 
vamos a referir a continuación: 
la vinculación con el órgano de 
gobierno de las personas pues­
tas al frente de las distintas 
piezas orgánicas y las funciones 
de los centros rectores de los 
órganos consultivos, general­
mente en manos de titulares de 
órganos de gobierno. 

En relación con la primera cir-

apreciar libremente el Presidente De­
legado (OSCRA, arto 8, § 1, 1.°) . 

(173) Tal es el caso de los Conse­
jos del presbiterio y de pastoral. Los 
textos legales se refieren sólo a la fi­
gura del Presidente. Cfr. M. P., Eccle­
siae Sanctae, 1, arts. 15-16. El resto de 
las piezas orgánicas son reguladas por 
los respectivos estatutos en cuya ela­
boración, aun cuando son aprobados 
por el Obispo, intervienen decisivamen­
te los propios miembros de dichos 
Consejos. 
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cunstancia, se advierte, por una 
parte, que, en muchos supues­
tos, las personas al frente dp, las 
diversas piezas orgánicas son 
designadas directamente por el 
titular del órgano de gobierno al 
que asesoran y que, normalmen, 
te, ostenta la Presidencia del 
cuerpo consultivo (174). Por otra, 
existen también supuestos en 
los que se da una real partici­
pación de todo el cuerpo consul­
tivo en orden a designar la per­
sona o personas integrantes de 
ciertas piezas orgánicas. preci­
samente de las que, en mi opi­
nión, han sido establecidas pen­
sando directamente en el que­
hacer específico del colegio 
consultivo. 

Los últimos supuestos, a mi 
entender, merecen ser destaca­
dos, dada su importancia y sig­
nificación. Podemos mencionar 
concretamente el Consejo de la 
Secretaría General y las Comi­
siones permanentes y de estu-

(174) No es preciso intentar una 
demostración de tal afirmación. La sim­
ple lectura de los textos legales es 
suficiente para percatarse de ello. Tal 
situación es especialmente clara con 
respecto a la organización consultiva 
central. 

(175) De los 15 miembros de que 
consta, 12 son designados por el pro-

dio del Sínodo de los obispos 
(175), las Comisiones permanen­
tes y de estudio de los Consejos 
del presbiterio y pastoral, el Se­
cretario de la Comisión Ponti­
ficia para los asuntos bíblicos 
(176), etc. Sin duda alguna, en 
todos estos casos, se ha optado 
por un criterio intermedio, ver­
daderamente equilibrado. Crite­
rio que contribuye, en gran me­
dida, a potenciar aún más esa 
independencia de que hablába­
mos anteriormente, como carac­
terística de la organización con­
sultiva de la Iglesia y que 
convendría aplicar con carácter 
general. 

En esta línea de pensamiento 
conviene insistir en la importan­
cia que tiene, para el eficaz fun­
cionamiento de la organización 
consultiva, el conjunto de atribu­
ciones que, en relación con la 
misma, se atribuyen a sus cen­
tros de dirección, particularmen­
te a los Presidentes, general-

pio Sínodo. Cfr. ACTA CONSILlI PRO 
PUBLlCIS ECCLESIAE NEGOTIIS, ardo 
Synodí Epíscoporum celebrandae re­
cognítus et auctus nonnullis addita­
mentís perfícítur. 20.8.1971 (AAS 63 
(1971), p. 702). Respecto a las Comi­
siones de estudio, cfr. OSCRA, arto 8. 

(176) El cargo de Secretario de di­
cha Comisión recae en uno de los con-
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mente personas con funciones 
en la organización de gobierno. 
En efecto, estamos ante un pun­
to central, cuya regulación in­
fluye decisivamente en la utili­
dad misma de este tipo de orga­
nizaciones. Es decir, los centros 
de dirección (sobre todo el Pre­
sidente) han de ser precisamen­
te eso: elementos mediante cu­
ya actividad impulsen, moderen, 
orienten y dirijan las actuacio­
nes del cuerpo consultivo, sin 
que, en ningún momento, pue­
dan llevarlo hacia una determi­
nada dirección. Se trata de que 
el órgano consultivo sea el que 
actúe y pueda ejercer sus fun­
ciones con entera libertad e in­
dependencia sin que para ello 
sea un obstáculo el ejercicio de 
las funciones de sus dirigentes. 
De aquí el interés en que las 
funciones de éstos no rebasen 
los estrictos límites de lo nece­
sario para su normal funciona­
miento. De lo contrario se abre 

sultores del departamento para la doc­
trina de la fe. El Presidente, previa 
consulta a los miembros de la Comi­
sión, propone al Romano Pontífice la 
persona que considera adecuada (SC, 
arto 5). Probablemente se siga un pro­
cedimiento similar con respecto al Vi­
cepresidente de la propia Comisión 
(SC, arto 2). 
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la puerta a la ineficacia del ejer­
cicio de la función consultiva, 
convirtiendo sus órganos en ins­
trumentos de mero aplauso. Al 
órgano de gobierno le basta con 
la decisión final, con indepen­
dencia incluso del consejo reci­
bido. Su presencia en el cuerpo 
consultivo le permite una mayor 
constancia e inmediatez para re­
cibir el consejo, pero sería con­
traproducente el que éste, me­
diante el ejercicio de las funcio­
nes que le atribuya el texto le­
gal, en su calidad de Presidente, 
pudiera provocar una determina­
da respuesta o controlar el fun­
cionamiento del cuerpo consulti­
vo a fin de dirigirlo hacia un 
cierto sentido u otro. 

3. Contenido y cauces de 
ejercicio 

No resulta difícil advertir que 
las relaciones entre los órganos 
consultivos y activos, en muchos 
momentos, discUrren a través de 
unos cauces formales y solem­
nes, excesivamente rígidos. En 
efecto, el órgano de gobierno, 
por una parte, viene obligado a 
solicitar formalmente el parecer 
del cuerpo consultivo, como trá­
mite necesario y previo a la de­
cisión que vaya a adoptar. Como 
la respuesta proviene, por otra 

parte, de un órgano sustantiva­
do, ésta ha de canalizarse tam­
bién a través de una fórmula 
solemne y formal: normalmente 
en forma de dictamen. 

Este, como técnica típica de 
ejercicio de la función consulti­
va, ofrece la peculiaridad de 
presuponer siempre una exigen­
cia, al órgano decisor, en orden 
a requerir la actuación del órga­
no consultivo. Es decir, se im­
pone al órgano de gobierno la 
utilización de los conocimientos 
técnicos que atesora la organi­
zación consultiva, asegurando, al 
mismo tiempo, el cumplimiento 
de dicho trámite, puesto que, en 
caso contrario, el acto emanado 
podrá ser impugnado. Ofrece, 
pues, la gran ventaja de que, al 
menos para ciertos supuestos o 
en relación con determinados 
actos, la organización consulti­
va se configura como un servi­
cio obligatorio para el órgano de 
gobierno. 

Aun cuando la articulación del 
órgano decisor y consultivo pre­
sente importantes limitaciones, 
a las que nos referiremos a con­
tinuación, me parece oportuno 
poner de relieve algo, en mi 
opinión, de especial significa­
ción, a saber: asegura el real 
funcionamiento de la organiza-
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ción consultiva. en efecto, si el 
órgano de gobierno no viene 
obligado a requerir la actuación 
del órgano consultivo, al menos 
en ciertos momentos, se corre 
el riesgo de mantener una orga­
nización inoperante. Es decir, si 
ésta ha sido establecida en base 
a un criterio de conveniencia, lo 
lógico es articular unos cauces 
que aseguren el cumplimiento 
de las funciones para las que 
fue pensada y creada. Dicho 
riesgo se acentúa, en la organi­
zación eclesiástica, si tenemos 
en cuenta la composición y fun­
ciones que se atribuyen a los 
Presidentes de gran parte de los 
órganos cosultivos. Por este mo­
tivo, me parece vital el que la 
ley imponga, sin excluir otras 
posibles virtualidades, al órgano 
decisor la consulta en materias 
o asuntos de especial importan­
cia. 

Ciertamente el consejo, dado 
en fOir1ma de dictamen,quelda 
bastante recortado en sus posi­
bilidades, sobre todo puesto en 
relación con determinadas mate­
rias o decisiones del órgano de 
gobierno. Pero eso no significa el 
que se haya de prescindir de la 
obligatoriedad del mismo, sino 
que éste ha de canalizarse a 
través de fórmulas o procedi-
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mientas técnicos apropiados que 
no tienen que coincidir siempre 
y necesariamente con el dicta­
men. Es decir, en determinados 
supuestos el dictamen represen­
tará un cauce adecuado y en 
otros, no. La dificultad radica en 
canalizar el ejercicio de la fun­
ción consultiva única y exclusi­
vamente a través del mismo pro­
cedimiento técnico. 

En efecto, como se ha puesto 
de rel ieve (177), siguiendo la 
técnica del dictamen la consulta 
se limita generalmente a unos 
temas muy concretos y en una 
fase también muy concreta de 
su resolución (178), sin que 
otros problemas conexos pue­
dan ser objeto del consejo. La 
propia formalidad del mismo pa­
rece poco propicia para los su­
puestos en que el órgano deci­
sor requiera asesoramiento so­
bre materias generales, estudio 
y valoración de las múltiples cir­
cunstancias a tener en cuenta a 
la hora, por ejemplo, de elabo-

(177) Cfr. GARCIA DE ENTERRIA, 
Estructura orgánica ... , cit., pp. 62 ss. 

(178) Los ejemplos podrían multi­
plicarse a este respecto. A título de 
ejemplo, podemos mencionar los su­
puestos de los cc. 388; 389; 1428, § 1; 
1532, §§ 2-3; 1541, § 2; 2148, § 1; 2153, 
§ 1, etc. 

rar un programa de gobierno, 
etcétera. Se adapta, sin embar­
go, a los supuestos de resolu­
ciones en cuyo expediente se 
incluye como un trámite previo 
de carácter formal. Si la orga­
nización consultiva cumpliese 
solamente funciones que discu­
rren a través de la técnica habi­
tual del dictamen técnico, aun­
que ello sea importante, se vería 
muy limitada y restringida en 
sus posibilidades, renunciando 
quizá a los aspectos más signi­
ficativos sobre los que puede 
incidir y que, desde el punto de 
vista del gobierno, son los más 
necesitados de asesoramiento. 
No es este el caso habitual de 
la organización consultiva ecle­
siástica (179). 

La técnica organizativa de la 
función consultiva, en la organi­
zación eclesiástica, sin descono­
cer los cauces anteriormente 
mencionados (dictamen), pre~ 
senta otras modal idades de una 
mayor riqueza de contenido. Aun 

(179) Prescindimos en nuestro aná­
lisis de la consideración del Concilio 
Ecuménico, aun cuando el principio 
consultivo revista en dicha institución 
aspectos sin precedentes en otras or­
ganizaciones. El fenómeno conciliar es 
siempre de carácter excepcional. Asi­
mismo prescindimos del análisis del 
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cuando organizativamente ha" 
blando se estructure en cuerpos 
o colegios sustantivados, al f()r­
mar parte de los mismos, en la 
mayoría de los casos, los titu­
lares de los órganos de gobier­
no a que asesoran, así como 
otras personas también vincula­
das directamente a los centros 
de decisión, la articulación dis­
curre por unos cauces menos 
rígidos de los que ofrece el dic­
tamen técnico. Por de pronto,la 
asistencia, la colaboración, el 
asesoramiento, etc., se configu­
ran con caracteres de mayor ex­
tensión, continuidad y perma­
nencia. 

Es decir, los órganos consul­
tivos no vienen pensados para 
emanar exclusivamente deter­
minados dictámenes técnicos en 
los casos requeridos por la ley 
(no demasiados, por cierto), sino 
más bien como órganos de asis­
tencia continuada en torno a la 
totalidad o una parte importante 
de las materias, objeto de las 

Consistorio de cardenales pero por 
motivos diferentes, a saber: si bien es 
cierto que, durante mucho tiempo, ejer­
cía una típica función consultiva (de 
Estado Mayor, en terminología mo­
derna), la progresiva evolución del 
mismo hacia el ejercicio de funciones 
de gobierno por parte de muchos de 
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decisiones del órgano de gobier­
no. Este cuenta, en todo momen­
to y para la totalidad del ejer­
cicio de su función de gobierno, 
de dicha asistencia. Se trata de 
un aspecto en el que conviene 
insistir desde diversos puntos 
de vista. 

El Consejo, en cada uno de 
los departamentos administrati­
vos centrales, tiene, como mi­
sión específica, expresar su pro­
pio parecer motivado sobre las 
cuestiones más importantes que 

sus miembros ha motivado, en la prác­
tica, la pérdida de dicho carácter. 

Para el conocimiento deja evolución 
sufrida por esta institución, cfr., entre 
otros, FORGET, Cardinaux, en .Diction­
naire de Théologie Catholique», 11, Pa­
ris 1910, colls. 1717-1720 y la bibliogra­
fía citada en las colls. 1723-1724. MO­
LLlEN, Cardinal, en «Dictionnaire de 
Droit Canonique», 11, Paris 1937, colls. 
1310, 1313-1321 Y la bibliog,rafía citada 
en las colls. 1338-1339; RAFALLI, Con­
sistoire, en «Dictionnaire de Droit Ca­
nonique», IV, Paris 1949, colls. 354-356; 
MOLLAT, Contribution a /'histoire du 
Sacré Collége de Clément V a Eugé­
ne IV, en «Revue d'Histoire Ecclésias­
tique», 46 (1951), pp. 22-121; DE LA 
HERA, La reforma del Colegio Carde­
nalicio bajo el pontificado de Juan XXIII, 
en .Ius Canonicum», 11 (1962), pp. 677-
716; SECO CARO, Régimen jurídico vi­
gente del Colegio Cardenalicio, en .Ius 
Canonicum», VIII (1968), pp. 223·266; 
LEFEBVRE, Les origines et le role du 

le sean sometidas por el Secre­
tario, cumpliendo órdenes del 
Presidente (RGCR, arto 126, § 2). 
Cuestiones que, al parecer (180), 
se extienden o comprenden las 
materias de carácter programá­
tico, dentro de la competencia 
material de cada departamento. 
El Sínodo de los obispos ejerce 
sus funciones sobre unas mate­
rias concretas y determinadas, 
pero de especial trascendencia 
y significación por cuanto la ac­
tividad sinodal, más que expre­
sar un dictamen, se concreta 

cardinalat au Moyen Age, en cApollina­
ris» 41 (1968), pp. 59-71; ALBERIGO, 
Cardinalato e Collegialita. Studi su//' 
ecclesiologia tra /'XI e iI XIV secolo, 
Fkenze 1969; LECLER, Le Cardinalat de 
/'Eglise romaine. Son évolution dans 
/'histoire, en «Etudes» 330 (1969), pp. 
871-883. 

(180) Si conjugamos el tenor del 
arto 126, § 2 Y el de los arts. 127, § 1 
Y 111 del RGCR se llega a la conclu­
sión de que las materias, objeto de 
la actuación del Consejo, son aque­
llas sobre las que recae la deliberación 
de la Reunión Plenaria. Sin embargo, 
tampoco parece que pueda negarse la 
posibilidad que sea invitado a expresar 
su parecer sobre otras cuestiones, si 
así lo decide el Presidente del res­
pectivo departamento administrativo. 

(181) Basta con repasar las mate­
rias que, hasta el momento presente, 
han sido objeto de la actividad sinodal 
para comprender la veracidad del pun­
to de vista sustentado. A la misma 
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en la formulación de los princi­
pios generales, criterios, direc­
trices básicas, etc., informado­
ras de las mismas (181). Las fun­
ciones atribuidas a los Consejos 
del presbiterio y de pastoral ver­
san sobre la mayor parte de las 
materias, objeto del gobierno 
diocesano (182). Las Comisiones 
Pontificias ejercen funciones 
consultivas sobre una serie de 
materias, más o menos concre­
tas, pero abarcando multitud de 
aspectos en torno a las mismas 
(183). 

conclusión se llega si se examinan 
atentamente los objetivos atribuidos al 
Sínodo de los obispos (AS, arto 2). 

(182) En efecto, en relación con el 
presbiterio dice el texto legal que tie­
ne como función «ayudar eficazmente 
al Obispo con sus consejos en el go­
bierno de la diócesis. Escuche el Obis­
po en este Consejo a sus sacerdotes, 
consúlteles y trate con ellos sobre las 
cosas referentes a las necesidades del 
trabajo pastoral y al bien de la dióce­
sis» (ES, 1, arto 15, § 1). «Corresponde 
al Consejo pastoral estudiar todo lo re­
ferente al trabajO pastoral, sopesarlo y 
sacar conclusiones prácticas con ob­
jeto de promover la conformidad de la 
vida y actos del pueblo de Dios con el 
Evangelio» (ES, 1, arto 16, § 1). Los es­
tatutos particulares de dichos Conse­
jos señalan y concretan aún más estas 
materias. 

(183) Basta con leer los textos le­
gales que los regulan o simplemente 
advertir el significado de los términos 
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La función consultiva, pues, 
parece estar pensada como una 
asistencia permanente, de carác­
ter técnico, al servicio del órga­
no decisor en relación con los 
más variados aspectos que pue­
den distinguirse en la función 
de gobierno y en relación, por 
supuesto, con los asuntos, ma­
terias o cuestiones más impor­
tantes, objeto de dicha función 
de gobierno. Lo que ocurre es 
que tal asistencia no le viene 
prestada por un único órgano 
consultivo sino por varios, al me­
nos en ciertos supuestos. Es 
más, el legislador, con induda­
ble acierto, no se ha limitado a 
establecer una especie de servi­
cio optativo del órgano de go­
bierno, sino que, por el contra­
rio, lo configura como obligato­
rio. Aspecto verdaderamente im­
portante en el que conviene in­
sistir. 

En efecto, tal característica 
(obligatoriedad) impide que la 
organización consultiva pueda 
llegar a convertirse en algo 

con que se les denomina. Asimismo es 
útil conocer alguno de los trabajOS fru­
to de sus actividades. 

(184) Cfr., por ejemplo, REU, arto 56, 
§ 2 Y SRC, arto 4, § 3. 

(185) Tales materias vienen referi­
das particularmente en el M. P., Ecc/e-

muerto por el simple hecho de 
que no se haga uso de los servi­
cios que puede prestar. No es 
éste el caso de la organización 
eclesiástica, en la mayoría de 
los supuestos. Vamos a ver al­
gunos ejemplos. 

Los departamentos adminis­
trativos centrales vienen obliga­
dos (RGCR, arts. 126-127) a pe­
dir el parecer del Consejo siem­
pre que hayan de decidir sobre 
las cuestiones más importantes, 
de carácter programático o prin­
cipio general, objeto de su com­
petencia. Asimismo vienen obli­
gados a resolver otras materias 
concretas contando con el ase­
soramiento de comisiones téc­
nicas especiales (184). El Obis­
po diocesano también viene obli­
gado a requerir el parecer del 
Consejo del presbiterio y de pas­
toral en relación con importan­
tes materias, objeto de su 
función de gobierno (185). Di­
cha característica -obligatorie­
dad- puede descubrirse en re­
lación con las funciones que 

siae Sanctae. La lectura del texto legal 
demuestra claramente la obligatoriedad 
y la amplitud del contenido de la fun­
ción consultiva. Con mayor detalle y 
precisión se señalan tales materias en 
los respectivos estatutos. 

(186) La Comisión teológica inter-
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vienen atribuidas a las Comisio­
nes o Consejos pontificios (186), 
etcétera. En cualquier caso, me 
parece que la obligatoriedad en 
recabar el parecer de los órga­
nos consultivos ha de venir ex­
presada claramente en el texto 
legal. Lo cual aparece, en mi 
opinión, como simple consecuen­
cia de la existencia misma de 
dicha organización consultiva. 

En relación con el contenido 
material, anteriormente enuncia­
do, la función consultiva puede 
y debe derivar hacia distintos 
momentos de la planificación, 
decisión y ejecución. La prime­
ra e indispensable labor de una 
buena organización consultiva 
consiste en un esfuerzo cons­
tante por informarse. Cualquier 
decisión, sobre todo si reviste 
el carácter de normativa, ha de 
tomarse sobre la base del cono­
cimiento exacto de la realidad 
que se pretende ordenar. Para 
adquirir dicho conocimiento son 
múltiples los datos, y de muy 
diversa naturaleza, que es pre-

nacional «auxilium praestare in quae­
stionibus doctrinalibus maioris momen­
ti perpendendis» (SCT, arto 1); la Comi­
sión para los asuntos bíblicos -est 
studia perficere, necnon instructiones 
et decreta parare, quae a sacra Con­
gregatione pro Doctrina Fidei publici iu-
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ciso manejar. Pensemos, ade­
más, que la organización del go­
bierno central, por ejemplo, de­
cide normalmente para toda la 
Iglesia (187). Tal bagaje de da­
tos o información han de ser 
suministrados, como tarea espe­
cífica, por la organización con­
sultiva. No es preciso advertir 
que tal información, tanto a ni­
vel de organización central co­
mo de Iglesia particular, abarca 
múltiples aspectos: deseos, as­
piraciones, problemas plantea­
dos, actitudes, etc. Dicha infor­
mación puede comunicarse di­
rectamente a los órganos de go-

ris fieri possunt, speciali mentione 
Commissionis Biblicae facta ... » (SC, 
arto 11) Y «eadem consuli debet, ante­
qua m novae de rebus biblicis normae 
edantur» (SC, arto 13); en relación con 
el Consejo Pontificio para los instru­
mentos de comunicación social, el M. 
P., Boni Pastoris disponía que .Sacrae 
autem Romanae Curiae Congregationes 
ceteraque Sedis Apostolicae Officia 
hoc Consilium rogent sententiam, ante­
qua m aliquid decernant iubeantque vel 
quidlibet agendi potestatem faciant, 
quod ad rem cinematographicam, ra­
diophonicam ac televisificam attinet, 
atque idem Consilium de preaceptioni­
bus, quas pro sua cuiusque auctoritate 
dederint, certius reddat»; etc. 

(187) En efecto, el gobierno central 
de la IgleSia ordena, mediante diferen­
tes actos de carácter normativo, la to­
talidad de la realidad eclesiástica, 

bierno O bien ser utilizada para 
ulteriores actuaciones o ambas 
cosas a la vez. Depende, en de­
finitiva, del tipo de órgano con­
sultivo concreto de que se tra­
te (188). 

Supuesta la labor informativa, 
la organización consultiva gene­
ralmente, y en relación con las 
materias objeto de su actividad, 
realiza otras muchas actividades 
de particular interés, a saber: 
formulación de planes de actua­
ción, estudio y valoración de las 
consecuencias que pueden deri­
varse de posibles situaciones u 

compleja desde multitud de puntos de 
vista. La información que dicha orga­
nización ha de recabar, como puede 
suponerse, es también múltiple y com­
pleja. No es ajeno el propio legislador 
a tal problemática. Basta con una sim­
ple lectura del articulado de la REU 
para advertir inmediatamente las re­
petidas referencias a este aspecto, pre­
vio a la decisión, y que se canal·iza a 
través de distintos procedimientos. En 
la organización diocesana la problemá­
ti"ca no reviste tal magnitud y comple­
jidad. Sin embargo, también está pre­
sente, como es lógiCO. 

(188) Este aspecto (informaoión) de 
la función consultiva, presente en to­
dos los órganos consultivos, se refleja 
con mayor intensidad en ciertos casos. 
A título de ejemplo, podemos mencio­
nar: 1) las Conferencias episcopales, 
con importantes e insustituibles fun-
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orientaciones, problemas que 
plantea la adopCión de ciertos 
criterios, estudios de muy dife­
rentes tipos, etc. (189). Como 
criterio general la actividad de 
estos órganos va encaminada, 
previo un estudio serio y com­
pleto de los temas, a formular, 
sugerir o presentar al órgano 
de gobierno los criterios, princi­
pios y directrices básicas que 
habría de tener en cuenta en la 
regulación de la materia de que 
se trate. 

En efecto, pensemos que un 
determinado órgano de gobier-

ciones con respecto a la organización 
central. Entre ellas la información no 
es la menos importante; 2) el Sínodo 
de ;Ios obispos, uno de cuyos fines se 
cifra, según el propio texto legal (AS. 
arto 2), en «procurar adquirr noticias 
ciertas y exactas acerca de las cues­
tiones y condiciones de las cosas que 
afectan a la vida interna de la Iglesia 
y a su conveniente actuación en el 
mundo de hoy»; 3) el Consejo de pas­
toral, cuyo objetivo consiste en apor­
tar la información necesaria en rela­
ción con el trabajo pastoral (ES, l. 
arto 16, § 1). 

(189) La riqueza que encierra este 
aspecto de la función consultiva es fá­
cilmente comprobable mediante la lec­
tura de los textos en que se viene plas­
mando gran parte de las actividades de 
la organización consultiva. 
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no pretende ordenar toda una 
materia, objeto de su competen­
cia. La organización consultiva 
correspondiente, coherentemen­
te con su finalidad y funciones, 
habrá de hacer llegar a dicho 
órgano decisor su parecer al res­
pecto. Parecer que incluye toda 
una formulación de criterios, de 
sugerencias, de posibles solu­
ciones, de directrices básicas, 
de principios generales, etc. Es 
decir, deberá aportar ideas con­
cretas, de muy diferente signo 
y naturaleza, al órgano que ase­
sora. Todo esto lo realiza con 
la riqueza, pluralidad y variedad 
de matices, puntos de vista y 
perspectivas que su capacita­
ción específicamente técnica y 
su composición individual hacen 
posible conseguir. En esto radi­
ca cabalmente el valor de una 
buena organización consultiva, a 
saber: en su capacidad para pro­
ducir ideas valiosas para quie­
nes hayan de decidir. 

Precisamente, en base a la 
creencia firme en tal servicio, 
se establece la organización 
consultiva y se rodea de ciertos 
principios que lo garanticen. De 
lo contrario, difícilmente se jus­
tificaría el mantenimiento de un 
aparato organizativo, siempre 
costoso. Ahora bien, si ésta es 
capaz de atesorar una compe-

tencia técnica específica, de ela­
borar una acertada planificación 
de actividades, de sugerir ideas, 
soluciones, puntos de vista, etc., 
su establecimiento aparece co­
mo necesario. A la vez y como 
consecuencia de ello, el órgano 
de gobierno o los centros de 
decisión (sus titulares) pueden 
centrar todo su esfuerzo en lo 
específicamente suyo: la deci­
sión, el mando, el gobierno. 

Incluso la organización consul­
tiva puede prestar importantes 
servicios en el caso de que su 
informe, sus puntos de vista, 
etcétera, sean aceptados total o 
parcialmente. Concretamente, 
en la fase de ejecución de lo 
planificado .Es decir, una vez 
que el órgano de gobierno, a la 
vista de los distintos informes, 
decide hacer suyas las ideas, 
criterios, orientaciones, etc., que 
le han sido sugeridas, puede 
servirse de nuevo de la organi­
zación consultiva a fin de proce­
der lo más correctamente posi­
ble a su puesta en práctica. Es 
curioso observar cómo, entre las 
funciones que ordinariamente 
realizan la mayor parte de las 
Comisiones o Consejos pontifi­
cios, algunas prestan un marca­
do carácter o significado de im­
pulso, de coordinación, de difu­
sión e incluso de revisión. 
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Para terminar la exposición de 
este apartado, quizás convenga 
insistir en un punto importante. 
a saber: la organización consul­
tiva puede y debe prestar con­
siderables servicios, pero siem­
pre dentro de los límites que 
le son propios. Con tal afirma­
ción queremos salir al paso de 
un cierto estado de opinión se­
gún el cual, sobre la base de 
la capacitación técnica y otros 
principios, los órganos de go­
bierno deben secundar la plani­
ficación y los criterios elabora­
dos por los órganos consultivos 
técnicos. Conviene no extralimi­
tar las cosas. Ciertamente la 
organización consultiva es im­
portante, incluso necesaria, pero 
la decisión última corresponde 
al órgano de gobierno, sin que 
éste necesariamente tenga que 
optar por la solución sugerida. 
El que la competencia técnica se 
haga residenciar en la organiza­
ción consultiva, no impide re­
saltar, en sus justos límites, el 
significado de los titulares de 
la función de gobierno. En la 
organización eclesiástica -má­
xime con respecto al Romano 
Pontífice y al Obispo diocesa­
no- tal afirmación es particu­
larmente exigible. 



Summarium 

Omnibus qUidem notum est Concilium Vaticanum 11 
impulisse (multoties etiam instituisse) motum in toto 
mutationum organorum in Ecclesia. 

Copiosa iIIa postconciliarls legum editio signum est 
manifestum pro dictis. 

Eiusmodi factum organizativum perpendi potest e 
diversis prospectibus. Nostra interest perpendere e solo 
prospectu organizativo, scilicet quod attinet ad techni­
can (artem) definitam quae maiorem efficaciam prae· 
bet utilitati finium pastoralium. 

Ideo fit necessarium illam cognoscere technicam, 
i. e., iIIa iuridica principia quodlibet motum organizati­
vum inspirantia. Hoc studium inseritur isti demum 
contextui. Cum elucet quonam consistunt, ut technice 
fertur, illa principia, tum quid eorundem applicatio afte­
rat organizationi ecclesiasticae exponit. 

Agitur suggerentia criteriorum fundamentalium, ge­
neralium principiorum ac organizativae expostulationes 
quas sibi vindicat vel exigit, tempore hodierno, gravis 
conatus efficacem organizationem ecclesiasticam insti­
tuendi. 

In specie studet principiis luridicis, ut aiunt, deseen­
tra'libationis, desconcentrationis organicae functio­
num, hierarchiae, coordinationis ac consultationis. Res 
his enuntiationibus inclusae sunt vere implicatae cum 
ad cardines eccleslasticae organizationis referantur. 

Summas quaestiones adet pro mutatione structura· 
rum potestatis, iurldlca eius exercitationis normativa, 
ecclesiastica gubernatione, necessaria unitate et coor· 
dlnatione, etc, Quaestlones qUidem actualissimae qui­
bus primas deftert attentio, praesentlbus rerum adiun­
ctis, et doctrinae et lpsae ecclesiastlcae auctoritatls. 

Abstract 

As is well known, Vat. 11 has stimulated (and in 
many cases established) a movement of reforms in the 
Church, reflected in great part by the abundantpost­
conciliar legislation in this regard. Su eh a phenomenon 
can beevaluated from different points of view, but we 
would like to view it from a strictly organizational pers­
pective, that is, insofart as it is a concrete technique 
which ofters a greater efficacy in the service of pastoral 
goals. A knowledge of said technique is therefore in­
dispensable, insofar as it is composed of juridicalprin­
ciples which inspire any organizational phenomenon. 

On the one hand this work emphasizes in what these 
principies consist technica·lly. and on the other hand, 
in what their application to eclesiastical organization 
carries with it. The author suggests basic criteria, 
general principies, and organizational factors which 
demand a serious attempt to establish an efficient 
ecclesiastical organization, in present-day circum­
stances. 

Included in the study are the so-called juridical 
principies of decentralization, organic desconcentration 
of functions, hiérarchy, coordination and consultation. 
The underlying issue is truly complex, referring as It 
does to capital points of ecclesiastical organization. 
Important questions are thus dealt with: the change of 
power structures, the juridical regulation of its exer­
cise, ecclesiastical government, necessary unity and 
coordination, etc. AII in all, a truly relevant theme in 
present day life, concerning both doctrine and ecclesias­
tical authority. 




